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Tomo III 

Entorno Histórico

CAPÍTULO PRIMERO
ANTECEDENTES
1. De Barrios a Ponce Vaides

Hasta la reforma liberal de 1871 el poder político y económico en Guatemala permaneció en manos de familias descendientes de los conquistadores o los administradores coloniales españoles. Al triunfar su movimiento, en un manifiesto del 8 de mayo de 1871, el general Miguel García Granados hizo el compromiso de reformar jurídicamente el Estado para impedir los excesos del poder personal y dar una base de legitimidad a la propiedad de la tierra en favor de los pujantes cafetaleros. Fue el general Justo Rufino Barrios quien impulsó las reformas liberales, pero asumiendo una dictadura personal.

Esas reformas mezclaban los avances tecnológicos y las nuevas concepciones militares -como la organización de un Ejército profesional- con la supresión de derechos comunales y eclesiales sobre la tierra y la instauración del trabajo forzado. Las más afectadas fueron las comunidades indígenas situadas en las áreas de expansión cafetalera, especialmente en la bocacosta de Quetzaltenango, San Marcos y Alta Verapaz. 

Hasta entonces, la relativa independencia de los pueblos indígenas se había basado en la posesión de las tierras comunales. Al desconocer el censo enfitéutico, que los conservadores instauraron en el siglo XIX, dañando aunque no aboliendo el derecho de propiedad indígena, fueron adquiridas por los finqueros las tierras que les arrendaban las comunidades.

Además de la tierra, el liberalismo abordó el tema de la mano de obra forzosa. En 1877 se promulgó el Reglamento de Jornaleros y en 1878 la Ley contra la Vagancia, que obligaba a los indígenas a trabajar de 100 a 150 días al año en las fincas cafetaleras. Como consecuencia, la mano de obra era muy barata; los hombres ganaban un real por día y las mujeres medio real. Unos 100,000 indígenas bajaban cada año del altiplano a la bocacosta para trabajar en las cosechas. De esa época datan numerosos levantamientos indígenas contra jefes políticos, habilitadores y finqueros. Entre estas revueltas destacan la guerra de guerrillas de los indígenas de Momostenango, el intento de levantamiento de los quichés en 1877 y la rebelión de San Juan Ixcoy en 1898, sofocadas por las milicias ladinas que se apropiaron de sus tierras.

Al subir al poder en 1893 el presidente José María Reina Barrios suprimió el trabajo forzado establecido en 1877, pero obligó a contribuir en el Batallón de Zapadores trabajando en obras del Estado, a aquellos indígenas que no pagaran su liberación del servicio o demostraran tres meses de trabajo en una finca de café, azúcar, cacao o banano.

	Militarización en el campo 

Los gobiernos liberales se sirvieron de la experiencia colonial en la práctica de imponer a los campesinos la formación de milicias. Igual que en la Colonia, les preocupaba la existencia de grupos de población dispersos en regiones alejadas de la capital. Además, para asegurar la fuerza de trabajo se requería de un poder descentralizado coercitivo y eficaz.

Por ello, la representación de la autoridad política del gobierno central fue una de las principales tareas que se asignó a los finqueros, a quienes se les invistió no sólo de autoridad civil y policial, sino incluso de autoridad militar. Las milicias de reserva estaban formadas por reclutas de entre 15 y 50 años. En las fincas, los propietarios o sus representantes debían pasar lista todos los domingos. Los trabajadores estaban obligados a integrar escuadras subordinadas al patrón como si éste fuera su jefe militar.

La militarización de las plantaciones incluía la penalización con trabajos forzados para la creación de la infraestructura cafetalera. Un mes de trabajo en la temible Compañía de Zapadores significaba soportar malos tratos y muchas veces implicaba la muerte. Las mujeres y los niños debían hacerse cargo de los campos de cultivo en ausencia de los hombres movilizados en los trabajos. Muchos, desesperados por la prolongación de tantas penalidades, huían.


El ascenso de los nuevos grupos económicos no estuvo libre de fricciones. En 1898 se produjo un levantamiento para impedir la reelección de Reina Barrios, que fue promovido por los caficultores de occidente y acaudillado por los jefes políticos de San Marcos y El Quiché. Como represalia, al fracasar la conjura, fueron ejecutados públicamente por orden de Manuel Estrada Cabrera, ministro de Gobernación, los dos empresarios más destacados de Quetzaltenango, Juan Aparicio y Sinforoso Aguilar. Al ser asesinado Reina Barrios, Estrada Cabrera asumió la Presidencia (1898-1920) y transformó al Partido Liberal de una elite de profesionales y funcionarios, en una organización que descansó en los círculos liberales de las clases medias. 

Durante el período de Estrada Cabrera se consolidaron los agroexportadores de café, entre ellos los Herrera, los Klee, los Alejos, los Falla y los Cofiño; los industriales, como los Castillo, los Novella y los Herrera; y los financieros, como los Aguirre, los Saravia, los Castillo y los Matheu Sinibaldi. En 1901 el gobierno firmó un convenio con la UFCO para la explotación de banano. La concesión se extendió en 1904 para la construcción del ferrocarril Puerto Barrios-El Rancho-ciudad de Guatemala, e incluyó 1,500 caballerías de tierra y la exención de impuestos de exportación por 35 años. Hacia 1920 los Estados Unidos cubrían el 70% de las importaciones guatemaltecas y controlaban el 80% de las exportaciones.

En ese período continuaron las rebeliones indígenas. En 1905 se produjo el levantamiento de Totonicapán. Al mismo tiempo, las asociaciones artesanales y obreras fueron creciendo. Ya para 1919 existían 36 nuevas asociaciones obreras y artesanales.

En 1920 se produjo una conspiración de finqueros y comerciantes desplazados del poder desde 1871. Manuel Cobos Batres emergió como líder de la protesta, junto con el obispo José Piñol y Batres. Un año antes se habían fundado la Liga Obrera, dirigida por Silverio Ortiz, y el Partido Unionista, que reclamaba un régimen parlamentario, la reforma del sistema monetario y la integración centroamericana. En el movimiento de protesta de 1920 surgieron milicias obreras y se creó una situación de insurrección que cobró 1,700 vidas. Estrada Cabrera fue derrocado y llegó al gobierno Carlos Herrera Luna (1920-21), azucarero y banquero. Herrera reconoció algunos avances en materia de cooperativismo y derechos individuales, pero restringió las protestas mediante el Reglamento de Manifestaciones. En esa época destacó por su beligerancia la Unión Ferrocarrilera de Guatemala. 

En 1921 un triunvirato encabezado por el general José María Orellana (1921-26) derrocó a Herrera. Orellana emprendió la renegociación con la Empresa Eléctrica Bond & Share; también creó el quetzal como moneda, en paridad con el dólar, lo que representó una devaluación de hecho en beneficio de los cafetaleros. En 1924 la UFCO firmó un contrato de arrendamiento de todas las tierras incultas en la cuenca del río Motagua, en una extensión de 100 kilómetros. En 1926 se fundó el Banco Central de Guatemala, como único emisor del quetzal. El gobierno abrió el Departamento Nacional de Trabajo y promovió algunas leyes de protección laboral, aunque en 1922 reprimió un levantamiento de quichés.

En 1931 fue electo presidente Jorge Ubico Castañeda, jefe político de Verapaz y vinculado a familias muy influyentes como los Castañeda, los Urruela, los Herrera, los Dorión, los Klee y los Saravia. Ubico, al igual que Estrada Cabrera, ejerció un largo gobierno autocrático. A principios de los años 30 Guatemala sufrió los efectos de la depresión económica internacional. Aunque Ubico no podía continuar devaluando la moneda, se ganó el apoyo de los cafetaleros manteniendo el orden social en el campo mediante un programa de obras públicas forzadas. En 1934 el gobernante canceló las deudas por habilitaciones buscando favorecer así a los empresarios menos competitivos en su lucha por obtener mano de obra, y enfrentar las presiones producidas por el excesivo endeudamiento de los trabajadores y la grave crisis fiscal. Eso permitió a una minoría indígena dedicarse a la actividad comercial desplazándose por todo el país. Estos indígenas rompieron con el patrón cultural de los zahorinesy entraron a un movimiento de conversión religiosa que facilitó la penetración de la Iglesia católica y las iglesias protestantes en el altiplano a partir de las décadas de 1930 y 1940 (Falla, 1980). 

Ubico sustituyó a los alcaldes ladinos por intendentes nombrados por él y mantuvo a los alcaldes auxiliares indígenas. Trasladó a la Dirección General de Policía el recién creado Departamento de Trabajo, que dependía del Ministerio de Economía, y se valió del Ejército para llevar a cabo su política. La fuerza armada coaccionó a los campesinos para construir caminos y tender los hilos del telégrafo por todo el territorio nacional. Además, el gobernante persiguió brutalmente a sus opositores. En 1934 descubrió una conspiración en su contra y diezmó a quienes la promovían. Él hizo famosa la ley fuga. Sin embargo, en junio de 1944, en medio de protestas populares, tuvo que entregar el poder a un triunvirato militar presidido por el general Federico Ponce Vaides, quien gobernó 108 días. 

	Los comisionados militares 

El presidente Ubico creó, mediante acuerdo ministerial del 9 de julio de 1938, la figura de los comisionados militares como representantes locales del Ejército. Los comisionados llenaron vacíos que seguían dejando la falta de administración civil en el campo. Sus funciones eran ad honorem y se ejercían sin plazos, incluían los reclutamientos para el servicio militar, la captura de delincuentes, citaciones y llamamientos. El poder de negociar en las comunidades quienes debían prestar el servicio militar y quienes no, les dio desde el principio una gran influencia a los comisionados. Ese rol daría un giro dramático más adelante, con el inicio del conflicto armado, sobre todo en el oriente del país.


Por otro lado, los conflictos interétnicos se exacerbaron. Las disputas locales entre los indígenas y los ladinos de Patzicía, Chimaltenango, alentadas por las promesas de Ponce de otorgar tierras a los primeros, no tardaron en trasladarse al escenario político central, y desembocaron en una masacre de cakchiqueles tras su levantamiento contra los ladinos (quienes registraron entre 16 y 19 muertos). Las víctimas indígenas provocadas por la intervención del Ejército el 21 de octubre de 1944 sumaron más de 40, pero en los siguientes días se desató una cacería de indios en la que participaron grupos paramilitares ladinos de Zaragoza, que cobró entre 400 y 600 víctimas.

El 20 de octubre de 1944, enfrentado a una conspiración de líderes políticos y militares y un levantamiento popular en la capital, finalmente cayó el gobierno de Ponce Vaides como símbolo del ubiquismo y se clausuró otro ciclo en la historia de Guatemala.

2. La revolución de octubre

Durante el período de la Revolución de Octubre (1944-54) se produjo el ascenso de la clase media (militares, profesionales, comerciantes, artesanos) a la administración del Estado y las instituciones políticas. El nuevo régimen se basó en un sistema participativo para apoyar las reformas del Estado (derecho al voto, autonomía municipal); se generó una mayor burocracia estatal y el acceso de los intelectuales a las decisiones de poder. Fueron registrados 30 partidos políticos, entre ellos el Frente Unido de Partidos Arevalistas, que promovió la Constitución de 1945.

El presidente Juan José Arévalo (1945-51) defendió un modelo liberal de intervención estatal, una interpretación del New Deal del presidente estadounidense Franklin D. Roosevelt, que él definió como socialismo espiritual para distinguirlo del socialismo materialista de los marxistas. Su programa económico favoreció a la pequeña industria y permitió la creación del pequeño propietario agrícola. También promovió el cultivo del algodón y la ganadería extensiva, que sólo podían desarrollarse de manera rentable en grandes extensiones de tierra y con el uso de un nuevo tipo de asalariado agrícola. Además, el sector comercial creció, alentado por los altos precios de los productos de exportación y la ampliación de la capacidad de compra interna.

Las organizaciones de empresarios y trabajadores crecieron en este período. En 1948 fue reconocida legalmente la Confederación General de Trabajadores de Guatemala (CGTG), bajo la dirección de Víctor Manuel Gutiérrez, que llegó a aglutinar a unos 90,000 miembros. A la vez, la Confederación Nacional Campesina de Guatemala (CNCG), encabezada por Leonardo Castillo Flores, se fue expandiendo hacia el interior del país. Para 1949 ya se había reconocido la personería jurídica de 92 sindicatos.

Pronto, sin embargo, el gobierno de Arévalo comenzó a sufrir las conspiraciones de grupos conservadores. El coronel Francisco Javier Arana, junto con Jacobo Árbenz, se perfilaban como los líderes para reemplazar a Arévalo en 1951. Pero Arana planificó acelerar el proceso. En julio de 1949, con el respaldo de algunos finqueros, le presentó a Arévalo un ultimátum demandando que rindiera el poder al Ejército y que cumpliera el resto de su período como fachada civil para un régimen militar. El presidente solicitó tiempo, y con Árbenz y algunos oficiales leales trataron de arrestar a Arana. Capturado solo, Arana se resistió y fue muerto en un tiroteo. Cuando las noticias llegaron a la capital, los aranistas se rebelaron, pero los sindicatos y unidades del Ejército leales al gobierno sofocaron el levantamiento. De todos modos, al final del período de gobierno, la tensión política fue creciendo.

El coronel Jacobo Árbenz ganó las elecciones de 1950 postulado por el Frente Popular Libertador (FPL), representante de las clases medias. Árbenz comenzó a estudiar el problema agrario. El Censo Agropecuario de 1950 mostraba que el 99.1% de las fincas eran minifundios que sólo ocupaban el 14% de las tierras, mientras el 0.1% ocupaba el 41% de la superficie censada; el 40% de las fincas eran propiedad de 23 familias, 54 fincas disponían del 19% de la tierra y cerca de 250,000 campesinos carecían de ella.

Árbenz, igual que Arévalo, intentó incorporar al sector empresarial a la solución de ese problema. En 1951 creó una comisión de tres empresarios para estudiar la situación de las fincas nacionales. En 1952 el Congreso aprobó el Decreto 900 o Ley de Reforma Agraria, que ordenaba la expropiación de fincas no cultivadas y su entrega a los campesinos a través de los Comités Agrarios Locales. Los finqueros expropiados recibían una paga en bonos del Estado a 25 años plazo, con una tasa de interés anual del 3%. Durante los 18 meses de vigencia de la Reforma Agraria fueron beneficiadas 100,000 familias campesinas; el valor de las expropiaciones alcanzó los US$8.5 millones. También afectaron 101 fincas nacionales.

Durante la aplicación de la Ley de Reforma Agraria se produjeron abusos por parte de los beneficiarios. Innecesariamente fueron invadidas 30 fincas que podían haberse obtenido sin demoras mediante procesos legales. En algunas regiones de oriente, la CNCG aplicó la Ley de Arrendamientos sólo en provecho de sus asociados. Pero también se desató una ola de violencia en el campo provocada por los finqueros.

La AGA encabezó la oposición a la reforma agraria, destacando en esa lucha los Aycinena Arrivillaga. La oposición política anticomunista, que estaba organizada desde el gobierno de Arévalo, comenzó a desarrollarse con más fuerza. El 19 de marzo de 1952 se produjo la rebelión de Salamá, en la que participaron Juan Córdoba Cerna y el Comité de Estudiantes Universitarios Anticomunistas, dirigido por Mario Sandoval Alarcón. Los propietarios, además, organizaron Comités de Defensa de la Tierra y Uniones Cívicas, los que emprendieron acciones de asesinatos contra líderes agrarios, a pesar de que la aplicación de la reforma agraria había beneficiado a los prósperos comerciantes de Retalhuleu, Escuintla y Coatepeque.

	El Decreto 900 en San Martín Jilotepeque 

En San Martín Jilotepeque fueron afectas las fincas La Merced, Canajal de Medina, Rosario Canajal y Los Magueyes; estas dos últimas eran las típicas fincas de mozos. Los campesinos, a cambio del derecho de cultivar en esas fincas, debían trabajar en otras de los mismos propietarios en la costa sur. Este sistema de fincas dormitorios se diseñó a inicios de siglo. Rosario Canajal fue comprada para servir como finca de mozos en 1911 por Carlos Herrera Luna. En los libros de Registro de la Propiedad Inmueble no aparecen inscripciones que se refieran a su afectación por el Decreto 900, y los archivos que contenían la información concerniente a la aplicación de la reforma agraria fueron destruidos, por tanto, la reconstrucción de esos hechos sólo puede basarse en las fuentes de la tradición oral. 

Las fincas de mozos propiedad de los Herrera se extendieron en una franja que va de San Juan Sacatepéquez hasta Joyabaj, El Quiché, y a otros municipios aún más lejanos como San Juan Cotzal. La reversión de la reforma agraria convirtió a San Martín en un foco de alta conflictividad social durante las siguientes tres décadas. A pesar de los esfuerzos de inversión en infraestructura de servicios tras el terremoto de 1976, el problema central del control de la tierra y el reconocimiento del poder indígena quedaron sin resolverse, y sólo se comenzaron a abordar por lo menos hasta después del estallido del conflicto armado en esa región (1980 y 1981).


La participación del gobierno de los Estados Unidos resultó fundamental a partir del Decreto 900. La UFCO presentó un recurso de inconstitucionalidad contra la Reforma Agraria, y el gobierno al desconfiar de los magistrados destituyó a la Corte, creando un grave problema de institucionalidad para el propio régimen.

En 1953 Dwight Eisenhower fue electo presidente de los Estados Unidos; John Foster Dulles fue nombrado Secretario de Estado, y Joseph McCarthy llegó al Senado. Por otro lado, la Agencia Central de Inteligencia (CIA) ganó mucha influencia después de una operación exitosa que derrocó al régimen iraní. El elemento clave para la política hacia Guatemala fue el embajador estadounidense John Peurifoy, quien llegó al país en ese mismo año, y en su primera entrevista con el presidente Árbenz le exigió que expulsara del gobierno a todos los comunistas.

Los representantes del sector empresarial y de los grupos anticomunistas no tardaron en unirse a la cruzada contra el gobierno. La Cámara de Comercio e Industria participó en una campaña internacional contra el régimen. En octubre se inició la Operación Éxito de la CIA. El 24 de diciembre se firmó el Plan de Tegucigalpa que unificó al Movimiento de Liberación Nacional. En mayo de 1954, estando avanzado el plan de la conspiración, los Estados Unidos firmaron tratados de ayuda militar con Honduras y Nicaragua, países desde los que se preparaba la intervención militar contra Guatemala.

3. El protagonismo de la Iglesia

Con estos cambios en la vida política, la Iglesia entraba a una nueva etapa. Los embates de los gobiernos liberales habían mermado el tradicional poder eclesiástico. La escasez de personal religioso (en 1940 había 126 sacerdotes para tres millones de habitantes) obligaba a los laicos a encargarse de la sobrevivencia de la fe en sus comunidades.

El arzobispo Mariano Rossell y Arellano (1939-64) buscaba que la Iglesia recuperara el poder y prestigio en la sociedad, y que sus orientaciones influenciaran las políticas de gobierno y a los grupos de dirigentes. La restauración de las condiciones para evangelizar Guatemala suponía una inserción en la parte más alta de la pirámide social, a fin de cristianizar al resto de la sociedad.

En los años 50 el clima anticomunista era generalizado en la Iglesia. En la teología práctica de muchos jerarcas figuraba como otro dogma. Rossell veía la lucha contra el comunismo como una cruzada. El 4 de abril de 1954, el arzobispo publicó una Carta Pastoral llamando a la población a levantarse. En su Carta Pastoral sobre avances del comunismo en Guatemala, decía: Obedeciendo los mandatos de la Iglesia, que nos ordena combatir y desbaratar los esfuerzos del comunismo, debemos una vez más elevar nuestra voz de alerta... Estas palabras quieren orientar a los católicos en justa, nacional y digna cruzada contra el comunismo.
Un año antes Rossell había organizado la Peregrinación Nacional de la Imagen del Cristo de Esquipulas, en la que una réplica de la imagen, que en la religiosidad popular ocupa un lugar importante, fue paseada de pueblo en pueblo para encabezar la cruzada contra el comunismo, o sea, contra el gobierno de Árbenz. La presencia del Santo Cristo hizo más contra el comunismo que si cien misioneros, millones de libros y centenares de horas católicas radiadas hubieran dirigido la campaña anticomunista (Bendaña, 1996).

En compensación, la Constitución de 1956 reconoció a la Iglesia como persona jurídica con el derecho de poseer bienes. También permitió la enseñanza religiosa en el sistema educativo oficial y la creación de la universidad católica. Asimismo, se abrió el camino a la entrada de misioneros y congregaciones religiosas, ante lo que Rossell tenía reservas. Entre 1950 y 1959 el número de sacerdotes creció de 132 a 346, con mayor peso de los extranjeros.

Posteriormente Rossell retiró su apoyo irrestricto a los liberacionistas, especialmente después del asesinato de Castillo Armas (1957). En su mensaje fechado el 15 de octubre de 1954, que ya no recibió la misma publicidad de su carta anterior, proclamaba: El futuro presidente debe eliminar de su gobierno a todos los explotadores del proletariado, ora sean los causantes de la elevación desmedida del costo de vida, ora sean los directos depredadores de los salarios campesinos, ora los negadores de la asistencia social debida. Más comunistas que los líderes del Soviet, son los explotadores, porque éstos hacen comunistas de corazón, y aquellos hacen comunistas de ocasión... Más importante que invertir fondos en carreteras y obras públicas, es invertirlo en justicia social... lo primordial es tener un pueblo libre de comunismo, porque está libre de miseria y de injusticia...
4. El golpe del 54

La madrugada del 17 de junio de 1954 cuatro columnas compuestas por 300 hombres armados penetraron en el territorio guatemalteco por el lado de Esquipulas, desde distintos puntos de la frontera con Honduras. Su propósito era derrocar al presidente Jacobo Árbenz.

Si los liberacionistas lograron su objetivo fue porque el mando militar no quiso combatir; se sumó a la conspiración contra Árbenz y en sus filas cundió la desmoralización. Los rebeldes tomaron el 24 de junio la ciudad de Chiquimula y ahí proclamaron el Gobierno Provisional de Guatemala, con el teniente coronel Carlos Castillo Armas a la cabeza, en su calidad de Comandante en Jefe del Ejército de Liberación Nacional, que era el brazo armado de un movimiento más amplio. Tres días después Árbenz pronunció por la radio su discurso de renuncia de la Presidencia, y el 3 de julio asumió el control del gobierno una junta de cinco militares encabezada por Castillo Armas.

Con el nuevo gobierno regresó el jefe de la policía secreta de Ubico, José Bernabé Linares. Se creó el Comité Nacional de Defensa contra el Comunismo y se emitió la Ley Preventiva Penal contra el Comunismo. El Comité tuvo facultades para ordenar la detención de cualquier persona. En los primeros meses después de la caída de Árbenz fueron arrestadas 12,000 personas y se exiliaron unos 2,000 dirigentes sindicales y políticos (Carta de Guatemala, 1954).

El Comité quedó encargado de establecer un registro de todas las personas que en cualquier forma hubiesen participado en actividades comunistas. Figurar en dicho registro constituía grave presunción de peligrosidad de la persona. Los detenidos por orden del Comité no tenían derecho de exhibición personal y el efecto de estar nombrados en el registro les impedía desempeñar cargos o empleos públicos. El registro fue creciendo hasta incluir a todos los opositores y críticos del gobierno. Hacia el 21 de diciembre de 1954, el Comité había elaborado una lista de 72,000 personas.

CAPÍTULO SEGUNDO
EL CONFLICTO ARMADO EN LOS AÑOS 60
1. La sublevación del 13 de noviembre

En 1960 el Ejército experimentaba sentimientos contradictorios. Ciertos oficiales se habían involucrado en la corrupción a la que Ydígoras los atraía, al mismo tiempo que muchos militares de campo veían con desagrado e indignación el entrenamiento de la fuerza cubana anticastrista en la finca Helvetia (Retalhuleu), propiedad de Roberto Alejos. Además veían en los disturbios callejeros un indicador del deterioro y la impopularidad general del gobierno. 

Las diferentes corrientes militares se venían organizando desde tiempo atrás. La más numerosa, que se hacía llamar la Compañía de Niños de Jesús, nucleaba a oficiales del Ejército que estaban interesados en discutir la situación política y económica del país. Otro grupo de oficiales del Cuartel General estaban dirigidos por el coronel Carlos Paz Tejada, quien se encontraba de baja y era ubicado políticamente más a la izquierda. El tercer grupo estaba formado por oficiales que, como cadetes, habían participado en los sucesos del 2 de agosto.

La sublevación del 13 de noviembre se organizó a nivel de cuarteles dispersos, lo que dificultó su coordinación inicial. La filiación de los insurrectos se hizo a través de la firma de una petición de destitución del ministro de la Defensa. Entre los gestores de la rebelión estaban el mayor Rafael Sesam Pereira, que había participado en la batalla de Gualán contra los liberacionistas en 1954 y el capitán Arturo Chur del Cid, recluido en el Cuartel General desde octubre, bajo sospecha de estar conspirando contra Ydígoras.

Los planes se alteraron el 12 de noviembre, cuando fueron dados de baja Herrera Martínez y el capitán César Augusto Silva Girón, el defensor de la plaza de Gualán en 1954, juzgado y encarcelado por los tribunales de guerra de la Liberación. Ese mismo día se decidió iniciar la sublevación con la toma del Cuartel General. De los 55 oficiales comprometidos para asistir esa mañana, únicamente se presentaron cinco, entre ellos el teniente coronel Augusto Loarca y los mayores Sesam Pereira y Chicas Lemus (Cox, 1995).

Infructuosamente los rebeldes buscaron al coronel Paz Tejada, quien permanecía clandestino, para que se hiciera cargo del mando. En medio de la confusión se dio la orden de que los alzados se trasladaran a Zacapa, en cuya base militar se harían fuertes, pues tendrían el apoyo de la base de Puerto Barrios. En torno a las 5:00 horas, el coronel Eduardo Llerena Müller tomó el cuartel de Puerto Barrios sin derramar sangre.

El llamado Manifiesto del 13 de Noviembre -aunque no fue preparado como tal- aludía al caos total tanto en lo político como en lo económico, y sostenía que sólo el Ejército puede cooperar efectivamente con el pueblo para desterrar a la reacción y a sus aliados, los militares que detentan el poder y se enriquecen a costa del pueblo... Se llamaba a instaurar un régimen de justicia social en que la riqueza sea de quienes trabajan y no de los explotadores, hambreadores del pueblo y de los gringos imperialistas.

El subteniente Luis Trejo Esquivel preparó el sometimiento del cuartel de Zacapa, pero la coordinación fracasó en Jutiapa y El Quiché. El jefe de Reservas Militares de Totonicapán había infiltrado a los conspiradores para luego denunciarlos a Ydígoras. Quetzaltenango, que era la pieza clave para el éxito de la operación, siguió leal al gobierno. Así, las bases de Puerto Barrios y Zacapa quedaron aisladas

Ydígoras alcanzó a neutralizar a la fuerza aérea, que parecía estar comprometida en el complot, mostrando a los pilotos cheques (falsos) girados por Fidel Castro a los oficiales del alzamiento, que sumaban US$1.0 millón. La fuerza aérea no se sumó a la rebelión, pero se negó a actuar contra los insurrectos. Entonces la embajada de los Estados Unidos ofreció la flota aérea estacionada en la costa sur, que sería la que atacaría a Cuba. Esta fuerza estaba compuesta por 76 aviones de distinto tipo, en su mayor parte bombarderos B-26 y C-46. Sólo esta flotilla superaba con mucho a las fuerzas aéreas de toda Centroamérica (Cox, 1995).

La tarde del 17 de noviembre las fuerzas operativas al mando del coronel Enrique Peralta Azurdia ocuparon sin resistencia la base de Puerto Barrios y pusieron fin a la intentona. En menos de una semana había quedado aplastada la sublevación. Muchos de sus integrantes, en su mayoría soldados, se entregaron a las tropas gobiernistas. Pero la mayoría se escondieron y varios más se dispersaron hacia Honduras, El Salvador y México.

Aunque casi la mitad de la oficialidad simpatizaba con la causa de los insurrectos, en los momentos decisivos mantuvieron su lealtad a las órdenes superiores. Esta vez, a diferencia de 1954, los oficiales cumplieron con el deber militar. Por otro lado, hizo falta una figura unificadora de tendencias tan heterogéneas entre los descontentos. A partir de entonces, la convicción revolucionaria dejó de ser una preocupación del Ejército y se convirtió en una bandera guerrillera (Cox, 1995).

Unos 70 oficiales, sargentos y soldados se exiliaron. De ellos, los de Honduras (que eran unos 45) continuaron conspirando e hicieron contactos con el PR, el MDN y la DC. Los políticos confabulaban por su lado y les pidieron a los ex-militares no actuar por su cuenta, pues esperaban pronto un golpe de Estado por otra fracción del Ejército.

Pero en las conversaciones con los partidos se fueron pasando los meses, sin que sucediera nada. Entre tanto, otros hechos sobrevinieron. El 29 de abril se produjo una refriega entre algunos de los trecistas y policías judiciales, que de hecho fue el primer choque armado en esta nueva etapa. El cerco policial y militar se fue estrechando y en julio, en un nuevo tiroteo con las fuerzas de seguridad, fue muerto el teniente Alejandro de León Aragón, uno de los líderes del grupo. En esos mismos días los rebeldes entablaron relación con el PGT.

2. Las incipientes guerrillas

Los trecistas
El movimiento de protestas populares ocurrido en marzo y abril 1962 se fue aplacando y no pudo conseguir su objetivo; pero el gobierno tampoco logró desarticular al movimiento opositor. El Ejército, cuya ala más conservadora había alcanzado la hegemonía y unidad interna, se convirtió en pilar del régimen. Esos eventos también tuvieron un impacto en los grupos clandestinos, el PGT y los trecistas, aunque la explosión popular y la crisis militar, esta vez, no coincidieron.

Los trecistas, encabezados por el teniente coronel Augusto Loarca, el teniente Marco Antonio Yon Sosa, los subtenientes Luis Augusto Turcios Lima y Luis Trejo Esquivel, entre otros, pasaron a la acción en plena efervescencia política. El 24 de enero de 1962, en una céntrica avenida de la capital, dieron muerte al jefe del Departamento de la Policía Judicial, Ranulfo González Ovalle (Siete Litros), a quien consideraban el principal responsable de la muerte del teniente Alejandro de León Aragón. Dos semanas después, el 6 de febrero, este grupo compuesto en su mayoría por jóvenes ex-oficiales, ex-sargentos y ex-soldados, fundó el Frente Insurreccional Alejandro de León Aragón-13 de Noviembre, y de inmediato se trasladaron al nororiente del país con el propósito de tomar la base militar de Zacapa.

Los rebeldes se dividieron en tres columnas guerrilleras comandadas por Yon Sosa, Trejo Esquivel y el ex-teniente Julio Bolaños San Juan. El plan inicial era que las tres columnas realizaran diversas acciones armadas y se reunieran cerca de Teculután, Zacapa. Solamente la columna de Yon Sosa llegó al lugar señalado, pues la persecución que desplegó el Ejército hizo que las columnas de Trejo y Bolaños se dispersaran.

La imposibilidad del ataque a la base militar de Zacapa, en donde esperaban que antiguos compañeros de armas se les unieran, aunada a la persecución del Ejército, obligó a los rebeldes a regresar a la ciudad de Guatemala para reorganizarse. En la capital tomaron la radiodifusora Radio Internacional y leyeron el documento Quiénes somos, qué queremos y porqué luchamos. Crearon el comando Marco Antonio Gutiérrez, al mando de Turcios, y realizaron acciones de sabotaje en medio de las protestas callejeras de marzo y abril.

El foco de Concuá
El 14 de marzo el gobierno divulgó un boletín de prensa en el que informaba que un día antes un grupo de facciosos había chocado con una patrulla militar en un punto entre Concuá y Granados, en Baja Verapaz. En ese enfrentamiento, según el boletín, murieron trece guerrilleros y fue capturado Rodrigo Asturias Amado, hijo del escritor Miguel Ángel Asturias.

El PGT, junto con el Partido de Unidad Revolucionaria Democrática (PURD), prepararon un grupo guerrillero al que denominaron Frente Guerrillero (o Destacamento) 20 de Octubre, bajo el mando del coronel Carlos Paz Tejada. Este grupo divulgó un manifiesto titulado ¡El único camino es la rebelión! ¡No más Ydígoras! y se internó en las montañas de Baja Verapaz. Este grupo, compuesto por 23 hombres, fue sorprendido y aniquilado por el Ejército. Sus fallas eran graves: desconocían el terreno, su entrenamiento militar era deficiente, descuidaron las medidas de seguridad, y carecían de apoyo social (PGT, 1962).

Las primeras FAR
En mayo de 1962 había un numeroso grupo de estudiantes universitarios y de posprimaria que estaban constituyendo una nueva organización denominada Movimiento Revolucionario 12 de Abril, que tomaba ese nombre de la fecha en que habían sido asesinados los tres estudiantes de Derecho.

El PGT, entretanto, manifestaba que se abrían en el país condiciones para el desarrollo de la lucha armada. En enero de 1962 el PGT había enviado a tres militantes suyos a Cuba a recibir entrenamiento militar. Por aparte había en Cuba una veintena de muchachos de la JPT, que recién habían llegado becados por el gobierno cubano para estudiar carreras universitarias. Pero al poco tiempo buscaron entrenamiento militar para convertirse en guerrilleros.

Entre ellos: Edgar Ibarra, Alejandro Sancho, Ricardo Miranda y Judith, quienes desde enero habían sido enviados a recibir entrenamiento militar; Monterroso, Ricardo Ibarra, Julio César Macías, Rodolfo Payeras, Tristán Gómez, Carlos López, Luis Rivas, Mario Lemus, Plinio Castillo y José María Ortiz Vides, eran los estudiantes que habían optado por el curso militar. De este grupo, varios habrían de tomar parte de la futura guerrilla y algunos llegarían a ser dirigentes guerrilleros, como Julio César Macías, José María Ortiz Vides y Mario Lemus.

En septiembre una delegación del MR-13 arribó a La Habana y habría visitado al ex-presidente Árbenz para proponerle que, una vez alcanzada cierta estabilidad, se pusiera al frente de la guerrilla.

Según Yon Sosa, el propósito de iniciar la guerra de guerrillas cobró fuerza hasta su regreso a Guatemala a principios de diciembre de 1962. Entonces comenzaron a trabajar formalmente en la instalación de tres focos guerrilleros que funcionarían en San Marcos, Zacapa y en las montañas de Izabal (Yon Sosa, 1968). Hasta diciembre, los contactos entre el MR-13 y el PGT no superaban las reservas y sospechas mutuas, por lo que los cubanos solicitaban a ambos sus apreciaciones respecto del otro.

A finales de diciembre, el PGT propició la reunión entre dirigentes del MR-13, el M-20 de Octubre (brazo armado de los comunistas) y el MR-12 de Abril, y fundaron las Fuerzas Armadas Rebeldes (FAR). En esta reunión habrían estado presentes Marco Antonio Yon Sosa, Luis Trejo Esquivel y Luis Turcios Lima, por el MR-13; Mario Silva Jonama, Carlos René Valle y Joaquín Noval, por el Movimiento 20 de Octubre; por el MR-12 de Abril asistieron los estudiantes Horacio Flores, Roberto Lobo Dubón y, probablemente, Guillermo Paz Cárcamo. Yon Sosa fue nombrado Comandante en Jefe de las FAR.

Los tres frentes (o focos, en palabras de Yon Sosa) que se habían acordado en el plan operativo para iniciar la guerra de guerrillas, comenzaron a estructurarse. Cada frente tendría un comandante militar, que sería asesorado por un comisario político.

Pero el campamento en Izabal fue descubierto por el Ejército y sus responsables se vieron obligados a internarse más en las montañas y comenzar a operar militarmente desde principios de 1963. Fue así como, señala Yon Sosa, de forma apresurada se inició la lucha guerrillera en Guatemala a principios de 1963.

El segundo frente, al mando de Luis Trejo Esquivel, intentó establecerse en la montaña de La Granadilla, en Zacapa. El tercer frente, que debería estar al mando de Luis Augusto Turcios, tenía que ubicarse en la Sierra de las Minas, en Zacapa. El 29 de octubre de 1963 la columna de Turcios, adoptó el nombre de Guerrilla Edgar Ibarra (GEI), en honor al dirigente del grupo estudiantil FUEGO muerto en un refriega días antes, e inició desde el lago de Izabal el ascenso a la Sierra de las Minas, buscando el macizo montañoso hacia Zacapa. Poco antes, en la capital, la policía descubrió unas casas de apoyo a la futura guerrilla, donde había mapas, planos y listas de colaboradores.

El modus operandi de la primera edición de las FAR no cumplió con las pautas de despliegue y detonante que postulaba el foquismo guevarista. La combinación de ex-militares, estudiantes universitarios y algunos campesinos y obreros dio un carácter distinto a cada agrupación. Pero serían los acontecimientos políticos que estaban por ocurrir en el resto del país los que le dieron al fenómeno guerrillero un relieve inusitado.

3. El golpe del 63

En enero de 1963 el ministro de la Defensa, coronel Enrique Peralta Azurdia, vetó a Arévalo como candidato presidencial. Sin embargo, el 28 de marzo Arévalo se presentó sorpresivamente ante la prensa guatemalteca. El 31 de marzo el propio Peralta, con el apoyo de otros quince coroneles, quienes ocupaban los principales puestos de mando, derrocó a Ydígoras y asumió el control del gobierno en un incruento golpe de Estado. El primer manifiesto de los golpistas comenzaba diciendo que la República se halla al borde de un conflicto interno, como resultado de la subversión permanente que han propiciado sectores procomunistas; y que la infiltración comunista se ha venido acentuando en forma alarmante cada día más... 

Por primera vez el Ejército como institución asumió el control del gobierno. Según The Miami Herald (24/12/66), la resolución de derribar a Ydígoras partió de una reunión que a finales de 1962 el presidente John Kennedy sostuvo con sus consejeros políticos y con el director de la CIA, Richard Hellman, además del propio embajador de los Estados Unidos en Guatemala, John O. Bell. En cambio, el coronel Peralta Azurdia en sus memorias afirma que el golpe militar se preparó cuidadosamente a lo largo de dos años, por iniciativa de un grupo de oficiales encabezados por él, y que la embajada de los Estados Unidos no tuvo conocimiento de la acción hasta que se realizó. Como fuere, Washington no objetó a Peralta Azurdia y las relaciones entre los dos países no sufrieron alteraciones.

La triple alianza de partidos opositores (PR-MLN-DC) respaldó el golpe en declaraciones de sus líderes, Mario Méndez Montenegro, Mario Sandoval Alarcón y Salvador Hernández Villalobos. El mismo apoyo manifestaron varias entidades empresariales, como la Cámara de Comercio, la Gremial de Exportadores de Café (ANACAFE) y la Asociación Nacional de Cañeros. 

Los militares gobernaron mediante una Carta Fundamental de Gobierno y decretos ley entre 1963 y 1966, mientras estaban suspendidas las garantías constitucionales. En efecto, el gobierno militar derogó la Constitución de 1956, disolvió el Congreso, canceló la personería jurídica del partido de Ydígoras y de su aliado, el MDN, y emitió el Decreto 9, Defensa de las Instituciones Democráticas. El Decreto 1 estableció que todos los delitos contra la seguridad del Estado serían juzgados por tribunales militares. Se penalizó con dos años de prisión la distribución de literatura comunista, cinco años por la fabricación de explosivos, diez años por pertenecer al partido comunista y quince años por terrorismo. Cualquier persona involucrada en un acto de terrorismo que tuviera como saldo muertos o heridos, sería ejecutada. La aplicación de este decreto fue bastante arbitraria y se utilizó para perseguir a quienes organizaban a los trabajadores o formaban parte de los sindicatos.

Por otro lado, el nuevo jefe de Estado inició una política de saneamiento económico contra la corrupción del régimen de Ydígoras. Como discurso oficial, el gobierno se hizo portador del proyecto desarrollista que preconizaban las agencias internacionales y del modelo de industrialización plasmado en la idea del Mercado Común Centroamericano. El gobierno además puso en marcha una política interventora y reguladora de las actividades económicas.

En abril el nuevo gobierno emitió la Carta de Trabajo, con similares garantías a las que reconocía la Constitución de 1956. Peralta Azurdia se refirió a la fijación de salarios mínimos y la obligación patronal de pagar el aguinaldo, así como el establecimiento del impuesto sobre la renta, que afectó a menos del 1% de la población. Guatemala era el último país en América Latina en aplicar este impuesto, pero tanto la AGA como el CACIF se opusieron a estas medidas.

4. El gobierno de Méndez Montenegro

Las elecciones del 6 de marzo de 1966 fueron ganadas por el candidato del PR Julio César Méndez Montenegro. Pero al no obtener mayoría absoluta, el Congreso tuvo que elegir al presidente en lo que se dio en llamar desde entonces, hasta que fue derogada la Constitución de 1965, elecciones secundarias. De ahí provino un signo de debilidad del nuevo gobierno.

Sin embargo la candidatura de Méndez Montenegro, un destacado abogado y profesor universitario, y el slogan promovido por el PR, de que haría el tercer gobierno de la revolución, levantó expectativas entre la población. En el seno de las FAR, que había adoptado un cese al fuego unilateral, esperando la realización de reformas profundas de corte democrático, se abrió el dilema de la vigencia de la lucha armada. 

De hecho en ese entonces se discutió por primera vez la viabilidad de una solución negociada al conflicto. Pero las redadas lanzadas por el Ejército desde cuatro días antes de las elecciones en contra de dirigentes de las organizaciones guerrilleras, anunciaban que Peralta Azurdia y los comandantes de las zonas militares habían decidido aplicar una salida militar al conflicto armado, lo que traería consecuencias trágicas para la sociedad en los siguientes años.

	El caso de los 28 

Las capturas, torturas y posteriores asesinatos de dirigentes y miembros del PGT, las FAR y el MR-13 de Noviembre, ocurridas los días 3, 4 y 5 de marzo de 1966, fueron el inicio de una escalada de violencia que marcaría la segunda mitad de los años 60. Aunque estas desapariciones forzadas entraron en la historia como el caso de los 28 (pues fue el número que manejó la guerrilla), en realidad no fueron menos de 32 las personas detenidas y ejecutadas extrajudicialmente; algunas nunca constaron en los listados de denuncias. 

Ningún recurso de exhibición personal dio resultado. Entre el 3 y 4 de mayo un comando de las FAR secuestró al Vicepresidente del Congreso, al Presidente de la Corte Suprema de Justicia y al Secretario de Información del gobierno, poniendo un ultimátum para la exhibición de los desaparecidos (no su liberación), señalando a la vez los lugares en los que supuestamente los mantenían: cárcel de la Guardia de Hacienda, cárcel de la Policía Nacional, algunos cuarteles militares y una prisión de la Policía Judicial.

Hasta antes de esta redada sólo las bases campesinas de la guerrilla en oriente habían sufrido una política de terror sistemático. En adelante, la dirigencia izquierdista padecería esta misma persecución. Por el contexto en que ocurría, el mensaje del Ejército era claro para los partidos políticos: la lucha contra la guerrilla es a muerte. Unas semanas atrás, el PGT y las FAR habían decidido apoyar a Méndez Montenegro. Después de las elecciones los contactos entre el presidente y las FAR continuaron, pero sin resultados. Para el PR el dilema era: negociar con las FAR o soportar la presión del Ejército y del Partido Institucional Democrático (PID). El mensaje para los recién electos gobernantes fue que si se inclinaban por la negociación no se les entregaría el poder.

A mediados de julio dos ex agentes aseguraron que los 28 habían sido asesinados hace mucho, unos por órdenes del coronel Rafael Arriaga Bosque (nombrado ministro de la Defensa por Méndez Montenegro). Torturados, posteriormente asesinados, los detenidos fueron llevados al aeropuerto de la capital en bolsas plásticas, de lo que se deduce que fueron tirados al océano Pacífico. El hecho causó gran indignación en la sociedad. 

Familiares de los 28 presentaron una acusación en contra de los ex-jefes de la Policía Judicial Alberto Barrios y José María Moreira, del ex-director de la Policía Nacional, Luis González Salaverría, del ex-director y ex-tercer jefe de la Guardia de Hacienda, el coronel Luis Coronado Urrutia y el capitán Justo Rodríguez. El gobierno, el Congreso, la Corte Suprema y el Ejército se comprometieron a investigar el crimen múltiple, pero éste quedó en la impunidad. 

Con fecha 28 de abril la Asamblea Constituyente, que estaba a punto de disolverse, decretó una extraña amnistía para todos los miembros del Ejército y de las policías del Estado... que, a partir del 3 de julio de 1954 hubieren realizado para reprimir o prevenir actividades subversivas de cualquier orden, actividades tendientes a atacar, vulnerar o destruir el sistema de gobierno en que se ha basado la vida institucional de la nación, y actividades conexas con las expresadas. El gobierno admitía haber realizado una labor represiva para defender el modelo de Estado creado en 1954.


El pacto con el Ejército
El 4 de mayo de 1966 Méndez Montenegro firmó un pacto con el Ejército, que no sólo resolvió el dilema del PR frente a la negociación con las FAR, sino que le dio autonomía a las fuerzas armadas para ejecutar un plan militar contra la guerrilla. Cuando el Congreso decidió la elección del nuevo gobernante, el pacto ya estaba firmado. 

Por medio del pacto el Ejército de Guatemala garantiza la entrega del Poder Público a los licenciados Julio César Méndez Montenegro y Clemente Marroquín Rojas... y garantiza igualmente la permanencia de dichas personas en el ejercicio de sus cargos durante el período constitucional. Las garantías a que se refiere esta cláusula quedan sujetas a que se observen las condiciones que se consignan en este documento. 

Las condiciones eran: 1. El cumplimiento estricto de los artículos 27, 49 (párrafo segundo) y 64 de la Constitución, que señalan que toda acción comunista y contra la actual democracia es punible. 2. La garantía de todos los bienes de los funcionarios civiles y militares del gobierno de Peralta Azurdia (la amnistía había excluido la protección de los bienes conseguidos irregularmente por acciones de vendetta política o contrainsurgentes). 3. La garantía de plena autonomía del Ejército. (Por ejemplo, la decisión de nombrar al ministro de la Defensa o al jefe del Estado Mayor del Ejército se hizo en base a propuestas del propio alto mando militar.)

Varios años después Méndez Montenegro aseguró su único compromiso fue aceptar que el nombramiento del mando del Ejército se hiciera en base a una lista elaborada por los militares (Vinegrad, 1988). Sin embargo, Clemente Marroquín escribía en La Hora pocas semanas después de la firma de los compromisos, cuando aún eran secretos: Hacemos la advertencia de que difícilmente el gobierno militar hará entrega del poder al PR y que posiblemente exigirá muchas condiciones, entre otras, no tocar al Ejército en su organización y desenvolvimiento. Esto es, que habrá un Estado militar dentro de un Estado civil (La Hora 15/4/66).

La firma del pacto marcó un hito en las relaciones civiles-militares. No era la primera vez que los militares aseguraban su autonomía antes de aceptar a un gobierno civil, ni sería la última. Pero el hecho de que el presidente civil firmara un pacto clandestino con el mando militar alentó la creación de un formidable poder oculto que daría su sello a los métodos de la política de seguridad nacional. Este fue el punto de partida del surgimiento de unas estructuras estatales clandestinas de terror político que acabarían volviendo ineficiente el sistema de justicia y la propia capacidad de arbitraje de los conflictos por parte del Estado.

La readecuación del Ejército
Mientras los métodos de represión aplicados durante el gobierno militar seguían siendo los tradicionales, notorios cambios en la estructura del Ejército se fueron ejecutando durante este nuevo período con la injerencia de los Estados Unidos. El número de efectivos militares se duplicó; se formaron unidades especiales de contrainsurgencia dentro del esquema regular; se creó la Policía Militar Ambulante especialmente para las áreas rurales; la Policía Nacional y el Ejército se integraron bajo una estructura militar de comando. Se organizó una red de comunicación moderna que se extendió a toda Centroaméricay se estableció la agencia presidencial de seguridad (Oficina Gubernamental de Telecomunicaciones) para coordinar los recursos del órgano de inteligencia militar y policial.

Después de 1963 la asistencia militar de los Estados Unidos sirvió principalmente para fortalecer las unidades especializadas en contrainsurgencia, que estaban concebidas como fuerzas auxiliares permanentes del ejército regular. La asistencia se canalizó a través del Programa de Asistencia Militar (MAP), cuya importancia creció después del levantamiento militar de 1960. Bajo el MAP se ejecutaron los planes de entrenamiento en contra de operaciones guerrilleras, tácticas de unidades pequeñas y control de rebeliones; se reemplazó el armamento y se mejoraron las comunicaciones y el transporte del Ejército guatemalteco. El entrenamiento se proporcionó a través de asesores, equipos ambulantes y en las escuelas en Panamá y los Estados Unidos.

El esfuerzo se concentró en cuatro brigadas: Mariscal Zavala y Guardia de Honor en la ciudad de Guatemala, Brigada general Manuel Lisandro Barillas en Quetzaltenango, y la Brigada Capitán General Rafael Carrera en Zacapa, donde estaba la plaza fuerte de la guerrilla.

Al final del período los principales cambios ocurridos en el Ejército eran en organización, y no tanto en equipo o entrenamiento. Al ejército regular se le sumaron 8,000 elementos, más 1,000 miembros de la PMA y 9,000 comisionados militares. La fuerza armada alcanzó la capacidad para estructurar un aparato de inteligencia y de control rural, dos elementos clave para desarrollar la guerra contrainsurgente. 

El Ejército no quería competencia y boicoteó los planes para fortalecer la Policía Nacional y su aparato de inteligencia, hasta que la asistencia estadounidense para los órganos civiles de seguridad comenzó a disminuir en importancia y éstos quedaron bajo control militar. El aparato de inteligencia presidencial mantuvo sus comunicaciones con la base estadounidense asentada en Panamá y con sus similares de Centroamérica. El Ejército intentó sacarlo de la Casa Presidencial para evitar que los gobernantes lo usaran para sus intereses políticos particulares, pero La Regional, ya bajo el dominio de los presidentes militares en los años 70, se mantuvo como brazo estratégico del Ejecutivo y llevó a cabo una campaña de terror político en coordinación con los otros aparatos de inteligencia militar.

Los paramilitares
La organización y actividades de fuerzas paramilitares marcaron la política de contrainsurgencia en los años 60. El factor decisivo de la derrota de la guerrilla fue el apoyo de los comisionados militares en las operaciones militares regulares. Los comisionados, definidos por el ministro de la Defensa del gobierno civil, Rafael Arriaga Bosque, como los ojos y oídos del Ejército, recibieron entrenamiento y armas, y se les encargó la seguridad local con el propósito de destruir la infraestructura guerrillera; además cumplieron un papel en la adquisición de inteligencia (informaban sobre la presencia insurgente, de organizadores políticos y extranjeros). Trabajaron también junto al Ejército en operaciones militares. De ser 300 en todo el país, los comisionados se multiplicaron por 30, aunque la densidad fue mayor en las áreas conflictivas del oriente. Ahora estaban, como una inmensa red de control poblacional, en todas las ciudades, pueblos, aldeas, caseríos y fincas.

El espacio de poder local para los comisionados se amplió. Con el decreto 283 del 27 de octubre de 1964 consiguieron el derecho de portar armas sin licencia, y a la vez se les dio ese derecho a los finqueros y sus administradores, equiparándolos a la categoría de agentes de y recibieron un sueldo. En 1965 se nombraron 9,000 comisionados (incluyendo finqueros, industriales, guardaespaldas y universitarios) en todo el país, aunque sólo en Jutiapa fueron activados 971 comisionados, es decir, uno por cada 50 hombres adultos en ese departamento. Los carnet que los comisionados recibieron les daba un poder ilimitado para detener e interrogar a sospechosos Y no tardaron en cometer abusos contra la población.

Además del sistema de comisionados, el Ejército extendió su capacidad operativa a través de grupos clandestinos que se denominaron escuadrones de la muerte y que actuaron tanto en la ciudad como en las zonas rurales. Mario Sandoval Alarcón, líder del MLN, afirma que esos grupos estaban apoyados desde el Cuartel General del Ejército, bajo el mando del coronel Rafael Arreaga Bosque, pero que había otros altos mandos comprometidos, como el coronel Manuel Sosa Ávila y el comandante de la base militar de Zacapa, coronel Carlos Arana Osorio. Los escuadrones eran militares que se hacían pasar por civiles, aunque hubo organizaciones que también actuaron en forma paralela al Ejército apoyados por el MLN, confirma el influyente liberacionista. Entre las primeras estaba la Mano Blanca, dirigida desde el Cuartel General, y entre las segundas la Nueva Organización Anticomunista (NOA), que recibía lineamientos del MLN a través de su líder Raúl Lorenzana, mientras otros sectores civiles (finqueros conservadores) organizaron los recursos para el financiamiento y logística del grupo. Además, cada cuerpo policial formó su propio escuadrón de la muerte.

Las actividades de los escuadrones ampliaron el margen político de acción del Ejército frente a la guerrilla, pues a la vez que le propiciaban golpes clandestinamente a las organizaciones insurgentes y su dirigencia, nutrían su capacidad de inteligencia y gozaban de mayor libertad y legimitidad para avanzar sus posiciones estratégicas. El ministro de Gobernación, Héctor Mansilla Pinto, insistió que la violencia que se vivía en esos años era producto de luchas intestinas entre las extremas.
La política del terror ya no dejó espacios para los recursos legales. La exhibición personal, muchas veces la medida para salvar la vida de los detenidos o secuestrados, dejó de funcionar. El sistema penal, o sea el derecho estatal de sancionar, quedó postrado ante un sistema penal subterráneo cuyo fundamento fue la impunidad garantizada desde los poderes públicos. Una escalada irrefrenable de terror había empezado en Guatemala.

Es difícil determinar el número de víctimas. Studentische Zeitung habló de 20,000 muertos hasta 1973; otras fuentes estiman que 8,000 personas murieron entre 1966 y 1968 (Jonas, 1991). El Comité de Defensa de los Derechos Humanos, en un informe presentado en 1968 a la Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas, detalló los nombres y circunstancias de la muerte de 719 personas y el secuestro de otras 252, violaciones que ocurrieron entre julio de 1966 y octubre de 1968 como resultado de las acciones de los escuadrones.

La escalada de violencia
Entre el 1 de julio y octubre de 1966, o sea en los primeros cien días del gobierno de Méndez Montenegro el clima político se mantuvo en un impasse. Parecía que el gobierno civil se abría hacia una posición más tolerante. Las FAR, entre tanto, no atacaron cuarteles ni tropas militares, sólo llevó a cabo acciones de propaganda armada a través de la ocupación de comunidades. La guerrilla parecía relajarse.

Pero las presiones no tardaron en llegar. En julio se había decretado una amnistía para favorecer a los guerrilleros, con vigencia desde 1960. El presidente hizo llamados a los insurgentes para que se incorporaran a la vida civil, o de lo contrario serían aplastados. El PR apoyó esa línea.La guerrilla declaró a través de sus máximos dirigentes, Bernardo Alvarado Monzón (PGT) y Luis Turcios Lima (FAR) un cese al fuego unilateral, que lo mantendrían si el gobierno civil desplazaba a los liberacionistas de posiciones de poder y controlaba al Ejército. El coronel Arriaga Bosque dijo que el Ejército se mantenía vigilante y era respetuoso de la Constitución. En apariencia nada se movía, pero el 2 de octubre Turcios Lima murió en un misterioso accidente de tránsito y al día siguiente el Ejército lanzó la ofensiva en oriente. 

Una estructura guerrillera que comprendía a unos 300 combatientes y cerca de 5,000 bases de apoyo quedó desarticulada entre octubre de 1966 y agosto de 1967 (Figueroa, 1996). En marzo de 1967 el poeta Otto René Castillo y Nora Paiz fueron capturados exhaustos tras una larga caminata, torturados y asesinados. En las afuera de Río Hondo, Zacapa, cien hombres fueron asesinados, donde aún permanece un cementerio clandestino.

El ocaso de la guerrilla
La muerte de Turcios fue decisiva para las FAR. El 10 de octubre se anunció la decisión de la Comisión Política del PGT de nombrar a César Montes como comandante de las FAR, y éste tuvo salir de la montaña a la ciudad, dejando a Camilo Sánchez encargado del FGEI. Sánchez y Pablo Monsanto decidieron la toma de San Agustín Acasaguastlán, que fue muy publicitado por la prensa. Pero ya la ofensiva del Ejército había dado inicio el 3 de octubre, al día siguiente de la desaparición de Turcios. 

Después de la toma del poblado los guerrilleros perdieron contacto, se quedaron divididos en pequeñas patrullas y se dispersaron. El primer grupo que cayó en la ofensiva del Ejército estaba comandado por La Chancha. Simbólicamente el Ejército recuperó la Browning 30 que la guerrilla había capturado en el operativo de Sunzapote. Las operaciones militares se incrementaron en Zacapa, Chiquimula y Puerto Barrios. Entre octubre de 1966 y mayo de 1967 el FGEI fue aniquilado. En marzo fue asesinado un carismático líder estudiantil y miembro de las FAR, Mario Botzoc, y en abril el jefe de la resistencia urbana, Arnaldo Vásquez Rivera.

Camilo Sánchez le encargó a Carlos López que llevara a quince guerrilleros a la Sierra de Las Minas, pero éstos no lograron contactarlos. Entonces se desmovilizaron, pero en la retirada la mayoría fueron capturados. Al conocer la decisión, Montes pidió cuentas a Sánchez. Una división de hecho venía ocurriendo en la guerrilla.

En Cuba permanecía un grupo de unos 100 guerrilleros (aunque el núcleo principal era de unos 40) recibiendo entrenamiento militar. Este grupo intentó, sin éxito, retener a Turcios. Un plan de alcance continental se fraguaba en Cuba en el que Ricardo Ramírez, el hombre de confianza de Fidel Castro, estaba inserto. El plan consistía en crear tres focos de conflicto en América Latina (Bolivia, Venezuela y Guatemala) para generar una crisis militar semejante a la de Vietnam.

Pero muy pronto el plan de incendio de las Américas comenzó a naufragar. En octubre el Ché Guevara moría en la selva boliviana; el desembarco de la guerrilla venezolana fue detectado y el patrullaje constante de la marina estadounidense sobre el Caribe contuvo los planes de movilización del grupo de insurgentes guatemaltecos que permanecía en Cuba. Pero ya para ese momento para los cubanos era claro que las FAR se habían derrumbado.

La ofensiva del Ejército siguió a la guerrilla en la capital, donde se emplearon profusamente los escuadrones de la muerte. El PGT se reagrupó y decidió no ir al enfrentamiento. Sin embargo, en enero de 1968 Rogelia Cruz fue capturada, y su cuerpo violado y torturado apareció en la costa sur. Leonardo Castillo Johnson, su compañero, destacado jefe militar del PGT, reaccionó enfurecido y desató una ola de acciones militares en la capital que tuvieron como secuela, en pocas horas, la muerte de un grupo de asesores militares estadounidenses; el atentado contra el liberacionista Manuel Villacorta Vielman; la muerte de Alfonso Alejos y un ataque con granadas contra el Cuartel General. Esta cadena de acciones concluyó con la muerte de Castillo Johnson en la calle Martí, cuando intentaba escapar de una feroz persecución policiaca. A finales de ese mes fue capturado otro miembro del Comité Central del PGT, el dirigente magisterial Rafael Tishler. Luego aparecieron seis cadáveres en una supuesta casa de seguridad.

Camilo Sánchez, reducido a la capital, mantuvo una actividad militar constante. Pero una madrugada de agosto de 1968, en la zona 11, fue capturado. En un intento por rescatarlo, un comando guerrillero quiso secuestrar al embajador de los Estados Unidos, Gordon Mein, pero en el operativo mataron al diplomático. Las FAR siguieron con el plan de Camilo de concentrarse en Petén y en enero de 1969 lanzaron la consigna todo para el frente. Durante febrero, marzo y abril, 24 escogidos guerrilleros de las FAR buscaron la constitución de su zona de operaciones, pero subestimaron el terreno y se perdieron.

En la capital nuevas promociones de guerrilleros, salidos de los centros educativos de secundaria (Aqueche, Normal y Central), mantenían las estructuras de las FAR. En 1970 se levantó de nuevo el dilema electoral para la guerrilla. El PGT llamó a votar nulo o no votar. Las FAR en cambio decidieron convocar el voto popular en favor del general Carlos Arana Osorio, el comandante militar que le había provocado la derrota a la guerrilla en el oriente, para exacerbar las contradicciones en la sociedad y acelerar el paso de la lucha armada.

En febrero de 1970 Monsanto y Percy Jacobs secuestraron al canciller Alberto Fuentes Mohr y lograron la liberación de su compañero Vicente Girón Calvillo, capturado por las fuerzas de seguridad. A los quince días, las FAR secuestraron a Holly, asesor laboral de la embajada de los Estados Unidos, y pidieron la liberación de otros dos militantes. Dos semanas después fue secuestrado el embajador alemán Karl Von Spretti y la guerrilla buscó canjearlo por otros quince detenidos. Pero esta vez el gobierno endureció su postura. Afirmó que los detenidos no estaban en su poder, en tanto las fuerzas de seguridad desplegaron un plan de seguridad para el cuerpo diplomático y así impidieron que la guerrilla consumara su próximo paso: el secuestro del embajador de Israel. En abril las FAR negociaron con el gobierno de Alemania un rescate para la liberación del diplomático, pero antes de la entrega de los US$700,000 acordados, Von Spretti apareció sorpresivamente asesinado.

No tardó en desatarse fuertes contradicciones en el seno de las FAR. Entre julio y agosto ocurrió una fractura importante. Percy Jacobs (responsable del secuestro de Gordon Mein), Sustos y Arévalo Bocaletti rompieron con Pablo Monsanto, a quien responsabilizaron por el fracaso de la implantación guerrillera en Petén. Monsanto aseguró que el fondo de la riña era el control del dinero. Los disidentes salieron hacia El Salvador y después se asentaron en México. Ahí trataron de establecerse pero fueron detectados por los cuerpos de seguridad. Los tres ex-guerrilleros aparecieron ejecutados en San Marcos. Landa Castañeda, ex-miembro de las FAR implicado en el asesinato de Von Spretti, fue también asesinado en El Salvador.

El 1 de julio de 1970 Arana asumió la presidencia y en enero de 1971 desató una fuerte ola de terror. Decretó un estado de sitio, cerró las vías de acceso de la ciudad y llevó a cabo un cateo casa por casa. En esos días fue asesinado el dirigente político Adolfo Mijangos López, y Alfonso Bauer Paiz sufrió un atentado. El PGT, que estaba reconstruyendo su JPT, sufrió duros golpes. El Ejército desató una cacería contra el cerebro de los comunistas que supuestamente había elaborado un plan militar. Quince militantes fueron capturados hasta que las fuerzas de seguridad llegaron a su objetivo: Marco Antonio Leoni, un joven militante, responsable militar del PGT, quien fue capturado en la 18 calle de la zona 1.

Las FAR pasaron a la defensiva en la ciudad, aunque todavía realizaban algunas acciones punitivas, como el asesinato del periodista Isidoro Zarco, de Prensa Libre. El grupo de Cuba rompió sus contactos con ellos desde 1969 y decidió formar otra organización. El MR-13 agonizaba tras la sangría de cuadros sufrida en los últimos años. En esas condiciones Yon Sosa intentó levantar sus estructuras. Junto con El Indio Hernández y el Coche Vides realizaron un par de acciones militares de poca trascendencia en la ciudad. Posteriormente intentó contactar al grupo de Cuba que estaba llegando a Chiapas, pero fue capturado junto con Socorro Sical por el Ejército mexicano. A pesar de que Yon Sosa se identificó con su rango militar y entregó su arma y dinero, a quien con el tiempo llegaría a ser el general Casillas, la vida no le fue perdonada. Con la muerte de Yon Sosa terminó el MR-13. Hacia 1973 ya han sido asesinados sus últimos dirigentes, Luis Molina Loza (1971) y Thelma Gracioso (1973).

A pesar de el clima de persecución política el movimiento popular se reactivó en medio del estado de sitio. Eso animó al PGT a realizar un reajuste táctico, un viraje que trataba de poner más atención a los grupos sociales y relegaba los planes militares. Pero el 28 de septiembre de 1972 la policía capturó en una casa de reuniones a seis miembros de la dirección histórica de ese partido: Bernardo Alvarado Monzón, Carlos Alvarado Jerez, Mario Silva Jonama, Carlos René Valle y Valle, Carlos Hernández y Hugo Barrios Klee. Con ellos también fue detenida Fantina Hernández, encargada de la vivienda. De ese golpe el PGT ya no se recuperaría. En diciembre de 1974 fue asesinado el nuevo secretario, Huberto Alvarado. Así se cerró el ciclo de la guerra de los años 60.

5. La Iglesia Católica

En los años 60 la Iglesia católica estaba absorbida por su propio crecimiento. Pero a la vez aparecían señales de un cambio que tendría un profundo impacto en esta década. En 1959 el Papa Juan XXIII había anunciado un concilio ecuménico, que se celebró en cuatro sesiones entre 1962 y 1965, que fue concluido por el Papa Pablo VI. El Concilio Vaticano II fue pastoral, es decir, se preocupó más por los contenidos y métodos del mensaje evangélico en el mundo contemporáneo. Fue novedosa la vuelta y recuperación de la sagrada Escritura, como fuente de la reflexión teológica; y la definición de la Iglesia como pueblo de Dios. La Iglesia se reconciliaba con el mundo de la modernidad europeo.

Cuando la Iglesia latinoamericana, en Medellín (1968) hizo su lectura del Concilio acudió sistemáticamente a las ciencias sociales para disponer de una explicación racional de las causas estructurales de la pobreza y subrayó el acompañamiento con los pobres, la renovación del sentido comunitario de las iglesias locales, la implementación de una pastoral de conjunto y el impulso de la lucha por la justicia y la paz. Ahora bien en Guatemala,

los planteamientos teóricos de la Teología de la Liberación eran desconocidos para muchos de los agentes de pastoral, formados en contextos eclesiales anticomunistas y teológicos pre-conciliares, y ya después con grandes dificultades para emprender de forma sistemática nuevos estudios teológicos a causa de la sobrecarga de sus trabajos pastorales. Será la realidad, la experiencia y práctica de la fe de los pobres la fuente en la que beben su espiritualidad y compromiso los agentes de pastoral... (Aunque) los documentos de Medellín son la referencia de estos agentes y la fuente inspiradora de su actuación. (REMHI, Presencia y Acción de la Iglesia en el Conflicto Armado, Versión 1.1, 1997. Mimeo.)

Dos temas preocupaban especialmente a los obispos en esos años, según se desprende de sus cartas conjuntas: el régimen de propiedad de la tierra y la violencia política, que se tornó más aguda durante el régimen de Méndez Montenegro. El primer pronunciamiento de la Conferencia Episcopal de Guatemala (CEG), que había sido creada en 1964, sobre la violencia, fue un mensaje del 9 de mayo de 1967 en el que aún no hubo alusión de responsabilidades:

Continuó la afluencia de clero extranjero iniciada en la década anterior y la descentralización de la Iglesia con la creación de varias diócesis. El número de sacerdotes creció de 346 en 1959 a 608 en 1970. Los Padres Maryknoll fueron a trabajar a Huehuetenango; los Misioneros del Sagrado Corazón se centraron en El Quiché; los Misioneros del Inmaculado Corazón de María en Escuintla; los Dominicos se ubicaron en Las Verapaces; los Franciscanos, los Carmelitas, los Capuchinos, los Jesuitas y el Instituto Español de Misiones Extranjeras (IEME) cubrieron otras áreas y actividades en el país. Diferentes comunidades religiosas femeninas iniciaron también diversas actividades misioneras en muchas parroquias. Ya en junio de 1961 se había fundado la Conferencia de Religiosos de Guatemala (CONFREGUA) que tuvo un apreciable impacto en el desarrollo de la Iglesia en las siguientes tres décadas.

En el clero se manifestaron tres corrientes: la sacramentalista, la que se centró en los movimientos y la desarrollista. La sacramentalista entendía la práctica pastoral privilegiando la administración de sacramentos; la centrada en los movimientos se basaba en las actividades de apostolado seglar, especialmente los Cursillos de Cristiandad y el Movimiento Familiar Cristiano. La corriente desarrollista buscaba salidas a las necesidades inmediatas de la gente a través del cooperativismo, las ligas campesinas, los comités pro-mejoramiento, la construcción de escuelas e infraestructura básica. A veces daban ayuda asistencial temporal a través de Cáritas y Catholic Relief Services. 

En muchos pueblos y aldeas los miembros de la Acción Católica Rural fueron quienes respondieron a la oferta de la pastoral desarrollista. Eran campesinos que con frecuencia alcanzaron un nivel económico y social ligeramente superior al de la mayoría de la población, y practicaron la revolución verde, a través de la utilización del abono químico, o bien eran comerciantes que se dirigían a los campesinos con mayor fuerza adquisitiva. La Democracia Cristiana (DC), partido creado por católicos cercanos a Rossell en 1956, llevó la bandera desarrollista influyendo sobre cooperativas, ligas campesinas y Acción Católica, y las politizó. Por oposición, las cofradías optaron por el MLN y el PID. Pero ya en esos años los Padres Melville, sacerdotes de la Sociedad de los Maryknoll, que habían llegado al país en 1957, y trabajaban en la formación de grupos de jóvenes, decidieron apoyar la lucha armada.

Desde 1965 los jesuitas y los Maryknoll organizaron cursillos de capacitación social en las áreas rurales, en los que participaban estudiantes avanzados, junto con sacerdotes y religiosas. A raíz de esos cursillo es que nace el Cráter.

Estos son los tiempos de la Alianza para el Progreso, que impulsaba el gobierno de los Estados Unidos, también de los grandes proyectos de ampliación de la frontera agrícola en el norte de Huehuetenango y El Quiché (Ixcán y la Zona Reina) y del auge cooperativista e introducción de nuevos cultivos en El Quiché, Huehuetenango, San Marcos, Sololá y Petén. La colonización del Ixcán Grande fue entregada por el Instituto Nacional de Transformación Agraria (INTA) a los Maryknoll, que recibió un gran impulso con el trabajo del Padre Guillermo Woods.

A la par de los proyectos agrícolas se impulsaron otras acciones de promoción en salud y educación con participación de religiosas. Surgieron las escuelas radiofónicas con el fin de promover la alfabetización apoyadas desde emisoras de la Iglesia: radio Chortí en Jocotán, radio Mam en Cabricán, radio Nahualá, radio Atitlán en Santiago Atitlán, radio Colomba, radio Quiché y posteriormente radio Tezulutlán en Cobán. En el área de salud muchas parroquias crearon dispensarios, mientras grupos de religiosas trabajaban a través de los promotores de salud rural. La Asociación de Servicios Comunitarios de Salud (ASECSA) nació en esos años como expresión de los esfuerzos de comunidades de religiosas y sacerdotes.

A finales de esta década la Iglesia aparecía en el mapa nacional comprometida en el desarrollo social de los campesinos y las poblaciones marginales.

CAPÍTULO TERCERO
LOS GOBIERNOS MILITARES DE LOS AÑOS 70
1. El Proyecto Militar

A partir de la gestión del general Carlos Arana Osorio (1970-74) la fuerza armada se instaló en el gobierno con un proyecto de desarrollo a mediano plazo, por lo que tuvo que recurrir al fraude electoral para mantener la programación de las inversiones, dada la debilidad interna de las alianzas políticas que representaban intereses económicos contrapuestos.

Así se abrió un nuevo ciclo de crecimiento económico que, al igual que al comienzo de los años 60, amplió las oportunidades para los grupos empresariales. Al mismo tiempo, para mitigar las tensiones sociales, los militares permitieron un cierto dinamismo del movimiento popular, especialmente en el período 1974-78, que rápidamente, ante la imposibilidad de conseguir reformas reales por los cauces establecidos, se aproximó a un nuevo movimiento insurgente, llegando a cuestionar al sistema y aspirando, después del triunfo de la Revolución Sandinista (1979), a lograr su transformación por medios insurreccionales.

El sector industrial, que siguió disfrutando de las ventajas proteccionistas creadas en el marco del Mercado Común Centroamericano (MCCA), a pesar de que ya funcionaba de hecho como socio minoritario de grupos transnacionales, fue acentuando su intolerancia frente al movimiento sindical.

Las nuevas oportunidades que ofrecía el mercado internacional para los productos de exportación, el aumento de la productividad estimulada por la introducción y rápida generalización en los años 60 de los fertilizantes, y el avance de la frontera agrícola con los programas de colonización, hizo subir el valor de las tierras consideradas anteriormente como marginales, cultivadas por comunidades indígenas. Grandes empresarios agrícolas o militares convertidos en empresarios iniciaron un despojo sistemático de tierras comunales y serían seguidos por innumerables pequeños y medianos empresarios (especialmente ladinos del oriente o clase media de los núcleos urbanos del interior) que intentaron apoderarse de unas tierras que habían adquirido un nuevo valor.

2. El gobierno de Arana

El general Arana formó un gobierno de coalición con el Movimiento de Liberación Nacional (MLN) y el Partido Institucional Democrático (PID), a pesar de que entre ambos partidos existían fuertes diferencias en la forma de conducir la política económica. Pero ambos coincidían en la necesidad de apoyar a un gobierno fuerte, presidido por un militar, que pusiera punto final a las actividades de la guerrilla.

Esta alianza de las dos corrientes dentro del sector empresarial duró, sin embargo, poco. Aunque en las elecciones municipales de 1972 la coalición MLN-PID logró el 74% de las alcaldías, en 1973 Arana se distanció del MLN y procedió a eliminar a los principales dirigentes de la Mano Blanca, considerado el escuadrón de la muerte de los emelenistas (Handy, 1984). A pesar de ello la alianza se renovó en las elecciones de 1974.

Terror político
La violencia política tenía como objetivo destruir la infraestructura guerrillera en la capital, donde particularmente las FAR realizaron en 1970 y 1971 acciones muy notorias. Pero también en los centros urbanos del interior se vivió el clima de terror.

La represión selectiva cobró gran cantidad de víctimas. El 14 de enero de 1971 fue asesinado Adolfo Mijangos López, diputado demócrata cristiano. El 20 de enero fue muerto el líder campesino Tereso de Jesús Oliva. También en ese mes perdió la vida el catedrático de la Universidad de San Carlos, Julio Camey Herrera y fue ametrallado el abogado Alfonso Bauer Paiz. Mijangos, Camey y Bauer formaban parte de una comisión investigadora del contrato del Estado con la empresa EXMIBAL. En septiembre fue capturada la Comisión Política del PGT. En octubre fue asesinado el líder estudiantil Manuel Cordero Quezada, lo que motivó una gran campaña de denuncia del Frente Contra la Violencia. Muchos de estos crímenes fueron atribuidos a los escuadrones MANO, Ojo por Ojo y NOA. En mayo de 1973 se produjo una ocupación de tierras por las comunidades indígenas de Sansirisay, El Progreso, que fue sangrientamente sofocada por Efraín Ríos Montt.

Alianzas de poder
Para poder crear un grupo económico de poder dentro del empresariado, el general Arana se alió a través de exiliados cubanos con grupos emergentes del sur de los Estados Unidos, protegidos del presidente Nixon. También estrechó intereses con el grupo Somoza de Nicaragua, y varias familias que habían perdido su tradicional poder financiero se unieron al plan aranista. Finalmente, numerosos mandos y oficiales del Ejército recibieron tierras que se estaban colonizando en Petén a través del FYDEP.

El surgimiento de esta alianza provocó choques con otros grupos empresariales, como el que encabezaba la familia Castillo y la familia Novella. Estas desaveniencias se reflejaron en la entente MLN-PID, el primero más cercano a los intereses tradicionales de las familias de empresarios, y el segundo identificado con el proyecto militar. Los antiguos hacendados se oponían al protagonismo económico de los generales, y también dentro de la cúpula militar surgieron discrepancias que se reflejaron en los partidos. Los Skinner Klee y los García Granados se aliaron a los militares en negocios de extracción de níquel, petróleo y en asuntos financieros a través del Banco Santander. En 1971 el empresario Manuel Ayau fundó la Universidad Francisco Marroquín para formar a las nuevas elites y disminuir la influencia intervencionista del Instituto Centroamericano de Administración de Empresas (INCAE), financiado por AID.

En 1973 los sectores agrícolas descontentos con el poder de la Asociación General de Agricultores (AGA), formaron la Cámara del Agro, con la intención de aglutinar a las numerosas asociaciones que estaban surgiendo en todo el país. Nuevos sectores como los avicultores y los cardamomeros crearon sus propias asociaciones. Al final del período surgieron desaveniencias entre distintos grupos económicos (productores de carne y leche, algodón y textiles, trigo y pan, cañeros y ganaderos) que buscaban resolver sus disputas de mercado acudiendo a la intervención del Estado.

Los diferentes intereses económicos enfrentados terminaron por dividir el bloque político que Arana había logrado construir y debilitaron la base para su sucesor, el general Kjell Laugerud García.

3. El gobierno de Laugerud

El 5 de marzo de 1974 se realizaron las elecciones y en votación de segundo grado el Congreso eligió presidente al ex-ministro de la Defensa de Arana, el general Kjell Laugerud. La oposición encabezada por la Democracia Cristiana (DC), que había promovido en una amplia alianza que incluyó a socialdemócratas y comunistas, la candidatura del general Ríos Montt, denunció un fraude electoral. La coalición MLN-PID se mantenía con fragilidad después de que Arana impuso la candidatura de Laugerud y el MLN envió a su líder, Mario Sandoval, para ocupar la vicepresidencia. Pero un año después esa coalición se rompió al no encontrar un acuerdo para el control del Congreso.

En febrero de 1976, cuando Guatemala sufrió el terremoto, volvió a surgir la lucha entre el MLN y el PID, esta vez por el control del Comité de Reconstrucción Nacional (CRN). De todos modos en el período posterremoto se produjo un importante crecimiento económico que, manejado por el Estado, favoreció especialmente a los políticos y empresarios del PID y del aranismo, y excluyó al MLN. Pero los proyectos de inversión de mediano plazo exigían continuidad de los grupos políticos en el poder, más allá de los períodos electorales. Surgió entonces una nueva alianza PID-PR-aranistas para las elecciones de 1978 que presentó como candidatos al general Romeo Lucas, ministro de la Defensa de Laugerud y ejecutivo de la Franja Transversal del Norte (FTN), y a Francisco Villagrán Kramer, un abogado internacionalista miembro del Partido Revolucionario.

Luchas populares
Los problemas derivados de la posesión de la tierra dieron contexto al surgimiento del Comité de Unidad Campesina (CUC), que publicó su primer comunicado en El Gráfico el 19 de noviembre de 1978. Ya en la marcha del 1 de mayo de 1977 había participado por primera vez un grupo de indígenas del altiplano y de la costa sur organizado secretamente. La participación se repitió en la marcha conmemorativa del 20 de octubre y fue preparativa de la gran marcha de apoyo a los mineros de Ixtahuacán en noviembre (Arias, 1985).

También el movimiento sindical y popular urbano adquirió un fuerte impulso en el período 1976-78. Durante el gobierno de Laugerud se registraron 119 huelgas y paros en los que se involucraron más de 100,000 obreros y originaron más de un millón de días no trabajados. Desde luchas espontáneas acompañadas de enfrentamientos con las fuerzas de seguridad, hasta movilizaciones masivas de impacto nacional.

Para 1976 ya estaba funcionando el Comité Nacional de Unidad Sindical (CNUS) que propuso la unidad de acción con los pobladores y estudiantes. En marzo de 1977 se produjo la ruptura de la CNT con la CLAT, hecho que tendría un importante peso en la radicalización de esa central sindical; en abril se creó el Frente Organizado de Sindicatos de Amatitlán (FOSA), y en diciembre se formó el Comité de Emergencia de Trabajadores del Estado (CETE).

El año 1978 representó el mayor repunte de las luchas sindicales. En diversas empresas los trabajadores lograron mejoras salariales. Simultáneamente diversos sectores de los empleados públicos fueron añadiendo sus demandas, y sus luchas en el movimiento fueron adquiriendo progresivamente mayor convergencia y unidad, incorporando a sectores religiosos, estudiantiles y de pobladores. En la protesta por la masacre de Panzós, ocurrida el 29 de mayo, se movilizaron más de 100,000 personas.

4. Otras tendencias del período 

Intolerancia de grupos empresariales
A pesar de que se estaba desarrollando un nuevo ciclo de auge económico (con tasas de crecimiento del PIB superiores al 7% en 1977 y 1978), los grupos empresariales no impulsaron mecanismos de concertación que pudieran calmar las expectativas que esta situación creaba en los trabajadores. Los algodoneros y los nuevos empresarios que se vincularon con los negocios del gobierno fueron el grupo que más prosperó, aunque el sector industrial siguió disfrutando las ventajas proteccionistas creadas en el marco del MCCA. Estos nuevos grupos empresariales manifestaron una acentuada intolerancia frente a las reivindicaciones de los trabajadores, lo cual al final del período terminaría conduciendo a una parte de los empresarios a alianzas con el Ejército para destruir violentamente a las dirigencias y organizaciones laborales.

Los nuevos despojos de tierras
La revaloración de las tierras generó un nuevo ciclo de despojo (similar, aunque de menor intensidad, al ocurrido con la Reforma Liberal) que se tradujo desde la mitad del decenio en un aumento inusitado de la violencia contra las comunidades campesinas, superior incluso al ciclo de violencia contra los beneficiados por la reforma agraria. Detrás de muchos de los hechos de violencia de 1980-82, estuvo actuando este ciclo de despojo de las tierras campesinas.

El deterioro del sistema electoral
El Ejército tuvo que recurrir al fraude electoral para mantener la programación de las inversiones, dada la debilidad interna de las alianzas políticas, que representaban intereses económicos empresariales contrapuestos. De esta manera, desde 1970, con la elección del general Carlos Arana, se fue repitiendo un mismo esquema de sucesión del poder, mediante el cual el ministro de la Defensa pasaba a convertirse en candidato presidencial con el triunfo garantizado. Todo ello manteniendo la formalidad electoral establecida en la Constitución de 1965. 

Irrupción del movimiento indígena 

El terremoto fue una verdadera prueba de fuego para las comunidades y los centros regionales indígenas, ya que de la noche a la mañana se vieron efectivamente obligados a ejercer todas las responsabilidades políticas y sociales, así como a solucionar las inmensas necesidades surgidas a raíz de la catástrofe, con un mínimo de recursos e incomunicados con la cabecera departamental y la capital, en algunos casos, por varias semanas. 

A diferencia de los viejos líderes nombrados por los poderes políticos externos, los nuevos líderes eran elegidos por su comunidad, con funciones específicas. El gobierno central desbordado por la magnitud del desastre toleró el hecho de que las comunidades tomaran la iniciativa y se constituyeran prácticamente en poderes locales, negociando directamente con las agencias internacionales la ayuda que recibirían del exterior.

Desarrollo de la nueva guerrilla 

Ya para 1976 la lucha guerrillera había logrado rearticularse en varias zonas del país. La Organización del Pueblo en Armas (ORPA) estaba culminando en el altiplano de San Marcos su etapa de preparación para la guerra; las Fuerzas Armadas Rebeldes (FAR) iniciaban un debate interno que les llevaría a adoptar la política de frentes guerrilleros. Un tercer grupo, el Ejército Guerrillero de los Pobres (EGP), extendía un nuevo tipo de acción guerrillera, en tanto que el Ejército oficial le lanzaba la primera operación contrainsurgente en el norte de El Quiché. Al comienzo del mandato de Lucas destacaba especialmente la actividad del EGP.

Desarrollo de la contrainsurgencia 

Durante los años 70 el Ejército fue adecuando y perfilando una estrategia contrainsurgente que incorporó las experiencias de más de diez años de lucha antiguerrillera. La Acción Cívica se elevó a nivel de Estado Mayor; la inteligencia y contrainteligencia se desarrolló con una proyección de mediano plazo, aunque con aparatos que fueron controlados, al igual que en la época de las dictaduras liberales, desde la Presidencia. La base del trabajo de inteligencia fue concebir que la lucha contrainsurgente iba a ser cíclica en la historia de Guatemala. Por tanto, intentaba golpear a las organizaciones en su etapa de surgimiento o recomposición, sin apresurarse, buscando ante todo acumular información.

Además, se introdujeron varias innovaciones tácticas que serían empleadas a fondo en las campañas contraguerrilleras de 1980-81. El Ejército adoptó el Galil israelita como mejor arma de combate antiguerrillera en la montaña y se dotó de helicópteros Bell, aviones Pilatus adaptados para combate, y aviones de abastecimiento israelitas Aravá. Todo ello con asesoramiento internacional que ya no provino directamente de los Estados Unidos, sino que de Israel, Taiwan y Argentina.

5. La época de Lucas

El general Romeo Lucas García fue elegido en unos comicios señalados de fraudulentos en los que participó únicamente el 15% del electorado. Su gobierno representó la agudización de las contradicciones que se venían gestando durante los años 70, desde el general Carlos Arana.

Las tendencias del período le imprimieron al gobierno del general Lucas una dinámica de extrema violencia y exacerbación de las contradicciones políticas. En 1979 se registraron 1,371 casos de asesinatos y secuestros políticos; en 1980 hubo 2,264 casos, y en 1981 se llegó a los 3,426 casos (Figueroa, 1991). Fue como el estallido de una serie de perversiones políticas que habían venido madurando en los períodos anteriores. En la memoria del pueblo guatemalteco estos años perduran como una de las etapas más negras de su historia: la época de Lucas. Como secuencia trágica, el país entró en una espiral de violencia que marcaría la siguiente década.

Crímenes en el claro
El presidente Lucas asumió el gobierno en julio de 1978. Entre ese mes y octubre siguiente el espacio político que se había abierto en el régimen anterior se fue cerrando rápidamente. Como secuela de las jornadas populares de octubre de ese año contra el aumento de la tarifa del transporte urbano, comenzaron los primeros atentados y circularon listas de condenados a muerte, marcando el inicio de una nueva ola de represión. En los seis últimos meses de 1978 fueron encontrados 500 cadáveres, de los cuales 200 presentaban señales de tortura (Amnistía, 1980). 

Esta tercera ola de terror (que se inició en 1978), tiene dos momentos. El primero, que duró aproximadamente hasta 1980, estuvo enfilado hacia la destrucción del movimiento popular y, por tanto, se dirigió a la aniquilación sindicatos, movimientos de pobladores, asociaciones estudiantiles de secundaria y universitarias. El terrorismo fue una respuesta tajante a las luchas abiertas y legales, las cuales llegaron a su clímax en las jornadas de octubre de 1978, y destruyó el avance popular observado en los años 70 (Figueroa, 1991).

Probablemente la decisión de recurrir nuevamente al terror estatal se confirmó durante las jornadas contra el aumento del transporte público en octubre de 1978. Pero también se produjeron crímenes que venían arrastrados de la violencia desatada en los últimos meses del gobierno anterior. Así se puede citar el asesinato, el 30 de junio, a pocas horas de la toma de posesión de Lucas García, del padre Hermógenes López, párroco de San José Pinula, considerado como el inicio de la escalada de crímenes contra la Iglesia católica. O el asesinato, el 29 de junio, de José Alberto Alvarado, líder de la CNT, preludio de la campaña que se avecinaba sobre la dirigencia del movimiento sindical. En el campo, la represión estuvo muy vinculada con los desalojos de tierras y con las operaciones contrainsurgentes del Ejército. 

Las protestas contra el aumento del transporte público fueron reprimidas con el saldo de 1,500 capturados, 300 heridos y 40 muertos. La violencia tuvo en 1978 como ejemplos más representativos los asesinatos de Oliverio Castañeda de León, secretario general de la AEU, realizado al medio día del 20 de octubre en pleno centro de la capital; de los abogados Santiago López Aguilar, Jesús Marroquín y del dirigente sindical de la Coca-Cola, Pedro Quevedo. La ola de violencia política fue creciendo a lo largo de 1979. Los dos dirigentes más destacados de la oposición socialdemócrata cayeron abatidos. El 25 de enero fue asesinado Alberto Fuentes Mohr, dirigente del PSD, y el 22 de marzo, Manuel Colom Argueta, líder del FUR, ambos en zonas céntricas de la capital, a plena luz del día y con un notable despliegue operativo, que incluyó hasta helicópteros.

La ola de represión se prolongó durante 1980 y fue tomando un carácter masivo, que terminó de desarticular a las organizaciones sindicales urbanas, cada vez más radicalizadas. Significativamente, el 1 mayo fueron secuestradas 32 personas en el Parque Centenario. En los actos conmemorativos del día del Trabajo, el CNUS llamó a derrocar el régimen luquista e instaurar un gobierno revolucionario, democrático y popular. Poco después, el 21 de junio, fueron secuestrados 27 dirigentes de la CNT. Nuevamente el 24 de agosto la policía militar secuestró y desapareció a 17 dirigentes y asesores sindicales de la CNT de las empresas Incasa, Cidasa y Kern`s en Emaús, Palín, Escuintla. Con estos golpes, quedó efectivamente descabezada una parte importante del movimiento sindical, que hacía apenas unos años se había alejado de la tutela de la DC. En total, durante 1980 fueron asesinados 110 dirigentes sindicales. 

El 31 de enero de 1980, la policía quemó vivas a 39 personas en la embajada de España, y en el segundo semestre de ese año se iniciaron las campañas de asesinatos selectivos de líderes comunitarios en el área rural, al tiempo que se producía una rápida radicalización de las organizaciones campesinas. En julio comenzó la ofensiva del Ejército sobre el área Ixil, con la destrucción total de la aldea Cocop, en Nebaj. El 20 de agosto el Ejército fusiló a 60 hombres en la plaza del pueblo de San Juan Cotzal, luego que la guerrilla atacó el destacamento militar.

La violencia represiva continuó hasta finales de 1980, cuando fueron secuestradas la periodista Irma Flaquer y la poeta Alaíde Foppa, en la capital; y prosiguió en 1981 afectando también a otros sectores como los estudiantes, especialmente a los dirigentes del FERG y FRENTE, y a la Iglesia católica, hasta el punto de obligar el cierre temporal de la diócesis de El Quiché.

Las ofensivas contrainsurgentes
Con las masacres en el área Ixil, el Ejército iniciaba en 1981 una amplia ofensiva contrainsurgente, concebida y ejecutada desde el Estado Mayor General (EMG), y al margen de los intereses e intrigas que paralizaban al Ministerio de la Defensa y a la mayoría de los altos mandos militares. Colocando sobre el mapa los sangrientos sucesos del período enero de 1981 a marzo de 1982, ordenados cronológicamente, es posible reconstruir la lógica de aquel baño de sangre. 

Los tres primeros meses del año nos muestran una ofensiva del Ejército en las zonas del nororiente de Chimaltenango y sur de El Quiché, como respuesta a las acciones de propaganda armada que la guerrilla había desarrollado, que por primera vez arrojaban saldos estremecedores de víctimas. Es probable que estas campañas militares, dirigidas contra determinadas comunidades seleccionadas por su afinidad a la guerrilla, estuvieran ejecutadas por las autoridades de la Zona Militar, a diferencia de las que se desarrollaron a partir de junio, planificadas y ejecutadas directamente por el EMG. Sin embargo, esta primera campaña militar contra la población de Chimaltenango sólo fue preludio de la auténtica ofensiva que se desataría el 1 de octubre.

Una situación similar se observó en Alta y Baja Verapaz, donde se registraron hechos aislados de violencia en los que no se percibía mayor secuencia, por lo que era presumible que respondieran a la rutina represiva de la comandancia de la Zona Militar correspondiente. 

La inercia de masacres se fue prolongando, adquiriendo cada vez un carácter más dramático. Sin embargo fue hasta junio cuando el EMG, dirigido por el general Benedicto Lucas García, hermano del presidente, comenzó a aplicar una escalada ofensiva contra la guerrilla que mantuvo una coherencia estratégica a mediano plazo.

La ofensiva se inició con una campaña para desarticular la retaguardia de la guerrilla en la ciudad a partir de unidades operacionales de inteligencia dirigidas por el EMP. Éstas primero dieron golpes aislados a determinados militantes o estructuras para completar el cuadro de información y posteriormente, el 8 de julio de 1981, desencadenaron una campaña donde combinaron los objetivos militares con la búsqueda de información y las operaciones psicológicas. Las unidades operacionales, fuertemente compartimentadas y dependientes de un mando operativo del más alto nivel (el Jefe de EMG), lanzaron una intensa campaña de propaganda y guerra psicológica. Dejaron trampas sueltas y se apoyaron en la información de la empresa privada y otros organismos del Estado. Tomaron como punto de partida el Censo de Población y Vivienda elaborado en 1980 y, después de rastrear la ciudad, se lanzaron a desbaratar las casas de seguridad de la guerrilla, especialmente de la ORPA y el EGP. 

La ofensiva contra la ORPA se inició con el ataque a una residencia en Vista Hermosa el 9 de julio de 1981. El 10 de julio el Ejército destruyó otro reducto de esa organización en la colonia el Carmen, al sur de la ciudad. El 18 de julio el Ejército destruyó la casa donde el EGP había juramentado a su primera columna militar en la ciudad (Payeras, 1987). El 19 de julio el Ejército desmanteló una casa de seguridad de la ORPA en la zona 14, donde murió el comandante Antonio, de la dirección de esa organización. El 13 de agosto fue descubierta otra casa del EGP en la zona 11, y una más en Santa María Cauqué, con abundante material de guerra y un empresario secuestrado. En esta campaña, que duró seis semanas, el Ejército aniquiló a unos 50 guerrilleros.

El Ejército mantuvo la presión militar en San Marcos, El Quiché, Petén y Alta Verapaz, para evitar la cooperación entre las distintas organizaciones o frentes de una misma organización. El 1 de octubre de 1981 inició una gran ofensiva contra el Frente Augusto César Sandino (FACS), que en julio de ese año había desarrollado acciones espectaculares en el altiplano central con apoyo masivo de la población, donde se habían refugiado muchos activistas huidos de la capital unos meses antes.

Bajo la dirección en el mismo teatro de operaciones del general Benedicto Lucas, entre Tecpán y Los Encuentros, el Ejército desplegó sus puestos de avanzada de la noche a la mañana y comenzó a arrasar todo caserío próximo a la carretera Panamericana. Mientras, por parte de la guerrilla, únicamente las Fuerzas Irregulares Locales (FIL) y un pelotón de unidad militar permanente intentaban esporádicos hostigamientos al Ejército. De esta manera comenzaron a generalizarse las masacres, de acuerdo al grado de vinculación con la guerrilla según la abundante información que el Ejército había acumulado.

Territorialmente la campaña abarcó un área de 4,000 kilómetros cuadrados, afectando a 36 municipios y tres cabeceras en los departamentos de Chimaltenango, Sololá, El Quiché y Sacatepéquez. Participaron cinco brigadas con 2,000 efectivos de las tres armas bajo el mando único del jefe de EMG, el cual creó un Comando de Operaciones Conjuntas para centralizar el mando de las armas, fuerzas y servicios. Involucró a fuerzas de las Zonas Militares de Guatemala, Cobán, Salamá, Huehuetenango y los puestos avanzados de Santa Cruz del Quiché y Santiago Atitlán. También diversificó y descentralizó la retaguardia, que ya no dependía de la capital. El comando central de la Brigada se instaló en la Escuela La Alameda de Chimaltenango, marginando el control del Ministerio de la Defensa. 

La operación tuvo una alta movilidad y diversidad de operaciones. La táctica fue mantener la iniciativa, responder a los ataques con agresividad y buscar el contacto con el enemigo en lugar del control del territorio. Las acciones se ejecutaron sorpresivamente sin planificaciones divulgadas. También buscaron operaciones de cerco a las fuerzas guerrilleras para desarrollar golpes de yunque y martillo, utilizando obstáculos naturales como el río Motagua, y cercos tácticos con maniobras de atracción de las unidades guerrilleras, fijación en un lugar y envolvimiento para lograr su aniquilación. 

A pesar de la complejidad militar de esta operación, la parte operacional (no la preparatoria) duró sólo tres semanas, a partir de noviembre. Pero los efectos de esta primera gran ofensiva estratégica los sufrió especialmente la población, ya que en la zona de operaciones la guerrilla acababa de iniciar su implantación y apenas tenía algunos pelotones de fuerzas militares regulares. La importancia estratégica para el Ejército no residía en descabezar unidades militares guerrilleras, sino en cortar definitivamente el corredor natural que representaba el altiplano central como pasillo entre las zonas más montañosas y la capital del país.

Aparte de las víctimas civiles de esta ofensiva, el Ejército siguió centrando su atención en eliminar las bases de apoyo de la guerrilla en aquellas zonas que eran escenario directo del enfrentamiento militar, o donde sabía que la guerrilla había logrado crear fuertes bases de apoyo. En este sentido, tanto la campaña de asesinatos individuales como la de crímenes colectivos continuó en otras zonas del país, cada vez más dirigidas centralizadamente por el EMG del Ejército, pero bajo la responsabilidad operativa del Comandante de la Zona Militar, quien imprimió en cada región una determinada dinámica a la ola represiva.

Posteriormente, en los primeros meses de 1982, el Ejército dirigió su ofensiva al altiplano noroccidental y Las Verapaces, concentrando sus fuerzas en objetivos sucesivos, pero sin disminuir la presión en las áreas ya controladas, recurriendo para ello a las PAC. Así, en enero de 1982 se produjo una campaña del Ejército contra la ORPA en San Marcos, a raíz de la cual se registró la masacre de la aldea Sacuchum, de San Pedro Sacatepéquez, adonde llegaron, el 1 de enero, 1,000 soldados y rodearon la aldea, matando a 47 personas. También en esos mismos días se produjo la masacre de El Tablero, después de un enfrentamiento, que duró cinco horas, de la guerrilla con unos 1,500 soldados llegados de Santa Ana Berlín y de San Marcos.

6. Una época de cambios e incertidumbre

La trágica secuencia de hechos criminales relatada se desarrolló en un contexto extremadamente complejo en el que se combinaron fenómenos emergentes en la sociedad –como el protagonismo del movimiento indígena-campesino o la expectativa generalizada de un cambio revolucionario– con la decadencia de la democracia de vitrina, la corrupción y exacerbación de ambiciones en sectores del aparato burocrático y del sector empresarial.

El contexto internacional fue especialmente negativo para el gobierno del general Lucas. Aparte de esto, hay que considerar un fenómeno que no trascendió en los análisis de la época: la valoración que tanto la Unión Soviética como Cuba hacían respecto a la debilidad del gobierno de los Estados Unidos, lo cual, en un marco geoestratégico más complejo, les movió a orientar y apoyar a los movimientos revolucionarios para acelerar sus estrategias de toma del poder.

Este análisis resultó excesivamente optimista, especialmente después de que en las elecciones estadounidense de noviembre de 1980 ganara la presidencia el republicano Ronald Reagan. Este hecho fue inmediatamente percibido por los sectores de poder en Guatemala. Una muestra significativa fue la visita, en diciembre, de Roberto Alejos y Manuel Ayau al recién electo presidente Ronald Reagan, para discutir los lineamientos de la nueva administración hacia Guatemala. Los empresarios guatemaltecos habían aportado a la campaña de Reagan US$ 2 millones (Marroquín/Escoto, 1993).

Sin embargo, ello no contribuyó inmediatamente a clarificar el escenario internacional, que pasó a oscilar entre el triunfalismo de quienes no percibían los cambios que se estaban produciendo, y la incertidumbre de aquellos que sentían llegar señales confusas. Las relaciones de los militares con los Estados Unidos eran contradictorias, desde que en 1977 el gobierno de James Carter decidiera suspender la ayuda militar a Guatemala debido a las denuncias por violaciones a los derechos humanos, pero también por presiones del gobierno inglés, debido al reclamo guatemalteco sobre la soberanía de Belice.

De todas maneras el gobierno de Lucas asumió el costo internacional, como se evidenció en la masacre de la embajada de España. Los principales acontecimientos internacionales de 1981 aumentaron las tensiones. En agosto de ese año, Washington emitió el primer Travel Advisory, y unos meses más tarde, en medio de la ofensiva guerrillera y la contraofensiva militar dirigida por Benedicto Lucas, Inglaterra reconoció la independencia de Belice, aumentando el aislamiento del gobierno. También en ese año la política exterior de los Estados Unidos comenzó a recuperar la iniciativa, buscando controlar la crisis política en Centroamérica. El Ejército guatemalteco tuvo evidencias desde diciembre de 1980 de que las organizaciones guerrilleras estaban aproximando sus posiciones tácticas con asesoría de los gobiernos cubano y sandinista, creando la llamada Tripartita, preludio de lo que en febrero de 1982 sería la URNG.

Pero fue en 1982 cuando el desenfado con que el régimen percibía los cambios internacionales se vio tocado, después del comunicado franco-mexicano que urgía una salida negociada al conflicto salvadoreño y otorgaba reconocimiento al FMLN-FDR. Sólo entonces los militares guatemaltecos comprendieron que la situación internacional y regional podría llegar a convertirse en una presión considerable sobre el manejo del conflicto interno, y que deberían hacer concesiones en aquellos puntos que los liberaran de las presiones diplomáticas internacionales. Significativamente el Ejército se negó a involucrase directamente en los planes militares regionales de la administración Reagan. Para entonces, los militares ya habían elaborado su propia estrategia.

7. La estrategia contrainsurgente

Si bien el trabajo contrainsurgente se centró en desarticular las organizaciones democráticas y populares urbanas y contener los brotes de rebeldía campesina, en estos objetivos se entremezclaban intereses propios del grupo militar que disfrutaba el control del aparato estatal y sus socios en la empresa privada. Uno de los casos más notorios fue el del coronel Héctor Montalbán y su familia, que supervisaban y autorizaban los préstamos para los proyectos de la administración pública a través del EMP (IC, 132, Guatemala, años 80).

Mientras la lucha guerrillera golpeaba especialmente al sector empresarial con secuestros, extorsiones y asesinatos, la alianza empresarios-Ejército se amplió a la colaboración directa en operaciones militares. Fue en los meses previos a mayo de 1980 cuando un grupo empresarial, junto con el EMG, organizaron El Plan de los Mil Días, una gigantesca campaña anticomunista cuyo objetivo era crear un clima que justificara la escalada de la brutal represión que se avecinaba.

Cabe destacar, como principal éxito de esta colaboración, además de la total desarticulación de la oposición política legal, del movimiento sindical y otras manifestaciones del movimiento popular, los fuertes golpes que sufrió el Frente Luis Turcios Lima del EGP, establecido en la costa sur, la zona de interés de los empresarios agroexportadores. Así, a mediados de 1980 el Ejército había desarticulado el frente de la costa sur aniquilando a unos 80 dirigentes fundamentales sin afectar al resto de la población civil.

En las primeras etapas de represión selectiva recurrió a comisionados militares, informantes y autoridades locales, muchos de los cuales tenían sus propios intereses económicos aprovechando las tierras de los indígenas. Cuando se inició la represión selectiva en el campo, numerosos empresarios agrícolas que ocupaban cargos de comisionado militar o tenían sus propios equipos de seguridad, colaboraron con el Ejército en el asesinato de líderes campesinos, especialmente en las áreas conflictivas.

Esta política de represión selectiva, en la que se entremezclaban intereses y prioridades de los grupos en el poder, no dejó de crear sus propias contradicciones en el Ejército, especialmente ante el avance de las acciones de los grupos guerrilleros. De esta manera, cuando en 1980 el EGP asesinó al general Cancinos, jefe del EMG, la mayoría de los altos oficiales y jefes pensaron que se trataba de un ajuste de cuentas dentro del Ejército (Gramajo, 1995), ya que a Cancinos le atribuían el asesinato de Colom Argueta y Fuentes Mohr. También cuando en septiembre de 1980 fue asesinado Julio Segura, secretario de Planificación Económica y figura presidencial de un sector del Ejército, crecieron los rumores de golpe de Estado.

Sin embargo en esa precisa coyuntura se produjo una recomposición del mando estratégico del Ejército. Los aparatos de seguridad e inteligencia se reorganizaron desde el EMG, tanto los de la D-2 como los de la Regional de Telecomunicaciones, dependiente del EMP. Destacan como figuras clave de este proceso los coroneles Francisco Menaldo Ortega y Manuel Antonio Callejas y Callejas, jefe de la Regional de Telecomunicaciones en tiempos de Lucas. Este grupo de oficiales, al que se suma José Luis Fernández Ligorría, estuvo implicado según los testimonios recogidos por REMHI, en actos de violencia vinculados con la delincuencia común y la corrupción administrativa en la época de Lucas, y fue responsable directo de las operaciones contrainsurgentes en la ciudad capital en 1981.

La estrategia del Ejército en la capital abarcó aspectos distintos. En un primer momento se dirigió contra la dirigencia del movimiento popular, apoyándose en el director de la Policía, general Germán Chupina Barahona y en sus subalternos Manuel de Jesús Valiente Téllez y Pedro García Arredondo. Pero fue en 1981 cuando el Ejército diseñó y llevó a cabo una campaña represiva que realmente tuvo una orientación estratégica contrainsurgente: descabezar la dirigencia revolucionaria en la ciudad y de paso desbaratar la infraestructura logística que se estaba acumulando aceleradamente en la perspectiva de una gran ofensiva guerrillera.

Posteriormente el Ejército golpeó a los diversos frentes guerrilleros de acuerdo a una prioridad estratégica. Esta estrategia le permitió superar la dispersión que la táctica guerrillera pretendía imponerle y concentrar sus golpes en ofensivas escalonadas contra los diversos frentes guerrilleros. Aunque se preocupó de mantener la presión militar sobre los frentes de ORPA y FAR, concentró sus ofensivas en los principales reductos del EGP.

Estos ajustes estratégicos no se produjeron sin tensiones en el alto mando militar. Ciertos oficiales medios se quejaban en privado de los robos de los altos jefes en las compras de armas. Según las informaciones de la oficialidad descontenta, la guerrilla había abatido en los primeros cuatro meses del año 1981 a 23 oficiales y 250 soldados. Además, en septiembre de ese año el vicepresidente del gobierno Francisco Villagrán Kramer, presentó su renuncia, acentuando aun más la imagen de inviabilidad del modelo de gobierno que pretendía continuar en las elecciones de 1982.

De hecho, una parte de la oficialidad estaba viviendo momentos decisivos para la continuidad del orden vigente, como refleja esta cita de uno de los protagonistas de la época. En... julio de 1981, los terroristas se proponían declarar como ´territorio liberado´, una porción del suelo patrio, para darle categoría de beligerantes a sus miembros, con lo cual tendrían acceso a los foros internacionales y al reconocimiento por parte de los principales países del bloque totalitario... Sus primeras acciones estuvieron encaminadas a eliminar el poder local mediante el asesinato, secuestro y desaparición de alcaldes auxiliares, alcaldes municipales y comisionados militares, quemando 25 alcaldías; afectar a la economía nacional mediante la quema de fincas, asaltos, asesinatos y destrucción de cultivos; destruir la infraestructura de carreteras (Cnel. Terraza Pinot, 1987).

Fue así como, en los últimos meses del gobierno de Lucas, el EMG diseñó una estrategia contrainsurgente que alcanzaría su integralidad después del golpe de Estado del 23 de marzo de 1982.

La "tierra arrasada"
La ofensiva estratégica del Ejército contra las áreas del altiplano indígena integradas en la estrategia del EGP se inició en la zona que correspondía al Frente Augusto César Sandino (FACS), que en el segundo aniversario del triunfo sandinista en Nicaragua, había desarrollado acciones que ilustraban las dimensiones del fenómeno que ahí se producía. En efecto, para el 19 de julio el FACS orientó a su base social a que bloqueara la carretera Panamericana derribando árboles y colocando otros obstáculos a lo largo de un centenar de kilómetros, en una magnitud que no dejaba dudas acerca de la participación masiva de la población en tales acciones. 

El Ejército, desde el comienzo de la ofensiva, atacó a la población. Entre Tecpán y Los Encuentros cerraban la carretera casi durante todo el día mientras la tropa incendiaba sistemáticamente las casas contiguas. Entretanto, la fuerza militar que el EGP tenía en la zona (un pelotón de unidad militar permanente y las FIL), intentaban esporádicos hostigamientos. 

Lo que el Ejército encontró en el terreno acabó de confirmar la participación masiva de la población. Por ejemplo, constató que en dos semanas a lo sumo, se habían construido muchísimas trampas consistentes en fosos de tres y más metros de profundidad sembrados de agudas estacas. Por orientación del EGP la gente construyó apresuradamente esas trampas como recurso de autodefensa, que resultó ineficaz, puesto que el Ejército, desplazándose tranquilamente sin asedio enemigo, detectaba fácilmente la tierra recién removida. 

Al poco tiempo de iniciarse las acciones punitivas en la zona (todavía no se habían producido masacres) el Ejército, al parecer sin mucha convicción, procuró que la población acudiera a puestos militares con el objeto de obtener una identificación. Para ello, entre otros medios, se valieron de Emeterio Toj Medrano, fundador del CUC y líder ampliamente conocido en la zona, que estaba en sus manos. Desde un helicóptero Toj Medrano hablaba en k'iche', llamando a acudir al puesto militar de Chupol para obtener la credencial y enfatizando que los pobladores nada tenían que temer del Ejército. Algunos acudieron, pero la mayoría no lo hizo.

La ofensiva militar en el sur de El Quiché fue incrementándose rápidamente. El Ejército penetró crecientemente en el territorio y se concentró en el ataque a una población que carecía de los medios para defenderse. Múltiples experiencias mostraron que el Ejército no se interesaba en perseguir o destruir la escasa fuerza militar existente la cual, por otra parte, casi no lo enfrentó. En cambio, arrasaba con viviendas y cultivos y expulsaba a decenas de miles de campesinos condenados a errar por la montaña buscando la sobrevivencia. Muy pronto, las masacres comenzaron a producirse. 

A primera vista la represión fue totalmente indiscriminada, y de alguna manera sí lo era (niños, ancianos, mujeres, hombres, sin ningún distingo). Pero al analizar más despacio se comprobó que mientras determinadas aldeas eran arrasadas, en otras el castigo era puntual y en otras más el Ejército daba charlas, advertía y amenazaba pero no masacraba ni arrasaba. Este elemento mostró claramente que la fuerza armada contaba con información de inteligencia bastante precisa, pues su accionar correspondía al vínculo de la población con la insurgencia. 

La represión del Ejército cambió radicalmente la correlación de fuerzas en el área mediante el desplazamiento forzoso, pero también debido a que existían núcleos de población favorables a ellos, que se habían mantenido agazapados mientras la guerrilla hegemonizó pero que, al contar con el apoyo oficial, se involucraron de manera especialmente beligerante en la represión. A ellos se agregaron quienes cambiaron rápidamente de bando, y aquellos otros que no tuvieron más remedio. De esa manera se conformó -al menos en la zona de referencia- la base de lo que posteriormente serían las Patrullas de Autodefensa Civil (PAC). 

Las declaraciones de Benedicto Lucas sobre que los funcionarios habían mantenido al campo en total abandono, fueron el preludio de un golpe de Estado que no fue encabezado por él. No obstante, sus conceptos ilustran la forma como distintos oficiales fueron tomando conciencia de la situación que se vivía: pobreza y abandono, ineficacia gubernamental, politización y corrupción del Ejército. La concurrencia de tales fenómenos, sumada al aislamiento internacional, hizo pensar a no pocos oficiales que la guerrilla podía triunfar, a pesar que la ofensiva desatada por el Ejército constituía un paseo desde el punto de vista militar y un espantoso holocausto para la población de las llamadas áreas en conflicto.
La ofensiva militar del Ejército produjo el fenómeno de los desplazados internos. Verdaderos ríos de población que se quedaron en el monte, sin tener a dónde regresar ni dónde sembrar; erraron sobreviviendo de mil maneras, y este drama humano también consolidó la recuperación del territorio por el Ejército y le trasladó a la guerrilla la enorme tarea de responder en alguna medida a las necesidades de defensa y sobrevivencia de esa población. 

Después de que el Ejército golpeó de forma avasalladora a la población en las áreas del altiplano central donde se implantó el EGP, pasó al noroccidental y a la región de las Verapaces bajo la modalidad de concentrar sus fuerzas en objetivos sucesivos, pero sin disminuir la presión sobre las áreas en las cuales ya habían obtenido el resultado de desarticular el vínculo entre la población y las fuerzas insurgentes. En las áreas recuperadas se mantuvo presencia de tropas, pero junto con ello se organizaron rápidamente las PAC. Con la implantación de las PAC el Ejército logró un objetivo estratégico de primer orden: construir un poder local afín a las fuerzas armadas y supeditado a ellas. 

8. La estrategia insurgente

La inminente conquista del poder: esa era la perspectiva que alentaba la guerrilla, especialmente la organización más activa, el EGP, desde comienzos de 1981. A partir de 1976 el EGP entró en una rápida escalada de accionar militar en tanto la ORPA, primero, y las FAR, después, articularon sus respectivos frentes guerrilleros en el nororiente y noroccidente del país. A partir de 1978 la guerrilla adoptó el concepto de la Guerra Revolucionaria Popular, llegando a crear una formidable base de apoyo social.

Cuando la primera fuerza militar regular del EGP incursionó en la parte sur de El Quiché, una alta proporción de la población ya la estaba esperando. Lejos de repetir el ciclo previo de ganarse a la gente y organizarla, los cuadros y combatientes se vieron crecientemente sorprendidos por la acogida multitudinaria y por la rapidez con la cual la población se organizaba de acuerdo al modelo propuesto por la guerrilla. En ello tenía que ver el trabajo previo de organización comunitaria de los años 70, en el que sectores de la Iglesia católica desempeñaron un papel relevante:

En el segundo semestre de 1978 el clima de violencia guerrillera entró en una notable escalada. En 1979 la lucha guerrillera se fue extendiendo por todo el país, con el surgimiento de nuevos grupos que golpeaban al sector empresarial agrícola. El EGP consideró que su implantación fue suficiente y decidió pasar a la guerra de guerrillas generalizada, es decir la ofensiva contra las fuerzas (militares y económicas) de su enemigo. Se llamó a articular el movimiento popular en torno a la lucha armada, obtener la alianza de las fuerzas democráticas, lograr la unidad de las fuerzas revolucionarias y conseguir el reconocimiento internacional. Según Rolando Morán, se trató de atacar el poder local, ejecutar a los cuadros enemigos, pero no de operaciones militares en forma. 

A mediados de este año, como se dijo, surgió el frente del EGP Comandante Ernesto Ché Guevara en Huehuetenango. El 9 de junio el EGP mató al general Cancinos. En agosto las FAR secuestraron al vicecanciller Alfonso Alonso Lima y lo liberaron después de que el gobierno publicó un manifiesto público. El 18 de septiembre apareció públicamente la ORPA, después de ocupar la finca Mujulia, en Quetzaltenango. El 7 de octubre una unidad del Frente Otto René Castillo del EGP, secuestró a Jorge Raúl García Granados. En ese mismo mes las FAR secuestraron a Elizabeth Lippmann. Pero el escenario de guerra irregular más abierta se desarrolló en el área Ixil, al norte de El Quiché.

En 1980 la guerra se extendió a casi todo el país, dando la sensación de que el Ejército era incapaz de controlar la situación. La actividad guerrillera se intensificó en la ciudad capital, destacando los atentados contra altos mandos militares. En el medio rural las organizaciones guerrilleras pasaron rápidamente a formas más fuertes de propaganda armada, como la ocupación de poblaciones y toma de carreteras, siendo cada vez más frecuentes los enfrentamientos con el Ejército. En el área Ixil, el EGP llegó a organizar una columna guerrillera regular (19 de Enero) y a proponerse la ocupación y destrucción de instalaciones permanentes del Ejército. Eso provocó la inmediata respuesta de la fuerza armada, que ubicó aquella región como el área donde el EGP podía declarar un territorio liberado.

En otras áreas del país, también el EGP intentó crear frentes guerrilleros, aprovechando el levantamiento espontáneo de los campesinos indígenas. Pero en realidad los insurgentes enfrentaban un desborde que les impedía articular un verdadero plan militar estratégico. Apenas en el primer semestre de 1980 una patrulla guerrillera inició su labor de asentamiento en el río Pixcayá, el lindero que separa los departamentos de Guatemala y Chimaltenango, asentándose inicialmente en la zona de Cruz Blanca; la patrulla guerrillera penetró en pocas semanas a las pobladas aldeas del sur de San Martín Jilotepeque y Comalapa, organizando en secreto su red de bases de apoyo, relata uno de los protagonistas de aquellos hechos, el comandante Benedicto, Mario Payeras. En Huehuetenango, la costa sur y la bocacosta los frentes vivían también fases preparatorias.

"La guerra del pueblo"
Parte de la población indígena comenzó a colaborar activamente en grandes operativos militares. Cuando la guerrilla ocupó los poblados de Chichicastenango y Sololá, la población cortó hilos telegráficos, bloqueó todas las carreteras con tachuelas, barricadas, árboles caídos y otros objetos por decenas de kilómetros en ambas direcciones a manera de impedir que el Ejército pudiera dirigirse por tierra hacia los lugares ocupados, y una vez concluida la toma, recibió masivamente como héroes a los protagonistas en Los Encuentros, distribuyendo tamales y chuchitos, tocando marimbas y gritando Hasta la victoria siempre y organizando una fiesta popular que paralizó el tráfico por varias horas (Arias, 1985).

El año 1981 fue el punto más alto del triunfalismo guerrillero. En varias zonas del altiplano donde las organizaciones guerrilleras o el CUC no habían llegado aún, la población se organizó espontáneamente. Una de las consecuencias negativas de esto fue que algunos dirigentes regionales del CUC que por diversos motivos se habían separado o alejado, pasaron a capitalizar el espontaneismo y a servirse de la efervescencia revolucionaria para fines propios. Dirigentes regionales de la organización campesina pasaron de la noche a la mañana a ser dirección de frentes guerrilleros, sin la preparación ni los vínculos de las organizaciones insurgentes. Lo que esa actitud ocasionó fue que el Ejército desató una feroz represión sobre esas zonas, que golpeó duramente a la población civil y alentó la deslealtad de los dirigentes, quienes se erigieron en caciques del lugar, adoptando un comportamiento bandoleril –violación de mujeres, asaltos, usufructo de dinero que llegaba a sus manos por conducto de la solidaridad- (Arias, 1985).

Tal vez uno de los aspectos más siniestros de esta ofensiva guerrillera fue la campaña de destrucción del poder local, que significó el asesinato de muchos miembros en las comunidades rurales. Parte de ellos efectivamente colaboraban con el Ejército o con las bandas paramilitares, ya que en las elecciones de 1978 el MLN ganó en muchos de los municipios. Sólo en septiembre, el EGP se atribuyó la muerte de 97 colaboradores del Ejército en diferentes localidades del país. A finales de 1981 se podía estimar que la guerrilla contaba con una base de apoyo de 276,000 personas, accionando en 16 de los 22 departamentos. Pero cuando se desató la contraofensiva del Ejército, no hubo coordinación entre las distintas organizaciones guerrilleras, que no compartían la visión táctica del EGP. El Ejército concentró a sus efectivos contra diversos frentes guerrilleros consecutivamente, y al menos las dos organizaciones más fuertes militarmente, el EGP y la ORPA, no articularon una respuesta coherente.

"Pobres contra ricos"
La integración de las PAC fue un proceso que mostró las limitaciones de la labor insurgente. Al desarrollarse el vertiginoso levantamiento de poblaciones rurales e indígenas se dio una falsa apariencia de homogeneidad. Sin embargo, aún en los momentos de mayor euforia, existían importantes núcleos de población local ocultos por la hegemonía insurgente, que esperaban la oportunidad de cambiar de bando. 

El EGP, procurando simplificar su mensaje a manera de hacerlo didáctico, instauró y divulgó la concepción de que la lucha era entre ricos y pobres. Para la población indígena del área rural la imagen del rico no era la del gran empresario capitalino, al que no siempre conocían. Por otro lado, el área rural indígena distaba de ser homogénea en lo socioeconómico y sociocultural; entre la población indígena existían multitud de conflictos; desde el punto de vista sociogeográfico dichos conflictos se expresaban en contradicciones entre las aldeas y caseríos y los cascos urbanos.

Además de estos conflictos, en varios frentes del EGP se promovió ajusticiar a los comisionados militares; estos comisionados, por aquella época, no tenían una tradición represiva, eran campesinos como los demás y por supuesto con amplios vínculos familiares. Además, en el área del FACS y en otras áreas del EGP, ocurrieron ocupaciones de cabeceras municipales. Por una parte, la guerrilla orientó incendiar los edificios municipales, lo cual impactó negativamente a importantes grupos de población. Por otra parte, en varias de estas ocupaciones de cabeceras la situación se desbordó: la población que se sumaba espontáneamente a los destacamentos guerrilleros -provista de hachas y machetes-, procedió al saqueo de comercios e incluso, en un caso ocurrido en la cabecera de Joyabaj, los insurgentes dinamitaron el acueducto que surtía de agua a la población. 

En menor medida ocurrió también que la población armada o determinados jefes militares insurgentes aprovecharon la situación para saldar cuentas personales. En algunos casos no fue meramente personal sino represalias frente a otras aldeas, lo cual condujo a matanzas y a reclutamiento forzoso. La situación de desbordamiento, de proliferación de gente armada, hizo que la población en general buscara armas allí donde se las dieran, lo cual también favoreció al Ejército. Todo ello dispersó aún más las fuerzas militares de la guerrilla quedando en una situación en la cual le era imposible pensar en golpes contundentes contra el Ejército. 

9. Las víctimas

La dinámica del enfrentamiento militar colocó al movimiento popular totalmente desprotegido. Continuando con la tendencia de los años anteriores, distintas organizaciones populares siguieron una oposición creciente tras la llegada del gobierno de Lucas.

En 1981, mientras las estructuras sindicales se encontraban desmanteladas por la represión, surgió el Frente Popular 31 de Enero (FP-31), agrupando a aquellos sectores del movimiento popular que más decididamente apoyaban la lucha guerrillera y, significativamente, para el 1 de mayo ya no se realizó el desfile de los trabajadores. La represión que para esas alturas había sufrido el movimiento popular le había dejado prácticamente descabezado y, para muchos activistas, no se presentaba otra alternativa que el exilio o la incorporación a la lucha armada. 

Esta campaña represiva, unida a la creciente ofensiva guerrillera que el Ejército no parecía poder controlar, incentivó aún más una rápida radicalización de los movimientos populares y las comunidades indígenas. El 14 de febrero de 1981 el CUC convocó a los líderes indígenas en las ruinas de Iximché y acordaron el documento Los Pueblos Indígenas de Guatemala ante el Mundo, o Declaración de Iximché, que llamaba a las comunidades indígenas a la rebeldía. Una rebeldía que se canalizaba en la incorporación a la guerrilla, como reflejó lo sucedido en Baja Verapaz. En marzo se produjeron los primeros enfrentamientos entre habitantes de Río Negro y el Ejército, por motivo de la inundación de la presa Chixoy, y después varios militantes del CUC en Rabinal contactaron al EGP y solicitaron crear un grupo armado en el municipio. Poco después se desataba una brutal represión contra los sectores más activos de Rabinal, mientras la unidad guerrillera apenas lograba iniciar sus actividades. El triunfalismo del momento causó que la vasta mayoría de los militantes del CUC se unieran a las organizaciones guerrilleras, disolviendo sus organizaciones.

10. La Iglesia Católica

Durante la década de 1970 la Iglesia católica desarrolló especialmente en las áreas rurales un intenso trabajo de formación y consolidación de comunidades cristianas. En diversas diócesis y parroquias y bajo diferentes nombres (círculos de estudio bíblico, familia de Dios, grupos de Acción Católica, grupos de catequesis y de celebración de la Palabra de Dios) estas comunidades se constituyeron como espacios de toma de conciencia.

Los centros de formación
En esta etapa se multiplicaron los centros de formación de líderes cristianos (catequistas, delegados de la Palabra, coordinadores, animadores de la fe). Así nacieron el Centro de Capacitación Campesina en Quetzaltenango, Casa de Emaús en Escuintla, Campo de Dios y Centro Apostólico en Izabal, Centro de Desarrollo Integral en Huehuetenango, Centro de Formación en San Pedro Sacatepéquez, San Marcos y Centro San Benito en Cobán, entre otros.

Sacerdotes y religiosas trabajaron fuertemente en estos centros, que fueron apoyados además por los obispos que veían en esta estructura eclesial un camino para la evangelización y formación de las comunidades cristianas.

Una experiencia significativa a nivel nacional fue el Centro de Adiestramiento de Promotores Sociales (CAPS), auspiciado por la Universidad Rafael Landívar. El programa desarrolló cientos de laboratorios vivenciales, capacitó líderes campesinos, promovió la organización social y la animación comunitaria.

La preocupación de la Iglesia en esos años se dirigió también hacia los pueblos indígenas. En 1971 el obispo Juan Gerardi promovió en la diócesis de La Verapaz un Encuentro de Pastoral Indígena, que fue seguido en diversos lugares de occidente. Sacerdotes indígenas junto con otros extranjeros tradujeron y difundieron la Biblia en idiomas mayas. En Chimaltenango surgió el Programa Misionero Kaqchiquel (PROMIKA), como una colaboración entre la diócesis de San Francisco (los Estados Unidos) y la de Sololá. Promovieron sobre todo entre los jóvenes la lectura y escritura del kaqchiquel. De ahí saldrían futuros líderes e intelectuales indígenas.

La polarización política
El acercamiento entre la Democracia Cristiana (DC) y la Acción Católica (AC), como también su opción coincidente por proyectos reformistas, entraron en crisis a mediados de los años 70 debido al shock petrolero, el encarecimiento del abono químico y las expectativas frustradas en 1974, cuando al candidato de la DC a la Presidencia, el general Ríos Montt, se le arrebató la victoria. La postura no beligerante de los demócrata cristianos decepcionó a los miembros de la AC, quienes se fueron radicalizando y buscando otras opciones de participación política.

En el área Ixil y norte de la diócesis de El Quiché las acciones militares del Ejército entre 1975 y 1976 ya estaban cobrando las primeras víctimas entre la AC. De noviembre de 1976 a diciembre de 1977, 143 directivos y catequistas de la AC del área Ixil y del Ixcán fueron secuestrados y asesinados.

Indudablemente un sector de la Iglesia católica inspirado por la Teología de la Liberación se convirtió en uno de los más fuertes componentes del auge del movimiento revolucionario al final de los años 70. La Guatemala indígena de esa época parecía ofrecer el terreno y los ingredientes favorables para un encuentro entre el mesianismo guevarista y la religiosidad popular que no se había observado en la década anterior (Le Bot, 1996).

En el paso del movimiento social a la lucha armada, las relaciones entre los responsables de las parroquias y sus fieles no funcionaron de acuerdo a un sólo esquema y en un único sentido. No por ello deja de ser cierto que en ciertos casos fueron un punto de unión. Entre el grupo de guerrilleros dirigido por revolucionarios profesionales y las comunidades indígenas, la religión fue una de las mediaciones principales. Permitió a la guerrilla dar un salto cualitativo a partir de 1976 . 

Sin embargo, otros observadores señalan que aparte de reivindicaciones económicas, el tema del respeto a la dignidad humana fue el que más prendió entre la población indígena campesina en el discurso de la iglesia progresista.

Esto no era sino reflejo de una fuerte corriente de conciencia social que había venido tomando forma en el interior de la Iglesia católica, especialmente después de que a principios de los años 70 los jesuitas fundaron el Centro de Investigación y Acción Social (CIAS) en la zona 5 de la capital, confluyendo el trabajo que ellos estaban realizando en la capital y sur de El Quiché y Chimaltenango, con la actividad de los sacerdotes del Corazón de María en el norte de El Quiché y los sacerdotes belgas y suizos que estaban en la costa sur. Este movimiento fue evolucionando hacia la constitución del CUC en la costa sur y el altiplano. 

Gran parte de los procesos de reflexión que se desarrollaron en las zonas rurales durante los años 70 tuvo lugar en un contexto religioso. La Iglesia poseía la red de comunicación más extensa para poder llegar a las áreas más remotas y la religión jugaba un papel muy importante en la vida de los indígenas.

Poco después, con motivo de la masacre de la embajada de España, cientos de cristianos decidieron incorporarse a las organizaciones guerrilleras y también lo hizo un grupo de sacerdotes que habían participado en el proceso anterior.

La brutal represión desatada contra la Iglesia católica fue un elemento que catalizó esta radicalización. La campaña de represión selectiva contra la Iglesia se encarnizó especialmente en 1980. El 1 mayo fue asesinado el párroco de Tiquisate, Conrado de la Cruz; 12 de mayo fue el Padre Walter Voodeckers, párroco de Santa Lucía Cotzumalguapa. En noviembre, el gobierno negó la entrada al país del presidente de la CEG y obispo de El Quiché, Juan Gerardi. En julio las autoridades eclesiales habían decidido cerrar esa diócesis.

También en 1981 la Iglesia católica continuó sufriendo la represión. El 14 de mayo fue asesinado el P. Carlos Gálvez Galindo, párroco de Tecpán, Chimaltenango. El 8 de junio fue detenido el jesuita Luis Eduardo Pellecer Faena, colaborador del EGP. El 1 de julio fue ametrallado el sacerdote franciscano Tulio Maruzo, en Quiriguá, Izabal. El 25 de julio aparecieron los cadáveres de los misioneros laicos Raúl Joseph Leger (canadiense) y Ángel Martínez Rodrigo (español). El 27 de julio fue asesinado el sacerdote estadounidense Francisco Stanley Rother, en la casa parroquial de Santiago Atitlán, Sololá. También en julio fue asesinado el pastor evangélico Félix Moxón Chutá. El 2 de agosto fue secuestrado en la capital el jesuita español Carlos Pérez Alonzo.

Pero la ola represiva continuó durante los primeros meses de 1982. El 2 de enero fue herido a tiros el Padre Horacio Benedetti, párroco de San Antonio Suchitepéquez. El 4 de enero fueron secuestrados los sacerdotes Pablo Schildermans y Roberto Paredes Calderón, en Nueva Concepción, Escuintla; tres días después fueron dejados libres. El 5 de enero fue asesinado el religioso Venancio Aguilar Villanueva. El 6 de enero fue desaparecida la religiosa bethlemita Victoria de la Roca, en Esquipulas, Chiquimula. El 19 de enero fue también desaparecido el religioso belga Sergio Berten. El 20 de enero fue asesinado en la capital el dominico guatemalteco Carlos Ramiro Morales López, dirigente del grupo guerrillero MRP-Ixim. El 13 de febrero fue asesinado en Huehuetenango James Alfred Miller, hermano de La Salle. Parecía el preludio de una campaña que en el período siguiente adquiriría un carácter casi de guerra religiosa, aunque ya no se atentara contra la vida de los religiosos.

11. El final de Lucas

La alianza entre los partidos PID-PR y los aranistas que llevó al general Lucas al poder se fue desintegrando rápidamente. El mismo triunfo de Lucas había mostrado claramente la fragilidad del sistema político electoral, que no pudo contrarrestarse con la llamada apertura democrática que permitió la inscripción de nuevos partidos, en un intento de recuperar legitimidad buscando el fin del dominio político de los cuatro partidos tradicionales.

En 1981 volvió a desatarse la carrera por la sucesión presidencial en un panorama claramente tenso, en que la institucionalidad se encontraba seriamente en entredicho. Desde septiembre, el general Aníbal Guevara, ministro de la Defensa de Lucas, había iniciado su campaña apoyado por el PR, PID y FUN, eligiendo al ex-alcalde de la capital (y vinculado con el general Arana) Ramiro Ponce Monroy, como compañero para la vicepresidencia. Se trataba una vez más de la fórmula de continuismo para mantener los negocios del alto mando militar y sus socios empresarios. Pero para entonces este grupo estaba ya aislado en el mundo empresarial y militar. Gustavo Anzueto Vielman se presentó como candidato presidencial por el CAN, con el apoyo del general Arana y los licenciados Ernesto Berger y Danilo Parrinello. También el ex ministro de Finanzas, el coronel Hugo Tulio Búcaro, anunció su candidatura presidencial y dijo contar con el apoyo de Lucas. 

Por su parte, el EMG, al margen de los aparatos de seguridad del Estado, había terminado de elaborar su propio programa contrainsurgente, que dejaba de lado la alianza entre los empresarios y el gobierno establecida dos años antes. De esta manera, al conocerse el nuevo fraude electoral que daba la Presidencia al general Aníbal Guevara, el Ejército decidió, en medio de una crisis institucional innegable, romper el formalismo y dar un golpe de Estado el 23 marzo de 1982 que permitiera, en primer lugar, culminar la ofensiva contrainsurgente, y en segundo lugar redefinir un marco institucional acorde con esa estrategia.

CAPÍTULO CUARTO
EL GOBIERNO DE RÍOS MONTT
1. Un giro en la historia

El 7 de marzo de 1982 se celebraron elecciones presidenciales en las que el general Aníbal Guevara se proclamó vencedor. Sin embargo, el 23 de marzo, 950 miembros del Ejército llevaron a cabo un golpe de Estado, nombraron un triunvirato presidido por el general Efraín Ríos Montt y formado por el general Horacio Maldonado Schaad (comandante de la Guardia de Honor y próximo al MLN) y el coronel Francisco Luis Gordillo (jefe de las brigadas de Izabal y Quetzaltenango en 1981). La DC y el MLN apoyaron públicamente al nuevo régimen. La causa determinante del golpe de Estado había sido la profunda crisis generada en la alianza de los sectores militar y empresarial que dominó la vida política en los años 70.

El gobierno militar derogó inmediatamente la Constitución y promulgó el Estatuto Fundamental del Gobierno (decreto-ley 24-82), además de cesar a 50 funcionarios civiles acusados de corrupción. El 5 de abril el Estado Mayor Especial del Ejército presentó al Consejo de Ministros el Plan Nacional de Seguridad y Desarrollo (PNSD). El 9 junio el general Ríos Montt separó de sus cargos a los triunviros, y se proclamó Presidente de la República. Ríos Montt se rodeó de una Junta Asesora formada por seis oficiales jóvenes, de los trece que apoyaron el golpe, y promulgó la Ley de Organizaciones Políticas, colocando a los partidos tradicionales en situación de comités pro-formación de partido. Como resultado de esta medida, de 1982 a 1985, se crearon 32 nuevos partidos políticos.

Ya para entonces se había iniciado en el medio rural una serie de masacres de población sospechosa de colaborar con la guerrilla y se iba configurando un marco legal para el nuevo régimen. El 15 de abril se emitió el decreto 9-82 que prohibía la divulgación de noticias referidas a violencia política. El 1 de junio el gobierno militar emitió un decreto de amnistía para delitos políticos. El 16 de junio, por acuerdo gubernativo (31-82), el Presidente dio posesión a 324 alcaldes municipales, recomendados por las zonas militares. El 1 de julio se instauró el estado de sitio (decreto 44-82) y se autorizó la integración a las zonas militares y destacamentos a ex-soldados originarios del lugar. El 15 de septiembre se instaló el Consejo de Estado, como un órgano consultivo donde participaron políticos, tecnócratas y algunas personas públicas nombradas por el gobierno.

2. La nueva contrainsurgencia 

Los jóvenes oficiales que apoyaron el golpe de Ríos Montt desplazaron en el Ejército al Alto Mando vinculado con el general Lucas García, a los integrados al Estado Mayor Presidencial y a varios miembros de la comunidad de inteligencia militar conocida como La Cofradía. En marzo de 1983 se reestructuró el EMG mediante el decreto 28-83 constituyéndose como Estado Mayor de la Defensa Nacional (EMDN) con una Inspectoría General, la subjefatura del Estado Mayor y las direcciones de Personal (D-1), Inteligencia (D-2), Operaciones (D-3), Logística (D-4) y Asuntos Civiles (D-5). Estas medidas también desplazaron a las promociones que estaban llegando a las últimas etapas de su carrera militar, creando inquietud sobre su futuro; un elemento que también incidiría en el rápido desgaste del gobierno de Ríos Montt. Sin embargo, este equipo militar fue capaz de aplicar una estrategia antisubversiva integral que combinaba aspectos militares, políticos, psicosociales y antropológicos.

Durante 1982 el Ejército lanzó el Plan de Campaña Victoria 82 contra los frentes guerrilleros del noroccidente y norte del país involucrando a las dos terceras partes de sus efectivos. La ofensiva que se dirigió en particular contra la población civil (en su mayoría campesina-indígena), desarticuló las bases de apoyo social de los rebeldes, provocando decenas de miles de víctimas e inmensos desplazamientos de la población, tal como se documenta en el Tomo II de este Informe. Aunque la fuerza estratégica insurgente no fue en sí severamente golpeada, perdió su base de sustentación y se replegó a los puntos iniciales de implantación. 

Posteriormente el Ejército condujo otras ofensivas dirigidas a los restantes frentes guerrilleros, que no tuvieron el mismo éxito, pero que junto con las iniciales significaron el restablecimiento del control y la autoridad estatal en la mayor parte del territorio nacional (Aguilera, 1986). Fue un esfuerzo totalizador, planificado social y geográficamente, orientado a modificar cualitativamente las características que hacen de la montaña el plano estratégico más propicio para la acumulación de fuerzas, tratando de romper el factor principal en el que se asienta la estrategia insurgente (Payeras, 1986).

Las ofensivas se caracterizaron por su brutalidad, buscando la eliminación del enemigo y de sus bases de apoyo. En el Anexo H del Plan de Campaña Victoria 82 el Ejército dice:

Existe subversión, porque un pequeño grupo de personas la apoyaron, y un gran número de personas la toleran, ya sea por temor o porque existen causas que la generan. La guerra se debe combatir en todos los campos... La mente de la población es el principal objetivo. 

La estrategia militar propuesta buscaba impedir

El acceso de los subversivos a la población que constituye su base de Apoyo Político Social; rescatar a los individuos de las Fuerzas Irregulares Locales (FIL) neutralizando o eliminando a quienes no se quieran integrar a la vida normal; aniquilar a los Comités Clandestinos Locales (CCL); y eliminar a las Unidades Militares Permanentes (UPM). La táctica se describió así: Engañarlos: la subversión debe combatirse con sus propios métodos y técnicas (siempre debe tenerse en ejecución un plan de desinformación); encontrarlos: el mayor problema siempre fue encontrar a las unidades militares guerrilleras, las que por sus sistemas propios de combatir, permanecen escondidas (utilice inteligencia local y sature el área de patrullas); atacarlos: cuando haya logrado encontrar una fuerza guerrillera, mantenga el contacto a toda costa e informe inmediatamente para que la unidad superior apoye la operación y se logre la aniquilación del enemigo localizado; aniquilarlos: la destrucción de las fuerzas guerrilleras es la misión. El control del terreno es un medio para cumplir esta misión, pero nunca un fin u objetivo final (Ejército de Guatemala, EMG, 1982).

La estrategia reflejada en los planes de campaña, además de las operaciones contrainsurgentes, comprendía otras de impacto en la población tales como: 

· La presencia militar en todo el país para proporcionar seguridad y confianza a la población, creando nuevas zonas militares en todos los departamentos y haciendo coincidir las jurisdicciones militares con las administrativas, en un concepto de regionalización. 

· Brindar protección a las fuentes de producción para prevenir el sabotaje en las fincas de algodón y caña de azúcar, durante la época de la cosecha. 

· El control de los trabajadores extraordinarios que del altiplano se trasladaban a la costa sur. 

· La conducción conjunta de operaciones militares y operaciones psicológicas. 

Uno de los tópicos que el Ejército usaría posteriormente fue la necesidad, en aras de salvaguardar la supervivencia del Estado, de quitar el agua al pez. Pero este discurso se contradijo con las mismas orientaciones tácticas, que consideraban a la población de extensas áreas como parte de los objetivos militares. Así lo refleja el siguiente texto:

Las organizaciones terroristas han basado su estrategia de guerra en el principio de que `el pez es al agua, como la población fue a la guerrilla` (sic). Los delincuentes terroristas enarbolan sus banderas para ofrecer la tierra de los ricos a los pobres, la de los ladinos para los indígenas; aunando a esto la creencia de algunos sacerdotes influenciados por la Teología de la Liberación. La situación fue tal que poblaciones enteras se alzaron en armas y muchas se fueron a las montañas, engañadas, con esperanza de cambios y con la idea de lograr mejores perspectivas de vida al ganar la guerra revolucionaria. El tiempo fue transcurriendo y el involucramiento de la población con la subversión fue de tal grado que ya no pudieron regresar a sus lugares de origen ( Ejército de Guatemala, 1990).

3. Las ofensivas militares1982-83

En el área Ixil
Tal vez la ofensiva de mayor valor estratégico para el Ejército fue la que desencadenó contra el área Ixil, la zona donde en diciembre de 1980 el EGP había constituido su primera columna militar regular (19 de Enero), y donde existían mejores condiciones para que esta organización pudiera declarar un territorio liberado y exigir reconocimiento internacional como parte beligerante en una guerra interna. Apenas percibió el Ejército el alcance estratégico de esta región, reforzó la Zona Militar de Huehuetenango y la Zona Militar de El Quiché, y mantuvo a las unidades militares en una permanente campaña ofensiva.

Pero la masiva adhesión de la población Ixil a la causa guerrillera hacía temer cualquier levantamiento imprevisible. Por tanto el Ejército aprovechó en 1981 la llegada del verano para quemar aldeas alejadas de las cabeceras municipales, y en abril de 1981 comenzó a crear las primeras patrullas civiles en Uspantán, que luego extendería a lo largo de la frontera quiché con la zona Ixil (la barrera natural del Río Negro) y en el área ladina de Huehuetenango (Chiantla y Barillas), con una clara intencionalidad de aprovechar las contradiciones étnicas para sus propósitos contrainsurgentes.

El Ejército -que en 1981 tenía desplegada una Brigada con el puesto de mando en Nebaj, una compañía en Chajul, otra en Cotzal y otra más en Nebaj, además de dos pelotones en las fincas La Perla, dos en La Taña, uno en San Francisco, y otro en La Panchita, los lugares más remotos del área- inició inmediatamente acciones contra aquellas poblaciones que mostraban mayor apoyo a la guerrilla, y de tierra arrasada en las comunidades más próximas a las zonas de refugio de la guerrilla. 

De este modo, en septiembre se registraron masacres en Xeucalbitz y Sumal, Nebaj, donde mataron a 35 personas y quemaron todo, decapitando públicamente a Gerónimo Pérez, el primer maestro bilingüe asesinado en Sumal Chiquito. La gente sobreviviente salió caminando para Sumal Grande. Ese mismo mes el Ejército realizó masacres de diez indígenas en Tzalbal, de 20 más en Palop y arrasó la aldea Río Azul. Nuevamente, el 24 octubre de 1981, 60 kaibiles llegaron a Palop y Kekchip y quemaron las casas. La gente se refugió en la montaña. 

Precisamente en ese momento, la dirección de la guerrilla atravesaba una profunda crisis:

Grupos de miembros de la DN (Dirección Nacional), que indistintamente convergieron en frentes de la montaña, en ciudades o en el exterior, funcionaron como núcleos autónomos de la DN, sin centralización, sin coordinación, muchas veces sin información entre sí. En febrero de 1982, un núcleo de la Dirección formado por el Comandante en Jefe y los miembros de la dirección de los Frentes Ché Guevara y Ho Chi Minh convocaron una reunión de la DN en la montaña. De junio a septiembre de 1982 el Comandante Benedicto (Mario Payeras) convocó una reunión ampliada de la DN del EGP. El grupo de la DN que estaba en la montaña desconoció esta reunión. Entre los acuerdos que se tomaron en la reunión presidida por Benedicto estaban responsabilizar a Camilo y Milton para trasladar los acuerdos al interior, así como un gran equipo militar destinados a los frentes del norte. Hasta noviembre de 1982 se restablece la dirección del EGP (EGP, 1984). 

Por tanto, la mayoría de las acciones que se registraron como respuesta a las ofensivas militares, consistieron en hostigamientos y alguna emboscada, acciones más bien de contención o defensivas, sin que volvieran a repetirse los ambiciosos ataques del año anterior. 

	Txacal Tzé (Chacalté)
(Una masacre de la guerrilla) 

La ejecución

Las instrucciones finales se dieron en Secoch, durante la mañana del 13 de junio de 1982. Al mediodía se levantó la tropa y a través de senderos y con todas las medidas de seguridad avanzaron hasta un área a dos horas de camino de Txacal Tzé. Ahí durmieron. A las tres de la mañana del 14 de junio se dio la orden de levantada. Se hizo la distribución por pelotón y unidades. A las cinco de la mañana ya estaban cercadas todas las vías de acceso a la aldea. Para esas horas todos sabían a lo que iban. La orden era: todos los mayores de diez años deben morir. Se pensaba que había mucho armamento concentrado en la aldea y que hasta los niños tenían armas.

A los primeros disparos la gente fue sorprendida. La guerrilla les decía: si nos decís donde está el armamento te respetamos la vida. Al principio la gente respondió agresivamente con palos, machetes y piedras. Pero al oír los disparos les entró miedo. En un momento en que los disparos dejaron de sonar, una mujer salió de su casa. Los guerrilleros le dijeron: portate bien y no te haremos nada. La mujer llevaba un cuchillo y agredió a un guerrillero. Entonces los guerrilleros la torturaron, la patearon, la quemaron con cigarros y la violaron. Finalmente la mataron. Esto lo hicieron Patricio e Iván, quien la violó.

Venía un anciano de unos 80 años y dijo: no me maten. Los guerrilleros le dijeron: de acuerdo, pero al acercarse el anciano les tiró una granada. Los guerrilleros lo patearon, lo culatearon y finalmente lo descuartizaron. A un hombre que decían que era jefe reaccionario y que tenía armas en su casa, le prendieron fuego a su casa con él adentro.

La consigna era: no tiren, a puro machetazos muchá... Quemaron todas las casas. En el centro de la aldea quedaba una escuela que había sido transformada en una fortificación. Conforme el ataque avanzaba, la población más y mejor armada fue tomando posiciones en la escuela, y ahí se concentraron los reaccionarios. La guerrilla intentó acercarse, pero fueron atacados. Allí es donde se dio la mayor parte de bajas de la guerrilla. Los mandos decidieron reorganizarse y se replegaron. Entonces decidieron romper el techo de la escuela, que era muy resistente, con piedras grandes. Una vez roto, lanzaron granadas y bombas al interior, y se dejaron de escuchar los disparos.

Una mujer joven le dijo a un guerrillero: no me mates y me vuelvo tu mujer. El guerrillero le golpeó la cabeza y la mató. Los más eufóricos y emborrachados eran los irregulares (FIL), que decían: con la guerrilla no se juega, hay que respetar la revolución. 

La guerrilla recogió 20 granadas de mano, unas 3 minas; no se encontraron armas de guerra, sí habían escopetas calibre 12 y 22. No más de 25 ó 30 armas. Parece que sí encontraron en el depósito un fusil M-1. El ataque duró cuatro horas, aproximadamente. Terminó alrededor de las nueve de la mañana. Un guerrillero que participó y no quiere decir su nombre confiesa haber contado 125 muertos. En la aldea no quedó nada. Las FIL quemaron las casas, y la ropa en buen estado se la llevaron. Se llevaron el ganado y el maíz, y se repartió.

Después de la masacre

En el frente guerrillero no había Dirección Nacional del EGP. El EGP estaba sumido en una de sus crisis más profundas. Milton y Carlos (Fernando Hoyos) se habían ido del frente en enero de 1982. Carlos regresó en marzo a dar una vuelta y murió en julio, antes que sucediera la masacre. La mayoría de la Dirección estaba en México o en reuniones.

Nadie fue sancionado por la Dirección. Durante los primeros días hubo una cierta euforia colectiva en el frente, tanto en la población como en las unidades militares. Había la sensación de que habían cobrado lo que les debían. En agosto se realizó una asamblea que duró una semana. Se discutió la necesidad de haber hecho esa masacre y sus consecuencias. Rafael Sigüenza dijo que había sido una carnicería y que no estaba justificada. Pero de ahí surgió un pacto de no contar a nadie lo sucedido y de no reivindicar la acción. Todos se volvieron mudos. Hubo gente, no muchos, que se atrevieron a decir: se pasaron, y a cuestionar las justificaciones de la masacre. Los días posteriores algunos guerrilleros empezaron a tener contradicciones por lo sucedido y siguieron los cuestionamientos de que probablemente no fue lo mejor. IC 110, 091, 220 y 096, Txacal Tzé, 1982. 


Limpieza de frontera 
En Huehuetenango
En su estrategia de asalto del poder, la guerrilla pretendió en 1981 aislar totalmente a este departamento, donde estaba instalada la Dirección Nacional del EGP; además la zona disponía de corredores naturales con la región del Ixcán y el área Ixil. 

Fue así como durante 1981 Huehuetenango se convirtió en centro de operaciones del Frente Ché Guevara, especialmente implantado en los municipios de San Miguel Acatán y San Rafael La Independencia. El EGP inició una campaña de eliminación del poder local del enemigo, asesinando a numerosos colaboradores del Ejército para posteriormente pasar a hostigar a las unidades militares. También durante esta época el EGP logró numerosos apoyos, algunos de ellos masivos o colectivos, entre las comunidades más próximas a la frontera. En el resto del departamento, sin embargo, los grupos de extrema derecha como el MLN, tenían bastantes seguidores. 

La campaña ofensiva del EGP se prolongó durante todo el gobierno de Ríos Montt. De hecho, Huehuetenango fue el departamento donde la guerrilla desplegó las mayores acciones ofensivas y posteriormente de contención del Ejército. Así, el 2 de junio de 1982, el EGP afirmaba haber privado a 27 de los 31 municipios de Huehuetenango de luz, teléfono, telégrafo y radio, y a 16 de ellos de comunicación terrestre. con la cabecera departamental.

Pero a mediados de junio, el Ejército anunció el inicio de una operación contrainsurgente en el norte de Huehuetenango con 3,000 soldados y 14 helicópteros. Esta contraofensiva comenzó en julio y no logró desactivar la acción guerrillera, a pesar de su alto costo en vidas humanas. El 13 de julio, en medio de esta ofensiva, muere el jesuita Fernando Hoyos (comandante Carlos), miembro de la Dirección Nacional del EGP, en las márgenes del río San Juan. Más tarde la guerrilla trasladó su cuartel general a las selvas del Ixcán y el teatro de operaciones militares guerrilleras se concentró en el área entre los ríos Ixcán y Xalbal (especialmente alrededor del cerro Cuache).

En Ixcán
Tras el golpe de Estado del 23 de marzo se agregaron las zonas militares de Cobán y Huehuetenango como puntos irradiadores del Ejército sobre Ixcán. Playa Grande era el punto de confluencia de todos ellos. Allí donde había entrado el EGP hacía once años, se puede pensar que la ofensiva pretendía que, por último, saliera en retirada (Falla, 1987 inédito).

El Ejército hizo su fuerte en Playa Grande desde donde se coordinaron las operaciones, incluyendo los refuerzos que llegaban de la capital, Petén, Huehuetenango, Cobán y el Oriente. Ahí entrenaban a los destazadores, especialistas de la inteligencia militar que se distinguieron por su crueldad en las maacres. Playa Grande, primero base militar y luego zona militar, era también el lugar de control para la población que entraba y salía de ese lado del Ixcán. Numerosos testimonios recopilados por REMHI hacen referencia a la estricta vigilancia sobre el aprovisionamiento y el transporte.

La guerrilla, en ese momento, aun no admitía la envergadura de los golpes recibidos. Entre febrero y marzo sostenían que la guerra de guerrillas avanza incontenible (EGP, Informador Guerrilero, 1982). Un balance de la URNG sobre 1982 afirmaba que la ofensiva final y la Operación Victoria 82 han sido un rotundo fracaso. Aunque reconocían que el Ejército ha golpeado casi exclusivamente a la población civil, consideran que la coyuntura es particularmente favorable para desarrollar nuestra lucha hacia el triunfo, que es seguro, que está al alcance de nuestras capacidades... (Documentos EGP, núm. 20)

Las ofensivas en el corredor central
El Altiplano Central (o altiplano poblado) fue de hecho el primero que recibió una ofensiva del Ejército diseñada bajo el nuevo modelo de guerra contrainsurgente por el Estado Mayor General del Ejército. La mayoría de los modelos operativos de la misma sería aplicada en las sucesivas ofensivas que se desarrollaron bajo el gobierno de Ríos Montt.

El teatro militar comprendió el departamento de Chimaltenango, una parte de Sacatepéquez, la parte occidental de Baja Verapaz, el sur de El Quiché y el nororiente de Sololá. Además, el Frente Augusto César Sandino del EGP –que fue el que estuvo notoriamente presente en esta zona– también llegó a realizar algunas operaciones militares en Totonicapán. 

Si bien en el presente análisis se considerara la zona de Baja Verapaz por aparte, hay que tener en cuenta que toda esta área geográfica constituye una sola unidad estratégica: un cinturón que enlaza los alejados frentes del norte, donde la guerrilla tenía planificado instalar sus territorios liberados, y la misma capital del país.

En febrero-marzo de 1981 el Ejército lanzó su primera campaña militar contra el centro de Chimaltenango, en la cual murieron 1,500 campesinos. Posteriormente siguió una campaña de asesinatos selectivos o masacres contra aquellas comunidades que mostraban apoyo o simpatía por los insurgentes.

Para entonces la insurgencia ya había perdido, después de las ofensivas del Ejército en la capital, el aprovisionamiento de armas que le hubiera permitido equipar militarmente a esta población. En septiembre-octubre, el EGP y la ORPA conjugaron sus esfuerzos para controlar las tierras altas de Quiché, Sololá y Chimaltenango, a fin de cortar el acceso de la capital a las zonas indígenas. Pero este plan fue neutralizado definitivamente cuando el jefe de Estado Mayor, general Benedicto Lucas, dirigió la ocupación de Chupol, el lugar más estratégico del área, y anunció que rescataría a 3,000 familias secuestradas por la guerrilla.

En Sololá
Para el EGP, Sololá y Totonicapán eran parte de la región de apoyo para el sur de El Quiché, a lo largo de la carretera Panamericana. Cierta población se incorporó al trabajo y estructuras organizativas comunitarias a partir de actividades de la Iglesia católica, de los catequistas y los miembros del CUC, sobre todo en Argueta y Santiago Atitlán en 1980. La demanda más sentida era la tierra.

Pero en Sololá convergieron varios grupos, además del EGP. Desde finales de 1979 la ORPA había establecido campamentos en Paraxot y Chuimango (bocacosta sololateca) y en las faldas del volcán Atitlán. También ahí actuó el Movimiento Revolucionario Popular MRP-Ixim, que realizaba un trabajo de reclutamiento selectivo también en Totonicapán y Quetzaltenango. El Ixim prosperó, pero cuando llegó el EGP fue cerrando el espacio, al grado que la última información que tuvimos de una persona de Chaquijyá es que el EGP mató ahí a todos los combatientes del Ixim. (IC 207, Sololá, años 80.) 

La acción más notoria de la guerrilla fue la toma de la cabecera de Sololá el 28 de octubre de 1981, fiesta de San Simón, dirigida por Diego (Julio Iboy). La toma de Sololá se realizó con dos objetivos: la recuperación de armamento de la Comandancia de Reservas -que fue sequeada- y extender la influencia del EGP en la región. (IC 199, Sololá, años 80.) La guerrilla cortó la luz y a las cinco de la tarde inició el ataque. Los miembros de las FIL se movilizaron durante el día para llegar al pueblo y se diluyeron entre la multitud que asistió a la celebración religiosa. En el ataque a la estación de policía murieron cuatro agentes, los demás se rindieron. El EGP recogió todo el armamento y liberó a los presos. El gobernador murió en el tiroteo en plena calle, junto con un miembro de la corporación municipal.

Ya cuando el Ejército se había posesionado en Chupol y alrededores, estableció destacamentos en la región: en 1982 en Pixabaj, en Guineales; en 1983 en El Encanto-Pujujil; en Panajachel y Santa Clara La Laguna. La violencia continuó. El 19 de marzo, el Ejército mató a tres miembros de una familia en Chaquijyá, y llevó sus cuerpos al destacamento de Los Encuentros. El 11 de junio de 1982 el Ejército asesinó a once personas en el caserío Buena Esperanza. En marzo de 1982, la guerrilla ejecutó a siete padres de familia en Los Encuentros, acusándolos de colaborar con el Ejército. En septiembre del mismo año, el EGP mató a 16 pobladores en Pujujil I, Chuacruz.

	Relaciones interétnicas y de poder en la guerrilla 

La complejidad de las relaciones interétnicas se puso de manifiesto en pleno conflicto armado. Tal vez los kaqchikeles no querían que los quichés dirigieran sus estructuras, pero eran éstos los que tenían mayor disposición individual de integrarse a tiempo completo a la lucha. Los kaqchikeles son más comunitarios, mantienen más sus tradiciones y un mayor apego a la tierra y a la familia. No todos los padres aceptaban que sus hijos se incorporaran a tiempo completo, porque tenían que ayudar en el trabajo de la tierra. (IC 199, Sololá, años 80.)

Otra dimensión ofrecían las relaciones entre indígenas y ladinos. Los ladinos en Sololá son una porción minoritaria y habitan fundamentalmente en la cabecera, trabajando como empleados públicos. Cuando fue la toma de Sololá, la mayoría de los que llegaron eran indígenas y algunos de los comentarios de los ladinos eran: todos los indios son guerrilleros. (IC 209, Sololá, años 80.)

Los mandos guerrilleros no estuvieron ajenos a estos avatares. La toma de Sololá estuvo a punto de suspenderse porque en pleno preparativo surgió la discusión sobre quién debería dirigirla. Los indígenas estábamos opuestos a que los capitalinos vinieran de decirnos cómo hacerlo, no importaba que ellos fueran delegados de la Dirección Nacional. Éste era un asunto nuestro y nuestros líderes, que conocían el terreno, debían de comandarnos. Al final de arregló, pero fueron momentos de mucha tensión. En la zona Ixil ocurrió algo parecido. Incluso ahí un comandante ixil propuso un levantamiento indígena dentro de la guerrilla ante la insensibilidad de los ladinos que formaban la Dirección y sobre todo porque nos estaban llevando a un fracaso con un altísimo costo en vidas humanas, sobre todo indígenas. A este comandante se le disuadió. Decidimos que no era el momento, porque entonces sí... podiamos quedar en dos fuegos: el del Ejército y el de la guerrilla ladina. (IC 217, ex-combatiente, años 80.)


En El Quiché
Durante 1982 la actividad guerrillera continuó afectando a casi todo el departamento. El Ejército respondió con masacres masivas de comunidades campesinas especialmente del área central del departamento, recurriendo para ello en numerosas ocasiones a los mismos patrulleros civiles de comunidades vecinas. 

Destacan en esta campaña las masacres contínuas contra las aldeas de municipios como San Pedro Jocopilas y los asesinatos ejemplificantes y selectivos en las cabeceras de El Quiché y Chichicastenango. Este breve recuento corresponde apenas a los meses de enero y marzo de 1982: el 5 de enero se produjo la masacre de San Bartolo Jacaltenango, donde asesinaron a 300 personas con la participación de patrulleros civiles de San Pedro Jocopilas (entre ellos Chús Barrios, Mincho Girón y Ernesto Girón, señalados de robar tierras a los de San Bartolo); el 22 de enero en el cantón Chiticun, de San Pedro Jocopilas, 40 soldados quemaron vivas a 19 personas, niños y mujeres; el 23 de enero tropa del Ejército violó y asesinó a tres jóvenes en el cantón San Pablo, de San Pedro Jocopilas; el 6 de marzo el Ejército asesinó a 200 personas en Zacualpa, según informó Prensa Libre el 11 de marzo; el 29 de marzo fueron asesinados cuatro campesinos en Santa Cruz del Quiché.

En Alta y Baja Verapaz
En las verapaces operó el Frente Guerrillero del EGP Marco Antonio Yon Sosa (MAYS), creado en 1981, y el Augusto César Sandino, especialmente en el área suroccidental. Las verapaces, sobre todo la zona suroccidental, eran consideradas por el EGP como un enclave logístico estratégico por estar radicado entre los frentes Augusto César Sandino (Chimaltenango), Ho Chi Minh (Quiché-Alta Verapaz) y el Frente de las FAR Panzós Heróico (oriente de Alta Verapaz e Izabal). Sin embargo, el surgimiento del MAYS y la intensa actividad que desplegó durante varios meses de 1981 y 1982 puede atribuirse a un intento de dispersar a las fuerzas del Ejército, que ya habían lanzado su primera ofensiva contra el Augusto César Sandino, así como a la consigna de generalizar la guerra de guerrillas.

Aunque ya se habían registrado algunos atentados previos, el comienzo de la actividad guerrillera en la zona norte puede fecharse el 12 de septiembre de 1981, cuando el EGP hizo explotar bombas en Cobán (Alta Verapaz), destruyendo la Comandancia de Reservas Militares, y en Salamá (Baja Verapaz) donde acabó con el edificio de Gobernación departamental; además cortó las carreteras entre Mixco Viejo y Granados y las de Granados con El Chol, Salamá y Rabinal. 

Fue a finales de 1981, después del surgimiento del Frente MAYS, cuando se iniciaron más abiertamente las masacres, involucrando sistemáticamente a los patrulleros civiles.

Después de la ofensiva de finales de 1981 sobre el sur de Quiché y norte de Chimaltenango, sobre la ruta Panamericana, el Ejército se dirigió, en enero de 1982, a la Sierra de Chuacús y después a la sierra de los Cuchumatanes. El Ejército envió unidades de la Guardia Presidencial a estas áreas, al tiempo que comenzaron los ametrallamientos en círculo alrededor de las aldeas de Alta Verapaz, mientras el Frente Yon Sosa intensificaba sus acciones hasta agosto, cuando repentinamente cesó su actividad.

Por su parte el Ejército concentró su actividad en eliminar todo apoyo a la guerrilla en las comunidades de Rabinal, Río Negro y San Cristóbal Verapaz, las zonas geográficamente más estratégicas para la guerrilla. Así, entre septiembre de 1981 y agosto de 1983 fueron asesinadas entre 4 y 5 mil personas de Rabinal, de un total de 22,733 habitantes con que contaba este municipio (EAFG, 1995).

El general Ríos Montt dio una orden de cortar todos los árboles en un margen de 50 metros a ambos lados de las principales carreteras del país para impedir ataques guerrilleros a los convoyes militares. En 1983, los patrulleros de San Cristóbal, Tactic y Chamá, comenzaron a salir a cazar población escondida en la montaña. Los patrulleros de Salaqwín, vinculados con la Zona Militar de Playa Grande, destacaron en sus cacerías. El Ejército fijó tres lugares de concentración de población: Salaqwín, Las Conchas y la finca El Rosario.

En San Marcos
Durante esta etapa no se produjeron crímenes masivos contra la población en las zonas de influencia de ORPA. En esta situación influyó tanto el estilo de trabajo secreto y alejado de las organizaciones de masas que distinguía a ORPA, como el hecho de que el Ejército antepusiera dentro de sus objetivos estratégicos la neutralización del EGP. Sin embargo, las relaciones entre los campesinos y los finqueros de la zona fueron históricamente muy tensas. Por tanto, los propietarios agrícolas ordinariamente buscaron el apoyo y la protección del Ejército. Se sabe por testimonios de personas de las comunidades que, durante el conflicto, fue común la práctica de algunos jefes militares de recibir aportes mensuales en dinero para cuidar especialmente algunas fincas. En varias haciendas se instalaron destacamentos militares.

En San Marcos ocurrieron varias masacres y bombardeos, como se relata en el anexo del Tomo II de este Informe, en Sacuchum Dolores (San Pedro Sacatepéquez), Xolhuitz (Tajumulco), Bulaj (Tajumulco), Monte Cristo (Tajumulco) y El Tablero (San Pedro Sacatepéquez), entre otras, que tuvieron un fuerte efecto sobre el tejido social de las comunidades.

En Petén
Cuando recrudecieron los combates, a partir de 1981, el Ejército ya había iniciado la represión contra las cooperativas, caseríos, parcelamientos y aldeas donde detectaba la presencia de las FAR..La presión del Ejército contra la población que podía apoyar a los guerrilleros se mantuvo creciente, pasando de asesinatos aislados –como cuando el 14 de marzo de 1979 apareció el cadáver de Samuel Sucul, líder campesino de San Luis Petén–, a las acciones masivas. En 1980 se efectuó la primera masacre en la aldea El Limón (Santa Ana), luego esta práctica se fue extendiendo. Durante mayo, junio y julio de 1981 el Ejército se centró en Petén, donde cometió masacres y obligó a la población a huir a México. A principios de 1982 la fuerza armada organizó las patrullas civiles, particularmente en las cabeceras municipales.

Esta presión se mantuvo durante los últimos meses del gobierno del general Lucas. Sin embargo, la llegada del gobierno de Ríos Montt y la generalización de la política de tierra arrasada tuvo también efectos devastadores en El Petén, como las masacres en las aldeas Palestina, Josefinos y Macanché, en marzo y abril de 1982.

En la capital y la costa
La represión se volvió mucho más selectiva y en buena medida estuvo dirigida contra las FAR y el PGT, que aún no habían sido golpeadas en sus estructuras capitalinas. Cabe destacar, dentro de estas acciones, el desaparecimiento de 15 activistas del FERG-educación media, de tres dirigentes sindicales de la USAC y de la asesora laboral Yolanda Urízar, entre muchas más.

La costa era una área estratégica de disputa donde confluían todas las organizaciones guerrilleras y donde el Ejército concentró buena capacidad de fuego. Desde antes de la huelga de los trabajadores de las fincas, en febrero de 1980, en la zona existían destacamentos militares en Palín (uno) y Masagua (tres). En 1982 se estableció un destacamento en Sipacate, otro en La Gomera, en la Democracia y Tiquisate, lugares donde también hubo patrullas civiles. Pero donde se identifican los orígenes de la represión más dura fue en la zona militar de Santa Lucía Cotzumalguapa. 

Después de la huelga de 1980 vino una gran represión. Comenzó en las fincas, con los rancheros, a los que mataron o hicieron desaparecer. También atacaron a los sindicatos; por ejemplo el Sindicato de Trabajadores de Madre Tierra y el de Santa Ana fueron descabezados completamente (IC 017, Escuintla, años 80). Los finqueros tenían contratados cuerpos de seguridad, en buena medida integrados por la Policía Militar Ambulante (PMA). 

En Quetzaltenango 

Bajo Ríos Montt el Ejército promovió la reestructuración del poder municipal. Seleccionó a dedo a los alcaldes, pero cuidando que tuvieran liderazgo en las comunidades. Después de posesionar a las autoridades promovió la formación de las PAC. Grupos de seis patrulleros encabezaban los operativos de búsqueda de la guerrilla entre los montes y barrancos. Para contrarrestar la probable simpatía de la población a los guerrilleros, el Ejército fue arreciando el terror. En Coatepeque las fuerzas armadas paseaban desnudos por la plaza pública a supuestos guerrilleros prisioneros, que mostraban señales de torturas, al tiempo que advertían a la población de las consecuencias de colaborar con la insurgencia. En Santa Lucía La Reforma también fueron torturados delante de la población personas detenidas por el Ejército. Sus cadáveres aparecían luego tirados a la orilla de las carreteras. 

El Ejército además realizaba operativos en las comunidades y en las carreteras, donde detenía las camionetas y registraba a los pasajeros, portando listados de personas señaladas de colaborar con los grupos rebeldes. En ocasiones los soldados acompañaban a los hombres encapuchados que señalaban a los supuestos guerrilleros.

6. La Iglesia en la mira

Con la llegada del gobierno militar de Ríos Montt, la persecución contra sacerdotes de la Iglesia menguó, aunque entonces la actividad represiva se ensañó con los activistas de Acción Católica y los catequistas. Así, en diciembre, en la aldea Tabil de Santa Cruz del Quiché, el Ejército obligó a los patrulleros a asesinar a cinco activista de Acción Católica, y el 4 de ese mismo mes los militares llegaron al cantón Santabal de San Pedro Jocopilas, en busca de cuatro activistas de Acción Católica, y al no hallarlos mató a seis mujeres.

La ofensiva contra la Iglesia católica, con la llegada al poder de Ríos Montt, anciano de la Iglesia del Verbo, adquirió otro carácter. En marzo de 1983 la visita del Papa fue saludada con seis fusilamientos y actos de agravio del presidente a la máxima autoridad católica. Nuevamente, en abril, se registraron actos de sabotaje contra las celebraciones de Semana Santa, hasta que el 7 de junio la Conferencia Episcopal publicó la carta pastoral Confirmados en la Fe, condenando el régimen.

La llegada de Ríos Montt y el boom de las sectas neopentecostales tuvo una especial connotación en la ofensiva contrainsurgente. Por ejemplo, con el golpe de Ríos Montt comenzó a actuar en el área Ixil la Iglesia del Verbo, filial guatemalteca de la iglesia fundamentalista Gospel Outreach, con sede en Eureka, California, Estados Unidos. La Iglesia del Verbo, para canalizar estas ayudas, creó la Fundación de Ayuda al Pueblo Indígena (FUNDAPI), con sede en 16 calle 1-45 de la Zona 10, la cual editó documentos de divulgación desde enero de 1983.

Entre los ancianos de la Iglesia del Verbo vinculados a este programa estaban, entre otros, Harris Whitbeck, misionero del verbo y militar especializado en contrainsurgencia; Alfredo Kalschmmidt, delegado para Alta Verapaz desde su sede en Chisec; Jesse Camey, responsable del Programa de Ayuda a Áreas en Conflicto (PAAC); Rolando Lavidalle Guzmán, encargado de relaciones públicas y enlace entre la Secretaría de Bienestar Social y el PAAC; Ray Elliot hijo, responsable de PAAC para Nebaj; George Hughes, responsable de la construcción de las pistas de aterrizaje en el área Ixil.

	Buscando entre las cenizas 

Una visita del obispo de La Verapaz , Gerardo Flores, a las parroquias de la diócesis entre el 10 y el 17 de mayo de 1982 hacía las siguientes descripciones. 

· En algunas parroquias (Rabinal, Chisec, Raxruha, San Cristóbal) hay aldeas que han quedado sin habitantes. Otras cuentan con un número muy alto de viudas y huérfanos; no hay hombres ni jóvenes. En algunas hubo también destrucción de los templos y ermitas (Cobán, San Cristóbal). Otras viven bajo una tensión casi insorportable, porque han sido acusadas públicamente de que todos son guerrilleros. El quehacer pastoral está paralizado. Varias parrouias (Salamá, Rabinal, Calvario Cobán, San Cristóbal) han perdido a muchos de sus catequistas o delegados porque han sido asesinados, han tenido que esconderse o han dejado sus funciones. En varias aldeas los católicos han tenidos que enterrar sus biblias, libros de canto y sus cuadros. 

· Otras parroquias o parte de sus comunidades (Panzós, Senahú, La Tinta, Telemán, Tamahú, Purulhá, Cubulco, Chamelco, San Marcos Cobán) no han experimentado la violencia a gran escala, pero viven un clima de miedo, tensión y desconfianza causados por algunos secuestros, amenazas, acusaciones, rumores, prohibiciones y restricciones de actividades religiosas, o por la imposición de las PAC se ha provocado el alejamiento de los catequistas y el desánimo de la comunidad. 

· Hay sin embargo otras parroquias que casi no han conocido hechos de violencia y donde todo está tranquilo (San Jerónimo, Catedral Cobán, Boloncó, Chahal, Las Casas, Tucurú). Estas desarrollan sus actividades con normalidad, incluyendo visitas a aldeas, cursillos, reuniones y celebraciones. Igual situación se da en aquellas parrouias donde se afirma que ha vuelto la tranquilidad (Raxruhá, Campur) o donde solamente en las últimas semanas han ocurrido hechos violentos (Tactic, Carchá). 

Los ataques ya no se concentran en los sacerdotes o religiosas, sino en los catequistas que son más vulnerables: todos los catequistas están con la guerrilla. Las organizaciones revolucionarias tratan de penetrar en reuniones y celebraciones manipulándolas políticamente. En La Tinta y Telemán ha habido un aumento de catequistas descontrolado: a veces confiamos en ellos sin saber quienes son. Se señala que hay un aumento del espiritismo y la brujería y que las comunidades van a las celebraciones cuando hay un conjunto musical.

El protestantismo 

· En el Polochic su influencia es muy fuerte, por ejemplo en Tamahú se fueron dos catequistas con toda su gente. 

· En Chahal hacen muchas visitas a domicilio y cinco catequistas se han pasado al evangelio. 

· En Boloncó muchos se pasan por el ataque fuerte de los protestantes. 

· En Cobán unas señoras evangélicas invitan a muchas señoras católicas importantes a reuniones tipo carismático. 

La cosa se pone peor cuando se mezclan conflictos de tipo político con tensiones religiosas. Por ejemplo en el cruce en Playa Grande, se causa muchos problemas a los católicos mientras que dejan pasar sin más a los evangélicos. Los protestantes muchas veces escapan de la represión (Rabinal) o son los que provocan las primeras dificultades por sus denuncias falsas o buscan puestos públicos (comisionados) para imponerse sobre la mayoría católica (Cobán). Un caso extremo es el de Salaqwim (Cobán) donde el comisionado utilizó su poder para ganar feligreses: daba la inscripción militar solamente a los que pasaban a la Iglesia Nazarena. Él es responsable de la muerte de un catequistas y del secuestro de un grupo de diez personas. Está también la imposición de una nueva tarjeta de identificación personal con la mención de la religión que profesa el portador.


CAPÍTULO QUINTO
EL GOBIERNO DE MEJÍA VÍCTORES
El 8 de agosto de 1983 se produjo el golpe que depuso a Ríos Montt y colocó como jefe de Estado al ministro de la Defensa, general Oscar Humberto Mejía Víctores. La asonada apenas encontró oposición. Se resistió la Guardia Presidencial, con un saldo de cinco muertos y 30 heridos, y un grupo de oficiales jóvenes transmitió por la radio un comunicado acusando a Mejía Víctores de ser responsable de la represión en los 17 meses anteriores. 

La proclama golpista la encabezaba el general Mario López Fuentes, como jefe del Estado Mayor de la Defensa, pero además iba calzada por todos los comandantes de zonas militares y de guarniciones de importancia en el país, un grupo que pasaría posteriormente a seguir controlando colegiadamente la situación política a través del llamado Consejo de comandantes . El nuevo régimen militar se apresuró a formar un gobierno predominantemente civil; Fernando Andrade Díaz-Durán, un influyente político conservador y empresario financiero, cercano a los generales Rodolfo Lobos Zamora y Héctor Nuila Hub, se convirtió en la figura clave de la transición política. De hecho, el golpe no implicó una ruptura con el proceso iniciado en 1982, sino acaso una vía menos radical, lo que sin embargo no evitó confrontaciones con los empresarios y los partidos, ni el peligro de inestabilidad política.

En las zonas rurales, una vez superada la etapa más aguda de las campañas contrainsurgentes, quedó la infraestructura parcialmente destruida, la producción desorganizada, y cientos de miles de víctimas que requerían programas de emergencia que el Estado no estaba en capacidad de garantizar. El esquema de aldeas modelo y polos de desarrollo ni siquiera llegó a cubrir las necesidades mínimas de sobrevivencia de las personas internadas en estos proyectos, y las ayudas internacionales que pudieron canalizar –por ejemplo al controlar los fondos del Programa Mundial de Alimentos, o las donaciones para desarrollo rural de la AID– resultaron insuficientes.

Con el golpe de estado de 1983 el Ejército intentó especialmente restablecer la estabilidad interna de la institución, que había sido conmovida por los jóvenes oficiales que impulsaron el golpe del 23 de marzo de 1982. Apenas instaurado el gobierno de Mejía Víctores se volcó a reencauzar el proceso de institucionalización del régimen. 

CAPÍTULO SEXTO
EL GOBIERNO DE VINICIO CEREZO
Primera Parte
La transición (1986-87)
La Democracia Cristiana (DC) ganó con el 67% de los votos las elecciones de 1985. Durante su campaña, el candidato Vinicio Cerezo manejó con prudencia los tópicos de la situación militar. Fueron frecuentes sus referencias a la violencia del pasado, pero se cuidó mucho de hacer señalamientos concretos contra el Ejército. Sin embargo, frente a las presiones del Grupo de Apoyo Mutuo (GAM) prometió crear una comisión para determinar el paradero de los desaparecidos. También dijo que realizaría un referéndum aldea por aldea sobre el futuro de las Patrullas de Autodefensa Civil (PAC). Aseguró que las Coordinadoras Interinstitucionales pasarían a control civil, y que controlaría la Inteligencia Militar (D-2) y al Estado Mayor Presidencial (EMP) nombrando a personas de su confianza. Además anunció que haría desaparecer el Departamento de Investigaciones Técnicas (DIT) de la Policía Nacional, creado por el régimen de Ríos Montt y acusado de violaciones de los derechos humanos. 

En la campaña electoral todos los partidos renunciaron a emprender reformas estructurales del tipo de la reforma agraria o fiscal, y a excepción de la DC todos los partidos criticaron las medidas fiscales del gobierno militar y apoyaron un programa económico neoliberal. Antes de las elecciones los sectores más modernos de los empresarios se mostraban confiados en un posible triunfo de la DC. Al afirmar que nadie va a matar la gallina de los huevos de oro expresaban su convencimiento de que la cúspide demócrata-cristiana coincidía con ellos en el peso que los empresarios habrían de tener en un futuro desarrollo económico. Por supuesto se trataba solamente de un sector de los empresarios, pero eran los que habían jugado un papel determinante en la unificación y definición de objetivos del sector. El resto parecía más unificado en torno a las medidas concretas que se pudieran aplicar, que en la capacidad política de la DC para lograr el crecimiento económico que ellos esperaban. 

Algunos sectores del empresariado vieron las elecciones de 1985 como una especie de termómetro que les permitiría conocer mejor las perspectivas para la estabilidad a mediano y largo plazo, y medir las posibilidades de que sus postulados económicos se aceptaran como parte del nuevo consenso social. Este apoyo (a la democracia) tomó, por un lado, la tradicional forma de contribuciones económicas (a los partidos políticos); por otro lado, y de manera consciente con sus esfuerzos por mejorar su propia imagen y renovar su capacidad dirigente frente al conjunto de la sociedad, algunas organizaciones gremiales asumieron el papel de educación cívica tanto en relación a la nueva Constitución como al proceso electoral. En el sector empresarial se compartía un desprecio profundo por todos los partidos políticos y por la gran mayoría de sus dirigentes.

 

1. La concertación

Las relaciones entre la DC y el Ejército ya se habían desarrollado en los últimos meses de 1985 en el marco del Diálogo Nacional convocado por el régimen militar. Después del triunfo de Vinicio Cerezo, éstas aumentaron. También se produjeron en esos días presiones y amenazas de los cuerpos de seguridad para frenar el alcance de los cambios que el nuevo presidente pretendiera introducir. 

Así, el 12 de diciembre, el mismo día en que Cerezo anunció que disolvería el DIT, fue brutalmente torturada y asesinada Beatriz Barrios Marroquín, una maestra que ya había sido secuestrada y que estaba negociando su salida del país a través de la embajada de Canadá. Este crimen, aunque acarreó protestas diplomáticas, sirvió como desafío frente a las promesas de Cerezo de acabar con la impunidad de los cuerpos de seguridad.

El 3 de enero de 1986, antes de tomar posesión de la Presidencia de la República, Cerezo se reunió con el Consejo de Comandantes para presentar a los funcionarios que había elegido (Gramajo, 1995). Como ministro de la Defensa escogió al general Jaime Hernández Méndez, un militar que había jugado un papel clave en el golpe contra Ríos Montt y al que sólo le quedaba un año de servicio activo en el Ejército. Como jefe de Estado Mayor de la Defensa (EMD) eligió al general Alejandro Gramajo, vinculado con las corrientes desarrollistas y al que había conocido en el tiempo en que éste estuvo como agregado militar en Washington. Gramajo, a su vez, escogió como subjefe del EMD al coronel Manuel Antonio Callejas, el líder de La Cofradía, pero unido a Gramajo por lealtad a lo largo de la carrera militar. Cerezo designó al coronel Roberto Mata Gálvez como jefe de su Estado Mayor Presidencial (EMP), otro militar desarrollista que había desempeñado cargos importantes al frente de la campaña contrainsurgente, aunque como subjefe del EMP fue designado el coronel José Edgar Rolando Solís, un militar de inteligencia, también miembro de La Cofradía. Al frente de la D-2 quedó el general Edgar Augusto Godoy Gaitán, quien había ocupado puestos administrativos y de Estado Mayor en la época del general Lucas. 

Gramajo no era el oficial con mayores méritos para ocupar el puesto de jefe del EMD, y el nombramiento de Jaime Hernández, protagonista del golpe de 1983, como ministro –a pesar de que en un año debería pasar a retiro– significó un reconocimiento al grupo de poder instaurado en 1983.

Los militares más conocidos por su actividad desarrollista en el Comité de Reconstrucción Nacional (CRN) fueron promovidos a cargos en el Estado Mayor de la Defensa o en el gobierno. El nuevo papel de los jefes de los estados mayores Presidencial y Vicepresidencial, los llevó al poco tiempo a controlar toda la actividad pública y de despacho del presidente y del vicepresidente.

Simultáneamente, el régimen militar terminó de asegurar su futuro legalmente. El 10 de enero de 1986 fueron publicados 16 decretos-ley, de un total de 40 emitidos en esas fechas. Los más conocidos fueron el 8-86, que establecía la amnistía para todos los delitos políticos y comunes conexos cometidos durante el período 1982-86, y el decreto 25-86, que modificaba nuevamente la Ley Constitutiva del Ejército. Dentro de este paquete también fueron promulgados decretos-ley menos publicitados pero de gran significado, como el 43-86, que establecía el Consejo de Seguridad Nacional, y otros que asignaron pensiones vitalicias y hereditarias para funcionarios del régimen militar, o bien que modificaron el régimen patrimonial del Comisariato del Ejército. También se incluyó el reconocimiento legal de las PAC convirtiéndolas en Comités de Defensa Civil; se creó el Ministerio de Desarrollo Urbano y Rural, y se autorizó el contrato para supervisión de exportaciones con la firma francesa SGS. 

Tres días después de la toma de posesión del nuevo Presidente, se volvió a reunir el Consejo de Comandantes con su Alto Mando entrante, para que el jefe del EMD les expusiera los nuevos lineamientos (Gramajo, 1995). En esta ocasión el general Gramajo insistió en el profesionalismo y la apoliticidad de la institución, y presentó el Plan de Campaña Consolidación 86; hizo advertencias contra la corrupción y habló de una doctrina centralizada en materia de seguridad. [image: image2]1
Uno de los propósitos del Plan de Campaña Consolidación 86 era redefinir una doctrina integral de seguridad: la Estabilidad Nacional. En Guatemala, la política es la continuación de la guerra por otros medios fue la frase con que el mismo presidente resumió esta nueva concepción. En cuanto a los medios, Gramajo señala que se propusieron involucrar a organismos civiles, e incluso internacionales, en la atención a la población civil afectada por el conflicto armado, especialmente mediante ACNUR, la creación de la Comisión Especial de Atención a Refugiados (CEAR) y el Ministerio de Desarrollo, así como el traslado de las Coordinadoras Interinstitucionales a los nuevos gobernadores civiles. Al mismo tiempo se anunció que las Patrullas de Autodefensa Civil, que pasaban a llamarse Comités Voluntarios, no deberían incrementarse durante 1986. 

A pesar de todo, en los primeros meses del nuevo gobierno, el tema militar no pareció ocupar la principal atención del gobernante, concentrándose en negociar con los empresarios un Programa de Reordenamiento Económico y Social que debería satisfacer las inquietudes de los sectores desarrollistas del Ejército.

 

2. Los primeros acuerdos

En junio el Presidente anunció en una rueda de prensa que estaba elaborando un concepto de seguridad nacional, de acuerdo con la nueva situación democrática. En esos días la oficina de prensa de la embajada de los Estados Unidos distribuyó un discurso de Elliot Abrams, subsecretario de Estado, ante el Colegio Interamericano de Defensa: Hoy aprendemos una lección nueva; además del nexo entre la seguridad y el desarrollo, hay un segundo nexo, éste entre la seguridad y la democracia. Unas semanas después el recién nombrado director de la Policía Nacional, coronel Julio Caballeros, reconoció que existía una coordinación entre la policía y el Ejército, ya que aquella era la primera línea de combate a la subversión.

El tema que con más fuerza se reflejó ante la opinión pública referido a la cooperación entre el mandatario y el Ejército, fue la respuesta a aquellas presiones que exigían el esclarecimiento de la violencia y el juicio y castigo de los responsables. También en el desarrollo de los planes de guerra, el Ejército recibió el apoyo del presidente Cerezo. En 1986 se priorizó a las unidades de apoyo de servicios, terminándose de equipar el Hospital Militar y completándose unidades de transporte. La principal ayuda para este reequipamiento se logró en los Estados Unidos. 

Durante 1986 el Ejército limitó sus operaciones a lo que Gramajo llamaría Reconocimiento en Fuerza: cortas operaciones de incursión en zonas controladas por la guerrilla, concentrando gran cantidad de efectivos en áreas pequeñas para evitar bajas. Estas campañas, que se desplegaron en los meses de abril-mayo y octubre-diciembre, no impidieron que la actividad de la guerrilla del primer semestre alcanzara en el segundo semestre un desarrollo similar al de 1985. Las dificultades económicas parecieron haber limitado la capacidad ofensiva del Ejército. Sin embargo estas operaciones militares, especialmente en el área Ixil, comenzaron a arrojar un alto número de civiles capturados, según reflejó la prensa en los últimos meses del año.

Precisamente en la atención a la población desplazada por la guerra fue donde más claramente se mostró la colaboración del gobierno civil. Ya desde abril se produjeron los primeros casos de retorno de desplazados, que buscaron la protección de la Iglesia católica en Izabal y La Verapaz. En ambos casos el Ejército secuestró y asesinó a algunos de los retornados, con la correspondiente protesta de la Iglesia, que el presidente no atendió (Mack, 1989).

El segundo tema de concertación para respaldar la línea del Ejército, fue la negativa del presidente Cerezo a dialogar con la guerrilla. Inicialmente la URNG, en declaraciones del comandante Pablo Monsanto, ofreció un compás de espera para no entorpecer al gobierno en el cumplimiento de sus promesas electorales.

En mayo la URNG presentó una propuesta global de depuración y reestructuración de los cuerpos de seguridad, que fue respondida por el Presidente en su discurso del Día del Ejército, advirtiendo que no había más diálogo que acogerse a la amnistía. En octubre la URNG hizo pública una Carta Abierta donde proponía un diálogo al más alto nivel y según Gramajo, en noviembre de 1986, la guerrilla se acercó a la embajada de Guatemala en España para proponer conversaciones, que fueron aprobadas por el alto mando. Pero para finales de año la guerrilla ya se mostraba decepcionada de las expectativas ofrecidas por Cerezo y había restablecido su nivel de operaciones.

En lo que se refiere a los acuerdos previos con el sector empresarial, la formación del gobierno demócrata cristiano estuvo determinada por criterios partidistas, aunque en algunos puestos clave se colocó a personajes que tenían claras vías de acercamiento con el sector empresarial, como el presidente del Banco de Guatemala, Federico Linares, vinculado con la familia Castillo. 

Lo primero que el gobierno negoció con el sector empresarial fue un Plan de Estabilización Económica en el que los empresarios ofrecían apoyar determinadas medidas populistas con un impuesto especial a la exportación, a cambio de contrapartidas.

El 1 de mayo entró en vigor el Programa de Reordenamiento Económico y Social (PRES) que proponía Q100 millones para crear 400,000 puestos de empleo emergente; subía el encaje bancario para reducir el crédito de corto plazo y fijaba la tasa de interés en relación a la inflación; establecía un impuesto global y decreciente del 30% para las exportaciones; también mantenía el mercado de divisas controlado, pero se establecían tres tipos de cambio que permitían que los agroexportadores recibieran las divisas a 2.5 por 1, compensando así los impuestos extraordinarios.

En general los empresarios se mostraron satisfechos de esta negociación global, más fácil que las que tenían que mantener con el gobierno militar, aunque se reservaron el derecho de crítica por las muestras socializantes de la DC y de presión para desmantelar el sector público (Campo pagado en Prensa Libre 21/3/86).

Si bien el balance económico de los dos primeros años de gobierno demócrata cristiano resultó aceptable, el sector empresarial fue el único beneficiado ya que los contenidos populistas o desarrollistas del PRES no llegaron a ejecutarse, a pesar del aumento del presupuesto público. Ahora bien, en 1986 el gobierno sólo ejecutó el 30% del gasto social programado, debido a las presiones monetarias que le impuso el Banco de Guatemala.

3. Las primeras tensiones

Pronto el gobierno reaccionó frente a esta situación y en 1987 comenzó a producir giros en su política, lo que provocó la consecuente respuesta empresarial. El 19 de marzo el presidente hizo público su Memorándum a todos los guatemaltecos, en el que exponía el Plan de Reorganización Nacional (PRN) para 1987. Éste incluía extensas reformas estructurales para revertir la deuda social del Estado con su población. 

Ese mismo mes el gobierno anunció una campaña de entrega de fincas estatales y UNAGRO pidió la destitución del ministro de Agricultura, Rodolfo Estrada. Como respuesta el gobierno comenzó a analizar la posibilidad de una reforma tributaria revisando la base imponible, estableciendo un IVA diferenciado y aumentando el impuesto a determinadas importaciones. El Presidente inició nuevas negociaciones con el sector privado en dos puntos: reforma tributaria y papel del Estado en la economía, al tiempo que solicitaba al CACIF Q100 millones para detener el déficit fiscal.

Por otro lado se habían producido cambios en el gobierno: Rodolfo Paiz desplazó a los otros miembros del gabinete económico y preparó sus reformas tributarias al margen de la negociación. Las tensiones políticas generadas llevaron a la renuncia del presidente del Banco de Guatemala, Federico Linares.

En marzo se creó por acuerdo gubernativo el Departamento de Control Administrativo de la Presidencia (DECAP), bajo la dirección del coronel Hugo Morán Carranza, quien desde el ministerio de Finanzas había tenido que ver con el control de las evasiones de impuestos de algunos empresarios. En este contexto fue que se desencadenó el primer gran enfrentamiento público de la cúspide del sector empresarial con el gobierno: las huelgas empresariales de septiembre de 1987, que pusieron punto final a la etapa de concertación y permitieron salir a la escena pública a la nueva fuerza de choque del sector empresarial.

 

4. Ruidos en los cuarteles

Según relata Gramajo, las primeras protestas militares se centraban en el revanchismo de los funcionarios civiles que habían llegado al gobierno y que actuaban con espíritu antimilitarista.

En mayo de aquel mismo año algunos observadores advertían sobre el peligro de que se gestara en el Ejército una camarilla de altos mandos demasiado próximos al Presidente, con lo cual se rompería la tranquilidad institucional lograda por Mejía Víctores.

La política desarrollista generó críticas en los medios militares, pues se estancó por incapacidad administrativa, las presiones del sector empresarial y las contradicciones entre el Ministerio de Desarrollo (dirigido por René de León Schlotter) y otras dependencias como la Vicepresidencia (a cargo de Roberto Carpio Nicolle).

El Ejército continuó dando toda la importancia a su Sección de Asuntos Civiles, hasta el punto que en 1986 el Estado Mayor publicó su documento de doctrina. Esta misma Sección de Asuntos Civiles hizo circular a finales de ese año un documento titulado Análisis de las causales que hacen inoperante la estrategia global del gobierno.

La lucha contra la corrupción que anunció el Presidente en los primeros meses de mandato también generó recelos y suspicacias en las filas del Ejército, ya que las alusiones a la corrupción del pasado bien podían ser atribuidas al Ejército.

También la política exterior de neutralidad activa, anunciada en la reunión de presidentes centroamericanos de Esquipulas, provocó desconcierto en las filas militares, pues en ese momento el ministro de la Defensa era presidente del Consejo de Defensa Centroamericano (CONDECA).

La política de seguridad del nuevo gobierno civil provocó malestar en las filas militares. La disolución del DIT no pareció representar mayor problema para las estructuras de seguridad, que reincorporaron a los cuadros más importantes en la recién creada Brigada de Investigaciones Especiales y Narcóticos (BIEN). Tampoco en materia de garantías ciudadanas representó un avance. Los jueces sólo tomaban conocimiento de los datos del archivo del ex-DIT por certificación emitida por la policía.

En cualquier caso, las prioridades de la seguridad en este primer año parecieron centrarse en renovar sus métodos y estructuras, y actualizar sus bases de datos. La campaña psicológica contra el GAM fue lo más significativo, junto a determinados casos de violencia en el interior que mostraron cómo los comandantes de zona no acataban la doctrina centralizada.
 

5. La fuerza de la nueva derecha empresarial

Con el arribo del nuevo gobierno también llegaron al control de los órganos de decisión empresarial nuevos grupos, justamente cuando la coyuntura económica y política regional e internacional parecía favorecer el desarrollo y la mayor fuerza del sector empresarial guatemalteco. Los sectores económicos favorecidos por las medidas monetarias del gobierno se reactivaron inmediatamente. Así durante 1987 creció el cultivo de los productos no tradicionales de exportación; también el azúcar y el algodón, gracias a los precios logrados para el mercado interno en negociaciones con el ministro de Economía, y en el caso del café porque se legalizó su exportación. 

Igualmente se dio un incremento de la producción industrial y la producción de granos, estimulados por la liberalización de los precios tope. El sector de la construcción creció en un 20%, según el CACIF, y los ingresos por turismo triplicaron los de 1986. El CACIF anunció una repatriación de capitales de US$200 millones, y las exportaciones no tradicionales crecieron en un 53%. Finalmente, el sector financiero vio también aumentado su proceso de concentración, ya que si en 1983 los tres bancos más grandes acaparaban el 23% de las operaciones financieras, en 1987 esa proporción había subido al 39% (Marroquín/Escoto, 1993). 

Todos estos elementos influyeron para que el sector empresarial organizado adoptara una posición cada vez más beligerante contra el gobierno. Ya en marzo de 1986 el Consejo Nacional del Algodón y la UNAGRO se opusieron a las propuestas para diversificar el área dedicada al cultivo del algodón, que estaba básicamente ociosa. Pero fue en 1987, con la llegada de Juan Luis Bosch y Víctor Suárez a la Cámara de Industria, y de Edgar Heinemann a la Cámara de Comercio, cuando se impuso una línea más dura en el sector empresarial. El 11 de septiembre el CACIF convocó al primer paro empresarial de medio día a nivel nacional.

Juan Carlos Simons, diputado del MLN, vinculó los nuevos impuestos con el diálogo con la guerrilla que se había celebrado en Madrid. El Ejército está dividido, afirmó. Por su parte, el ministro de la Defensa, general Gramajo, se declaró contra la derecha desestabilizadora que pretendía que el Ejército le hiciera el trabajo sucio. La batalla contra los impuestos resultó finalmente negativa para el empresariado, ya que fueron aprobados. Pero en la lucha se desataron fuerzas incontroladas dentro del sector empresarial, que no tardarían en poner en riesgo los difíciles compromisos de la transición institucional.

 

6. Una batalla sin ganadores

La represión selectiva contra el movimiento popular no desapareció con la llegada del gobierno civil: el 15 de mayo fue asesinado el pastor Nicolás Chuy Cumes y el 2 de junio el GAM denunció la desaparición de 120 personas en los primeros seis meses del año. La situación no mejoró en 1987: los asesinatos y desapariciones de sindicalistas, profesionales y estudiantes continuaron; para el caso, sólo en abril fueron asesinados cuatro médicos en la capital.

En la mayoría de casos la represión pareció obedecer a intereses contrainsurgentes, aunque el presidente Cerezo los justificó el 20 de marzo de 1987, atribuyéndolos a la delincuencia común y afirmando que hasta ahora no se ha atacado a ningún dirigente sindical o político.

Fue en el campo, en las zonas en que la URNG aumentó su presión militar, donde la represión estuvo más acentuada, especialmente en áreas de Suchitepéquez, San Marcos y Quetzaltenango. Como respuesta a los movimientos revindicativos por tierras y a la permanente presencia de la ORPA, se produjo una cadena de asesinatos. También en Izabal, donde se habían registrado luchas sindicales, y en oriente y en la costa sur, donde estaba extendiéndose la presencia guerrillera, se dejó notar la represión, en especial en Chiquimula. 

En el área Ixil el Ejército también concentró sus esfuerzos contrainsurgentes en 1986. Fue en septiembre cuando el Ejército lanzó su ofensiva Fin de Año para capturar a la población que sobrevivía en las zonas de presencia guerrillera. Después de esta campaña militar, el 14 de noviembre, el general Gramajo declaró que 90 familias pedían semanalmente la protección del Ejército en el área Ixil, y se inició la construcción acelerada de las aldeas modelo. En total, durante 1987, el Ejército afirmó haber recuperado a 2,000 desplazados, de un total estimado de 7,000. 

A partir de la llegada del general Gramajo al Ministerio de la Defensa, comenzó a perfilarse una nueva estrategia en el Ejército, que sufriría un desplazamiento después del intento de golpe de Estado de mayo 1989 y se debilitaría al dejar el cargo en mayo de 1990, hasta ser reemplazada con la llegada del nuevo gobierno en 1991. No obstante, la línea definida por Gramajo incorporó a elementos y cuadros militares que resurgieron en mayo de 1993, y finalmente fueron los que encararon los procesos de negociación sobre el futuro del Ejército desde 1994 hasta su culminación.

Si en 1986 lo más destacado fue el proceso mediante el cual el gobierno civil se adaptó a las condiciones de los militares, durante 1987 el elemento dominante fue el nuevo equipo militar y su discurso, hasta que en mayo de 1988 sufrió la primera confrontación con un intento de golpe de Estado. En esta etapa los dos factores determinantes fueron la conformación de un nuevo grupo en la cúpula militar y su relación con el otro factor de poder, los empresarios.

Durante esta etapa el gobierno civil aún disfrutó de un considerable margen de confianza, dentro de lo que se llegó a llamar la democracia vigilada. Las actuaciones represivas se subordinaron fundamentalmente a los objetivos militares, aunque ya aparecieron los primeros síntomas de líneas de actuación represiva autónomas.

7. El poder de El Sindicato[image: image3]2
Si por un lado el espíritu corporativo y los privilegios de grupo unían a todo el Ejército frente a las presiones o desafíos externos, también dinámica excluyente y competitiva de la carrera militar favorecía el surgimiento de estos grupos internos de lealtad. El fuerte crecimiento de las estructuras de mando del Ejército, ocurrido a comienzos de la década de 1980, al calor de la etapa más dura de la guerra contrainsurgente, presionó aún más en este sentido. De hecho, con la nueva Ley Constitutiva del Ejército, un alto número de coroneles tendría que pasar a retiro apenas cumplidos los 50 años y sin haber tenido oportunidad de llegar al Alto Mando.

Adicionalmente, desde el momento en que el general Gramajo comenzó a promover a un grupo de altos oficiales fieles a su programa, aquellos que se sentían desplazados comenzaron a agitar el derecho histórico del grupo de 28 coroneles que conformaron le Consejo de Comandantes que apoyó el golpe de Estado de agosto de 1983.

Gramajo quiso dar a el Sindicato un carácter personalista, haciéndolo girar alrededor de su liderazgo. Los esfuerzos por desarrollar una Tesis de la Estabilidad Nacional que renovara la doctrina militar caminaron en este sentido. Todo parece indicar que un factor que ayudó a Gramajo a consolidar su influencia fue el desconcierto que creaba en la alta oficialidad la convivencia con un gobierno civil, aunque también encontró desde los primeros meses de su mandato liderazgos rivales y corrientes de opinión que se aferraban a los viejos esquemas.

Su primera maniobra fue lograr que llegara a la jefatura del Estado Mayor de la Defensa el general Manuel Antonio Callejas, el oficial con mayor liderazgo en la Cofradía. Pero también tuvo que promocionar a otros militares abiertamente hostiles a su línea de dirección, como los generales Pablo Nuila (nombrado director del CEM), José Luis Díaz Muñoz (en Mariscal Zavala) , Julio César Ruano (director de la PMA), o el coronel Byron Disrael Lima, jefe de Inteligencia en 1985 (nombrado comandante de la zona militar de Poptún, en Petén), quienes a lo largo de este período fueron ascendidos y degradados en el Ejército.

El general Gramajo creó su propio equipo de trabajo en el Ministerio de la Defensa y colocó a oficiales afines en otras dependencias del Estado. Fue este grupo (compuesto por oficiales de distinta jerarquía) el que diseñó la nueva estrategia militar en las áreas de seguridad interna, relaciones internacionales y política institucional dentro del Ejército. El mismo Gramajo insinúa que el poder de este grupo fue bastante fuerte en campos como las conversaciones con la URNG, las negociaciones internacionales en materia de derechos humanos, o los límites de la doctrina centralizada de seguridad interna, que se referían directamente a la política del ministerio.

8. La Doctrina de la Estabilidad Nacional

La nueva política de seguridad nacional que había anunciado el presidente Vinicio Cerezo en junio de 1986, la fue perfilando el general Gramajo a lo largo de 1987 y 1988. Muy bien definido quedó el papel de las fuerzas armadas como garantía de la supervivencia del Estado. Debemos ser la reserva moral de la nación, advirtió Gramajo. Y propuso el dilema central de este esfuerzo como el intento por responder una pregunta: ¿Es el Ejército anticomunista, o pro democrático? Se entendía al gobierno civil como un instrumento para la continuidad de su política contrainsurgente global, y se aconsejaba mantener la seguridad como fundamento de la estabilidad nacional
Simultáneamente Gramajo hizo un esfuerzo para hacer llegar su nuevo pensamiento militar a otros sectores de la sociedad. Pero fue el llamado Foro empresarial 27 años de lucha por la libertad la actividad de mayor relevancia. En 1988 el Estado Mayor de la Defensa Nacional publicó un documento titulado La Tesis de la Estabilidad Nacional, en el que el concepto de seguridad interna quedaba descrito como

El complejo de acciones realizadas por el Estado, en el marco de la seguridad nacional y en el ámbito del país, con el objetivo de destruir o neutralizar los antagonismos o presiones, de cualquier origen, forma o naturaleza, que se oponen o pueden oponerse a la conquista y mantenimiento de los objetivos nacionales . 

El nuevo concepto de Estabilidad Nacional y la forma en que fue presentado, tanto dentro del Ejército como fuera de la institución, pronto generó una corriente de oposición dentro de la fuerza armada que terminaría en el intento de golpe de Estado de 1988.

 

9. La Ofensiva de Fin de Año
El plan de campaña Fortaleza 87 tenía previsto un componente hacia afuera que se concretó a partir de septiembre, cuando el Ejército concentró unidades especiales y tropas de varias zonas militares en la llamada Ofensiva Fin de Año contra los frentes guerrilleros del EGP y la ORPA .

En marzo organizó una masiva campaña de reclutamiento entre desempleados de la costa sur llamada Amistad 87. En abril resultó llamativo el uso que el Ejército hizo de varios helicópteros Chinook, cedidos por el Comando Sur del Ejército de Estados Unidos, para trasladar tropa que reforzó la zona militar de Playa Grande. Un mes más tarde el Ejército lanzó incursiones contra los frentes guerrilleros en el área Ixil, que se acompañaron con un masivo reclutamiento de patrulleros.

La Ofensiva de Fin de Año en el norte del país movilizó a unos 3,500 soldados, en una combinación de los batallones de cada zona militar involucrada, más el empleo de tropas especiales. El mando centralizado en la jefatura de la Fuerza de Tarea Kaibil Balam, que recaía en el coronel Jaime Rabanales, permitió unificar el esfuerzo militar en objetivos precisos, que permitieron al Ejército instalar puestos de patrulla avanzados en áreas que anteriormente controlaban los frentes guerrilleros.

Sin embargo los efectos de la Ofensiva de Fin de Año se sintieron más sobre la población desplazada que sobre las unidades militares guerrilleras, que apenas experimentaron bajas. Los planes se complicaron, además, cuando en noviembre el Congreso de los Estados Unidos no aprobó la ayuda solicitada de US$10 millones.

En enero de 1988 Gramajo anunció el Plan de Campaña Unidad 88, destinado a convertir la ventaja militar en ventaja política e impedir que la guerrilla haga contacto con la población. Se disolvieron las Fuerzas de Tarea y el peso de la ofensiva recayó sobre las unidades especiales de Paracaidistas, Guardia de Honor y kaibiles, encargadas de mantener los puestos de avanzada que se habían logrado en 1987, mientras que las tropas de las zonas militares se encargaban del control de la población. 

En febrero de 1988 la ORPA desató una ofensiva militar en el área de Patzún, donde hasta entonces no se había registrado actividad guerrillera especial, en tanto que las FAR aumentaron sus tomas de poblaciones y carreteras en Petén. El EGP centró sus esfuerzos en extender sus frentes guerrilleros más al sur de donde había llegado la Ofensiva de Fin de Año, y en reconstruir sus redes logísticas, haciéndolas autónomas de la población desplazada.

 

10. La neutralidad Activa

A comienzos de 1987 Cerezo explicó a sus correligionarios el sentido de la neutralidad activa: nuestra amenaza no está en Nicaragua, sino en las montañas. Hay que manejar el conflicto regional de manera que nos favorezca en nuestra situación interna. Hasta ese momento la política exterior del gobierno civil no era sino una continuación de la emprendida por los gobiernos militares. Sin embargo, unos meses después, al aprobar los presidentes centroamericanos el Plan de Paz del presidente Oscar Arias, el gobierno guatemalteco comenzó a perder el control de la situación. 

Gramajo había establecido relaciones en Washington con el despacho del abogado liberal Paul Ritchler, el mismo que asesoraba al gobierno sandinista. Por parte del gobierno la cancillería fue entregada al hombre fuerte de la DC, Alfonso Cabrera, quien incorporó a personajes de la confianza del Ejército, como Ariel Rivera y Antonio Arenales Forno, enviando a otros como José Luis Chea y Francisco Villagrán hijo a Ginebra y Washington.

Aunque se creó una Comisión de Verificación del cumplimiento de los compromisos de paz, Cerezo confiaba en que su mediación acerca de los sandinistas neutralizaría cualquier presión de los grupos guerrilleros. Por lo demás el gobierno se limitó a cumplir formalmente los compromisos, promulgando en noviembre un nuevo decreto de amnistía (que se usó como elemento propagandístico en la Ofensiva de Fin de Año), instalando la Comisión Nacional de Reconciliación (CNR) y llevando a cabo una reunión con la URNG en octubre en Madrid, España.

Por su parte la URNG aumentó considerablemente su actividad político diplomática. Durante 1988 la URNG siguió insistiendo en sus propuestas de cese al fuego, creación de zonas desmilitarizadas e inicio de un diálogo político con el gobierno. Por otro lado, sus iniciativas políticas se centraron en aquellas instituciones que como la Iglesia católica, la CNR o el presidente Oscar Arias de Costa Rica habían expresado su voluntad mediadora.

Frente a estas iniciativas el Ejército elaboró una estrategia defensiva, consistente en apegarse a la legalidad de la Constitución de 1985 y defender la estrategia de no reconocer a los subversivos bajo ningún concepto de beligerancia como parte involucrada en un conflicto interno. Esta postura la expuso el Alto Mando del Ejército a la CNR en una reunión celebrada en febrero de 1988. En cualquier caso el Ejército logró que durante 1987 y 1988 que el conflicto interno en Guatemala no fuera considerado dentro de la agenda del proceso de paz centroamericano.

 

11. El mensaje y otras técnicas

La actividad represiva del Ejército tuvo en esta etapa dos manifestaciones. Una relacionada con el desarrollo de la guerra y otra destinada a amedrentar a las organizaciones populares o a activistas de los grupos guerrilleros que regresaban al país, en lo que se llamó la técnica del mensaje (Jonas, 1994).

Viendo en perspectiva la trayectoria de violaciones de los derechos humanos en el período de enero 1987 a mayo 1988, llama la atención en primer lugar la larga lista de secuestros y asesinatos con tortura contra campesinos de las zonas de San Marcos, Retalhuleu, Suchitepéquez, Sololá y Chimaltenango, llevadas a cabo por grupos uniformados. Por tratarse de una zona de expansión de los frentes guerrilleros de la ORPA, es fácil suponer que se trató de crímenes contra supuestos colaboradores de la guerrilla. La ausencia total de capturas y entrega a los tribunales de justicia, hace pensar que la política seguida por las autoridades militares en las zonas de conflicto fue la de secuestrar y desaparecer a los sospechosos de colaborar con la guerrilla. Esta situación fue claramente percibida en comunidades como Santiago Atitlán.

Otra de las características de la política represiva controlada por el Estado fue seguir usando en la capital a las fuerzas de la Policía Nacional para llevar a cabo actos intimidatorios contra las organizaciones del movimiento popular, buscando la manera de que pudieran ser atribuidas a la delincuencia común u otros tipos de violencia, forma de represión que se centró en cuadros medios y activistas anónimos, que no alcanzaban resonancia internacional. Cuando el presidente fue cuestionado en marzo de 1987 sobre el aumento de las violaciones a los derechos humanos, lo atribuyó a la delincuencia común.

Mientras la Policía Nacional era equipada con ayudas de los gobiernos de Alemania, Venezuela, los Estados Unidos y España, sus elementos, controlados por oficiales de la D-2, eran usados para realizar el trabajo sucio de la contrainteligencia (WOLA, 1989). Existen sin embargo suficientes indicios de que esta situación provocó contradicciones sobre la política de seguridad. El desarrollo y la modernización de los cuerpos policiales, publicitado por el ministro de Gobernación, Juan José Rodil Peralta, fue usado por los grupos desestabilizadores dentro del Ejército. En diciembre de 1987 el columnista Danilo Roca aseguraba que el gobierno estaba creando un super cuerpo de seguridad presidencial, dirigido por Rodil Peralta, que podía convertirse en un desafío al Ejército. Aunque esta denuncia podría no tener más fundamento que el propósito de inquietar a los militares, el incidente de la Pánel Blanca en marzo de 1987, reflejó una lucha interna por el control de los cuerpos de seguridad del Estado.

El gobierno logró presentarse como una víctima asediada por extremistas de ambos bandos que seguían recurriendo a la violencia, y así consiguió que en marzo de 1987 la Asamblea de la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas decidiera retirar el observador para Guatemala y sustituirlo por un asesor. También el informe del Departamento de Estado sobre la situación de derechos humanos en Guatemala durante 1987 reconoció avances en el control de la violencia oficial. Para ello, además de cumplir formalmente los compromisos de Esquipulas II, el gobierno nombró al Procurador de Derechos Humanos e intentó neutralizar al GAM reconociendo a un grupo disidente y aprobando una Ley de Asistencia para Viudas y Huérfanos, con el propósito de restar audiencia al grupo.

Precisamente fue en el tema de los refugiados donde con más claridad se percibió la actitud defensiva del gobierno. Aunque en enero de 1987 el presidente aceptó el retorno libre de los refugiados en una reunión con delegados de ACNUR, el comandante de Huehuetenango impuso arbitrariamente la firma de un acta de amnistía para los retornados, lo cual provocó que la Iglesia católica estimara que aún no habían condiciones para el retorno. 

Esta posición dura del Ejército se reafirmó en un documento elaborado por el coronel Molina Bedoya, en el cual aconsejaba el no retorno o el internamiento de los retornados en campos especiales. El mismo Gramajo, en el foro 27 años de lucha por la libertad, reconoció que este tema fue analizado en el Estado Mayor y que éste aconsejó que no se autorizara el retorno en tanto no se lograra cierto trabajo de acondicionamiento psicológico. En cualquier caso, tanto en el tema de los refugiados como en el de la población desplazada, el punto de vista oficial fue que se trataba de bases de apoyo a la guerrilla que el Ejército estaba logrando conquistar. Simultáneamente la presidencia logró que comenzaran a fluir fondos asistenciales para esta población, creó la CEAR pero sin lograr que los mandos militares dejaran de tratar a los desplazados como prisioneros de guerra (Mack, 1989).

 

Segunda parte
La conspiración (1988-89)
El gobierno inició 1988 intentando recuperar nuevamente el tiempo perdido. El Presidente llamó a este año el de las realizaciones y retomó la agenda de reformas del Plan de Reordenamiento Nacional. Así, emprendió una actividad febril, con reuniones de gabinete cada diez días y en febrero se aprobó la Ley de Consejos de Desarrollo en vísperas de celebrarse las elecciones municipales.

Dentro de esta campaña populista, en febrero el gobierno firmó un pacto con la UASP y rompió las conversaciones con el CACIF. El pacto incluía un incremento de la tarifa de energía en un 40% para uso comercial e industrial, un aumento salarial de Q50 en el sector privado y la revisión de salarios mínimos. Por otro lado, confiado en su victoria del año anterior con el tema de la reforma tributaria, el gobierno se aproximó a sectores empresariales aislados pero influyentes, apoyado indirectamente por el nuevo embajador de los Estados Unidos, James Michel.

La Conferencia Episcopal apoyó este giro del gobierno y el 29 de febrero de 1988 publicó su carta pastoral El clamor por la tierra. También el Ejército definió su política de Estabilidad Nacional, según la cual entendía al gobierno civil como un instrumento para la continuidad de su política contrainsurgente global. 

 

1. Los golpes

Esta secuencia de medidas fue crispando los ánimos de los sectores empresariales más radicales, y cuando la DC en las elecciones municipales ganó abrumadoramente frente a una coalición de todos los grupos de derecha, el descontento de una parte del sector empresarial se canalizó hacia el grupo de militares que ya estaban conspirando contra el gobierno. Así, el 11 de mayo se produjo un intento de golpe de Estado que inició el camino de la desestabilización del gobierno demócrata cristiano. En este intento golpista aparecieron vinculados los empresarios Edgar Heinemann (Cámara de Comercio), Edgar Alvarado Pinetta (UNAGRO), Gustavo Anzueto Vielman y Juan Luis Bosch; además, otros grupos de empresarios contrataron el transporte de golpistas desde Jutiapa y Retalhuleu.

El intento de golpe de Estado de 1988 tuvo unos efectos inmediatos. El gobierno priorizó los gastos relacionados con la política contrainsurgente e intentó avanzar en realizaciones desarrollistas relacionadas con la guerra. El Presidente ordenó transferir al Ministerio de Defensa US$30 millones de fondos confidenciales, para la compra apresurada de los helicópteros Bell y fusiles M-16, creando un problema de liquidez en el Banco de Guatemala. También el gobierno comenzó a priorizar mediante transferencias presupuestarias a favor del Ministerio de Comunicaciones y Obras Públicas, que era el ejecutor indirecto de los proyectos militares, especialmente en las áreas donde se había desarrollado la Ofensiva de Fin de Año. Como resultado, durante 1988, el Ejército absorbió Q22.3 millones de los fondos confidenciales de la presidencia, y trasferencias de otros ministerios hasta ampliar en Q31 millones sus gastos de funcionamiento y en Q11 millones los de inversión.

El gobierno de los Estados Unidos entregó un desembolso de urgencia de US$75 millones para estabilizar la situación financiera, ya que trascendieron informaciones sobre una nueva fuga de capitales, aunque según medios empresariales esto se debía al alza del tipo de interés en los mercados internacionales.

En 1989 el partido en el gobierno inició la campaña para las elecciones presidenciales de 1990 y se convirtió en una maquinaria de aprovechamiento de los recursos gubernamentales. Se creó una argolla alrededor del candidato presidencial Alfonso Cabrera. Sin embargo, nuevamente el 9 de mayo se producía un intento de golpe de Estado. En su comunicado, los golpistas atacaban al gobierno corrupto de la DC que pretendía perpetuarse en el poder siendo insumiso con las autoridades judiciales, y pedían el cese del ministro de la Defensa y el de Gobernación. 

Este nuevo golpe terminó por desmoronar la capacidad de control del gobierno, que quedó en manos de los militares. En agosto el EMP aumentó el control sobre el presidente, al denunciar un supuesto complot para acabar con su vida, el Plan Manila. Para entonces la ola de represión y criminalidad alcanzaba a toda la sociedad y el gobierno se veía sumido en una falta de credibilidad por las acusaciones de corrupción. Puede decirse que ya para entonces el gobierno había perdido incluso a sus mejores aliados dentro del Ejército.

Pero, además, había perdido el control de la situación económica. En marzo se firmaba un convenio con el Banco Mundial por US$120 millones para invertirlos en un Fondo Social de Inversiones, pero éste quedaba paralizado meses después cuando el BM congeló los desembolsos por resultar Guatemala insolvente con sus acreedores. Entonces el gobierno, ante la falta de liquidez, decidió el 20 de agosto una nueva devaluación y liberar las tasas de interés, y aunque la AID aportó una donación de Q75 millones, la administración congeló el pago del 8% constitucional a las municipalidades del occidente ya que Finanzas bloqueaba los desembolsos. El déficit fiscal era de Q945 millones y el gobierno intentaba controlar la adjudicación de divisas. El gobierno pasó de la iliquidez financiera a la insolvencia, tanto por la caída de los precios del café como por una huelga tributaria de los empresarios. En 1989 la tributación generada por exportaciones había sido de US$58.4 millones, frente a US$102.8 millones en 1988. 

2. La guerra sucia

El proyecto de Estabilidad Nacional promovido por el general Gramajo fue influido por presiones internas y externas hasta terminar convirtiéndose en una versión más sofisticada de la Doctrina de Seguridad Nacional. En tanto, con el pase a retiro de Gramajo, el Ejército entró en una etapa de desconcierto y falta de liderazgo, que lo colocó a la defensiva frente a las presiones externas a la institución. Esta actitud defensiva se transformó en mayor violencia institucional y control social.

El análisis del desarrollo de la guerra en los años 1987-1990 ponía de manifiesto un repunte de la capacidad ofensiva de las unidades guerrilleras y su extensión a nuevas zonas del país, llegando en el último año a aproximarse a la capital y a influir considerablemente en la producción agroexportadora.

Frente a este desarrollo de las operaciones guerrilleras, la tesis de la guerra política pronto devino en una suerte de coartada para encubrir una política de abierta represión contra aquellos sectores de la población sospechosos de apoyar directa o indirectamente a las fuerzas guerrilleras. De hecho en esta etapa, ante el desarrollo político y militar de las fuerzas guerrilleras, el Ejército pareció poner más énfasis en las operaciones preventivas de inteligencia que en campañas ofensivas militares.

Desde 1988 el Ejército mantuvo una presión constante contra la población desplazada, usando tropas elites reforzadas con apoyo aéreo, pero especialmente empleando masivamente patrulleros civiles, según denunció la Iglesia Guatemalteca en el Exilio (IGE, 1990). Aunque la Comisión Multisectorial para el área Ixil fue el único caso de proyecto desarrollista contrainsurgente que el gobierno demócrata cristiano pudo realizar, hasta el punto de que en 1990 se habían restablecido la mayoría de las comunidades alrededor de las áreas de refugio de la población desplazada, el flujo de población entregada bajó drásticamente de 4,000 personas en 1988, a 683 en 1989 (Mack, 1989). En 1990 Gramajo reconocía públicamente que existían aldeas errantes de campesinos en el área Ixil, y representantes de las CPR viajaban a Europa para lograr su reconocimiento internacional. 

Por otro lado, el análisis de las violaciones de los derechos humanos indica cómo a partir del primer intento de golpe en mayo de 1988, pero especialmente a partir de la presión institucional del 10 de agosto de ese año, el gobierno civil adoptó una actitud de abierta complicidad con las actuaciones represivas del Ejército. La guerra política devino en guerra psicológica para pasar inmediatamente a convertirse en guerra sucia, que en 1989 ya parecía escapar al control del gobierno y convertirse en un elemento desestabilizador. En áreas como San Marcos-Quetzaltenango-Retalhuleu y Suchitepéquez-Sololá, donde desde 1986 se había detectado una persistente campaña de secuestro y asesinato de campesinos como parte de las campañas militares contrainsurgentes bajo la responsabilidad y ejecución descentralizada del comandante de la Zona Militar, éstas se siguieron produciendo, ampliándose a Escuintla, Sacatepéquez, Chimaltenango y Santa Rosa, en la medida en que se fueron extendiendo los frentes guerrilleros. Otro tipo de agresiones contra los derechos humanos se dieron en la zona del sur de El Quiché, norte de Chimaltenango y oriente de Sololá, donde surgió un movimiento muy fuerte contra las PAC, dirigido por GAM, CERJ y CONAVIGUA. En estos casos se evidenció también la participación del Ejército adoctrinando a patrulleros y comisionados militares, o interviniendo directamente en los secuestros.

En la ciudad la represión se manifestó en el secuestro y asesinato de dirigentes no muy conocidos, pero que destacaban en las protestas ciudadanas que se realizaron especialmente en junio de 1989 y 1990. La Asociación de Estudiantes Universitarios, los líderes magisteriales y algunos sindicalistas de empresas en conflicto fueron las víctimas. En muchos de estos casos, la Policía Nacional estuvo implicada en los secuestros.

Estos atentados, y los asesinatos del político demócrata-cristiano Danilo Barillas y el empresario Ramiro Castillo Love, fueron aprovechados por el presidente Cerezo para seguir presentándose como víctima de la violencia desestabillizadora de las fuerzas extremistas de ambos signos. El argumento volvió a ser usado cuando en enero de 1990 fueron asesinados los dirigentes socialdemócratas Héctor Oquelí Colindres (salvadoreño) e Hilda Flores (guatemalteca). Sin embargo, estas afirmaciones terminaron apareciendo como exculpatorias de la responsabilidad del gobierno en una política de violencia bien perfilada desde el alto mando militar.

 

3. Diplomacia y terrorismo 
Una muestra de cómo el Ejército puso al gobierno civil al servicio de su política contrainsurgente se reflejó en la política exterior. El gobierno presentó en Ginebra su informe a la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas en marzo de 1989, logrando que prorrogara el mandato del experto asesor. El Diario de Centroamérica anunció el 11 de abril condecoraciones para el coronel Francisco Ortega Menaldo, el mayor Edgar Ricardo Bustamante Figueroa y el capitán Mauricio López Bonilla por haber elaborado el informe del gobierno sobre derechos humanos; en esa fecha, Ortega Menaldo era el director de Inteligencia del Estado Mayor de la Defensa. También el Plan de Campaña Avance 90 se proponía contrarrestar las campañas de desinformación internas y externas. 

Fue en el terreno de la seguridad del Estado donde con más fuerza el Ejército llegó a controlar y usar para garantizar su impunidad tanto a la Policía Nacional como los recursos del Archivo (EMP). El control que el Ejército podía ejercer anteriormente sobre la Policía Nacional a través del director coronel Julio Caballeros (un oficial de inteligencia que también trabajó en el Archivo), se reforzó notablemente con estos cambios, y quedó consolidado al crearse en agosto el Sistema de Protección Civil (SIPROCI), que colocó todas las fuerzas de seguridad interna bajo el control del EMP.

La militarización de la Policía Nacional y su control desde el Estado Mayor Presidencial a través de los mecanismos del SIPROCI originó fuertes presiones internas que terminaron de estallar con la participación del ex-jefe de la policía Ángel Aníbal Guevara Reyes y varios agentes del DIC en el intento de golpe de Estado de 1989, una de cuyas reivindicaciones era la renuncia del ministro de Gobernación. Fue en este período que surgió el Jaguar Justiciero y una campaña de atentados intimidatorios contra organizaciones populares y personalidades democráticas.

En diciembre, con el secuestro y torturas contra la monja Dianna Ortiz, se evidenció la relación instrumental entre la Policía y los cuerpos de seguridad del Estado. Lo mismo se descubrió cuando la Comisión de la Verdad para El Salvador investigó el asesinato del salvadoreño Héctor Oquelí. Poco después la Universidad de Harvard suspendía el programa de ayuda técnica a la Policía Nacional, convencida de que en esta institución no existía voluntad política de combatir la violencia.

Las evidencias que apuntan al DSP (Archivo) del EMP, no han logrado aclarar los mecanismos de cómo estas dependencias, dirigidas por el general Edgar Godoy, anterior director de la D-2, se coordinaron con la dirección de Inteligencia, que estuvo a cargo del coronel Francisco Ortega Menaldo, y con el equipo de trabajo del Estado Mayor del Ministro, que estaba dirigido por el coronel Cabrera, quien pasaría después a sustituir a Ortega en la Dirección de Inteligencia.

 

4. El derrumbe de la Estabilidad 

Los mayores fracasos del proyecto militar de Estabilidad Nacional se dieron en el terreno de las alianzas internas. El propio Gramajo pudo comprobar rápidamente cómo su discurso de guerra integral involucrando a todos los sectores de la sociedad en la aplicación de la política contrainsurgente no era atendido por el sector empresarial (Jonas, 1994).

Durante 1989 el Ejército puso especial atención en ganarse la consideración de los empresarios, demostrando que estaban defendiendo la economía de agroexportación frente a los atentados de la guerrilla. Pero a finales de ese año el mismo Gramajo observó que esta política no producía resultados inmediatos, y anunció que tanto ellos como la guerrilla habían avanzado, lo cual suponía una amenaza para toda la producción exportadora de la bocacosta. Pero en 1990, con el surgimiento público del Grupo Pirámide como expresión de la cúpula empresarial, ésta se centró en lograr una candidatura presidencial que les diera directamente el control del Ejecutivo, y perdió cualquier interés en escuchar las propuestas del Ejército como grupo de poder.

Durante el primer semestre del año Gramajo fue aumentando sus señales de distanciamiento del gobierno y se centró en consolidar su proyecto de Estabilidad Nacional por medio de alianzas políticas que tuvieran una perspectiva más a mediano plazo.

Gramajo asegura que en 1989 revisó su Tesis de la Estabilidad Nacional, se distanció del gobierno, buscó apoyos en las fuerzas sociales y se concentró en fortalecer el marco institucional; asimismo intentó despolitizar su gestión como ministro, alejándose de asuntos coyunturales (Gramajo, 1995). Este giro coincidió con la etapa de mayor actividad del Centro ESTNA, creado en septiembre de 1988. Si bien el ESTNA no lograría convertirse en un tanque de pensamiento, sí consiguió, en 1989 y 1990, ampliar los círculos de influencia del Ejército en algunos sectores profesionales, y reagrupar a aquéllos que anteriormente colaboraban con la política desarrollista del Ejército –como ciertos grupos cooperativistas o incluso indigenistas.

En cuanto al componente desarrollista del proyecto militar, si bien hasta 1988 aún se mantuvo con una cierta expectativa, a partir de 1989 la política de desarrollo del gobierno quedó totalmente desplazada por la aplicación de un plan de ajuste estructural de la economía. El Plan 500 Días terminó convirtiéndose en una herramienta electoral, que además ya resultaba inaplicable por la crisis financiera del Estado.

 

5. El Ejército pierde liderazgo

Fue después de la amenazadora reunión de la Junta de Comandantes, el 10 de agosto, mientras el gabinete de gobierno también estaba reunido y helicópteros sobrevolaban el centro de la ciudad y se mantenían tropas alerta en el Cuartel General, cuando cambió definitivamente la correlación de fuerzas, al recuperar la Junta de Comandantes el carácter de órgano corporativo del Ejército frente al ministro y el gobierno. Se mantuvo la institucionalidad del proceso democrático, a cambio de un mayor control del Ejército sobre éste. A partir de este momento, la política de derechos humanos y las relaciones internacionales se endurecieron considerablemente.

El país entró en una situación preelectoral, definida por tres elementos: la candidatura oficialista de Alfonso Cabrera, que intentó involucrar a algunos altos oficiales –como el general Roberto Mata o el coronel Carlos Santizo Franco–; la candidatura del general Ríos Montt, que causó un fuerte impacto en los sectores militares convencidos de que el sistema político era demasiado corrupto y poco confiable; y la posición del sector empresarial, dispuesto a financiar una candidatura propia a través del Grupo Pirámide.

Paralelamente, el desarrollo de la lucha contrainsurgente empezó a ser visiblemente negativo –tanto por los cambios en la política regional e internacional como por el desarrollo militar y político de la URNG–, la evolución de la economía del país obligaba a arrinconar los proyectos desarrollistas y hacía prever estallidos sociales. En tanto, el presidente mantenía un relativo control de la situación gracias a la lealtad del jefe del EMP y del ministro de la Defensa. Gramajo siguió consolidando posiciones en la Junta de Comandantes, promoviendo a jefes de su confianza. Pero su liderazgo, como representante de los oficiales que en 1983 restablecieron la institucionalidad militar y como ideólogo de la Estabilidad Nacional, se había debilitado al verse comprometido con un gobierno que perdió la confianza del Ejército y fracasó en sus acercamientos con los sectores empresariales. En esta coyuntura se produjo la segunda intentona golpista el 9 de mayo de 1989, que involucró a altos mandos del Ejército y que agrupó a un mayor número de oficiales.

El golpe, en apariencia, no pretendió romper la legalidad institucional, sino provocar cambios en la cúpula militar. Sin embargo es previsible que para entonces la Junta de Comandantes se sintiera lo suficientemente sólida como para no necesitar de cambios escandalosos en las alturas.

A partir de entonces la situación interna en el Ejército se movió en torno a la sucesión de Gramajo, ya que en junio de 1990 le llegaría su retiro y unos meses antes, en diciembre de 1989, también pasaría a retiro el jefe de EMDN; por eso quien sustituyera a éste sería el probable ministro de la Defensa. El elegido fue el general Juan Leonel Bolaños Chávez, un oficial de escritorio, sin méritos en operaciones, que introdujo el sistema de cómputo en los procedimientos administrativos y de inteligencia del Ejército, dedicado al estudio y propuestas de modificaciones a la Ley Constitutiva del Ejército, el Código Militar y la ley de servicio militar. Aunque respetado, carecía de liderazgo entre la alta oficialidad.

Por otro lado el general Juan José Marroquín, al frente de la jefatura del EMDN, el general Mata Gálvez como subjefe, y detrás de ellos los quince generales ascendidos durante el mandato de Gramajo (casi todos firmantes de la proclama del Consejo de Comandantes que destituyó a Ríos Montt) presionaban por el futuro control del Ejército, sin que apareciera un liderazgo que los pudiera unificar. Era una situación delicada, si se tiene en cuenta que en el proyecto de estabilidad los mayores desafíos internos y externos y dentro de la institución comenzaban a tomar fuerza fenómenos disolventes como el del narcotráfico.

 

6. Los golpeados

Realmente el sector popular fue el más directamente afectado por la desestabilización política provocada con los dos intentos de golpe de Estado.

La escalada de violencia política contra el movimiento popular llegó, en 1989, a unos niveles similares a los de 1980. En octubre y noviembre, el presidente habló de una campaña desestabilizadora. Sin embargo, ya para entonces las acusaciones apuntaban hacia el EMP como el centro que organizaba la represión, como afirmó el ex ministro de Gobernación, Juan José Rodil (Prensa Libre 17/9/89). La violencia era un síntoma del empantanamiento de la política de estabilidad, pero además tenía el propósito de abortar cualquier intento guerrillero por consolidar un frente urbano, posibilidad que se había acrecentado en el fragor de la huelga magisterial de mediados de 1989.

El análisis de las violaciones a los derechos humanos indica cómo a partir del primer intento de golpe en mayo de 1988, pero especialmente a partir de la presión institucional del 10 de agosto de ese año, el gobierno civil adoptó una actitud de abierta complicidad con las actuaciones represivas del Ejército. Ese fue el caso del asesinato de la antropóloga Myrna Mack, ocurrido el 11 de septiembre de 1990 y una serie de ejecuciones extrajudiciales ocurridas en ese período.

CAPÍTULO SÉPTIMO
EL GOBIERNO DE SERRANO ELÍAS
La nueva década llegó marcada con el fracaso del gobierno de la Democracia Cristiana, en tanto uno de los candidatos menos esperados terminó ganando las elecciones presidenciales. Jorge Serrano Elías obtuvo la presidencia con el 24.8% del electorado, solamente diez escaños en el Congreso y el 3% de las municipalidades. La llegada de un nuevo gobierno especialmente débil ofreció al sector empresarial la oportunidad de imponer sus reglas de juego. 

Sin embargo, para entonces, dentro del sector empresarial se estaba desarrollando una pugna sorda: unos empresarios intentaban acaparar los nuevos mecanismos de formación de capital (especialmente financieros); otros defendían los viejos esquemas burocráticos que durante los años 70 permitieron surgir grandes fortunas; otros más buscaban en la privatización del sector público la llegada de ayudas en la posguerra o incluso en el narcotráfico nuevas palancas para enriquecerse aceleradamente. En este confuso panorama la incapacidad de negociar y compartir espacios políticos, condujo al sector empresarial a intentos de ocupar el poder de manera excluyente, lo que desestabilizó nuevamente el sistema democrático por la vía de las conspiraciones o el boicot fiscal.

1. El candidato de los empresarios

Desde febrero el alcalde capitalino Álvaro Arzú, había presentado su candidatura presidencial acompañado por Fraterno Vila, un influyente azucarero. También el líder de la Unión de Centro Nacional (UCN), Jorge Carpio, buscaba atraerse el apoyo del sector empresarial. Sin embargo, el sector duro del CACIF, que controlaba el organismo desde 1987, había trazado su propia estrategia electoral corporativa. Así fue como surgió el Grupo Pirámide, que habia funcionado en las sombras, apoyando la creación de una candidatura única que concentrara todo el apoyo económico del sector empresarial (en lugar de las históricas negociaciones para comprar voluntades en unos y otros partidos). El Grupo Pirámide se decidió por la candidatura de Jorge Carpio, a la que pronto se sumaron políticos como el exministro de Gobernación Juan José Rodil Peralta o el líder sindical de la CUSG Alfaro Mijangos. En septiembre se culmina el sueño de dos generaciones de empresarios, como tituló un medio de prensa, al unirse Jorge Carpio y Manuel Ayau en la candidatura a la presidencia y la vicepresidencia. Los resultados electorales que le dieron el triunfo a Jorge Serrano, desbarataron la estrategia del Grupo Pirámide.

2. Las batallas de la paz

Durante el gobierno de Serrano Elías el Ejército aceptó formalmente negociar una solución política al conflicto interno, entendiéndola como la rendición de la guerrilla. Ésta aceptó las propuestas de negociación ante la imposibilidad de un triunfo armado y como un mecanismo para transformar en logros políticos sus avances militares.

En este contexto ambos bandos aumentaron la presión militar aunque sin lograr que el desarrollo de la guerra acercara las posibilidades de paz. Las presiones internacionales para terminar con el conflicto, sumadas a las corrientes por la desmilitarización, colocaron al Ejército a la defensiva. Su respuesta fue aumentar los mecanismos de control social y permitir que llegara a la cúpula militar una línea guerrerista, que finalmente provocaría el intento de golpe de Estado en mayo de 1993.

La primera reunión establecida en los acuerdos de Oslo, entre representantes de los partidos políticos y la URNG, se celebró a finales de mayo de 1990 en El Escorial, España, y causó profunda inquietud en el Ejército. Ahí la guerrilla aceptó como marco de negociación los Acuerdos de Esquipulas y la Constitución, y los partidos se comprometieron a proponer reformas constitucionales. Vinicio Cerezo respondió inmediatamente afirmando que las conversaciones iniciadas no eran sino el primer paso para lograr el desarme y la desmovilización de la URNG, al tiempo que el Estado Mayor de la Defensa Nacional (EMDN) iniciaba una campaña represiva contra aquellos movimientos sociales que consideraba un apoyo a la subversión o un desafío a su control social.

Las reuniones con diversos sectores sociales que la guerrilla celebró durante el segundo semestre de 1990 sirvieron para demostrar internacionalmente una disposición al diálogo. Aunque la URNG sí las aprovechó para reforzar sus relaciones y alianzas políticas, estaba claro que cualquier compromiso debería buscarse con el gobierno que asumiría en enero de 1991.

La fuerza armada tomó la iniciativa con el Plan Total de Paz presentado por el nuevo presidente Jorge Serrano Elías el 3 de abril de 1991, en el que le proponía a la guerrilla llegar a un alto al fuego y su rendición en un plazo inmediato, para después pasar a negociar las condiciones de su reinserción política.De hecho esta propuesta, al igual que las que la guerrilla había adelantado sobre la desmilitarización del país, suponía un desafío a la otra parte.

Sin embargo el Plan de Paz Total del presidente Serrano era la primera propuesta que reconocía a la guerrilla como contraparte para negociar, e incluso incorporó en la comisión oficial negociadora a una importante representación del alto mando militar. La mayoría de los analistas apreciaron un alto componente de iniciativa propia del presidente Serrano Elías en esta propuesta. En medios diplomáticos se valoró que la propuesta no era muy sólida en sus contenidos y carecía de una estrategia negociadora. La intención de Serrano, según los analistas, era suavizar al Ejército para que en el plazo de dos años se pudiera llegar a abordar un proceso de negociación serio.

La URNG encaró estas propuestas valorando la debilidad política del nuevo presidente, el desconcierto en el Ejército ante las presiones internacionales y los resultados de sus campañas militares en 1990, que habían logrado retornar el escenario de guerra a zonas vitales para el país. Ganar tiempo resultaba un factor clave de la guerrilla para ir debilitando al adversario, mientras asimilaba los cambios internacionales. Los resultados inmediatos de este proceso negociador le favorecieron: el acuerdo sobre el procedimiento para la búsqueda de la paz por medios políticos le abrió las puertas para ampliar el trabajo político en el interior e internacionalmente. También con el proceso acordado se creaban condiciones para que el movimiento popular, en el que la URNG tenía influencia política, se desarrollara.

Pero el panorama cambió rápidamente a partir de julio, ya que después de producirse un primer relevo en el mando el Ejército se iniciaron operativos militares contra algunos de los frentes guerrilleros y la situación de derechos humanos se volvió a agravar. Después de que el presidente promovió nuevos cambios en la cúpula militar, en diciembre de 1991, el Ejército aumentó su discurso militarista e inició nuevas ofensivas contra los frentes guerrilleros, especialmente el Frente Unitario Central y la retaguardia de la ORPA en San Marcos y Retalhuleu, lo cual se tradujo inmediatamente en un aumento de la violencia política y atentados indiscriminados. La nueva cúpula militar pretendió dar un giro a las negociaciones, revirtiéndolas contra la guerrilla. Para el primer trimestre de 1992 ya había trascendido la influencia que el jefe del EMP, general Francisco Ortega Menaldo, ejercía sobre el mandatario civil, mientras se consolidaba el poder del ministro de la Defensa y del jefe de EMDN.

El diálogo entró en un callejón sin salida. La URNG, como lo había hecho en el segundo semestre de 1990, volvió a decir que no podía firmar compromisos con un gobierno que carecía de capacidad para cumplirlos. En tanto, el Ejército continuaba con su ofensiva para desgastar los frentes guerrilleros. La ofensiva del Ejército Victoria 93 lanzada especialmente contra la retaguardia del EGP, pretendía desestabilizar las unidades militares permanentes guerrilleras buscando afectar a los mandos insurgentes o lograr información estratégica, como hizo en 1992 con la retaguardia de la ORPA. Pero la campaña militar se vio limitada por el retorno de refugiados y la salida de las Comunidades de Población en Resistencia (CPR), dos procesos que habían logrado atraer la atención internacional.

Esta ofensiva se acompañó de una nueva propuesta de Serrano ante las Naciones Unidas el 14 de enero, en la que ofrecía un plazo terminante de 90 días, aceptando la verificación de los compromisos por parte de las Naciones Unidas e incluso reconociendo totalmente la beligerancia de la URNG, al proponer su repliegue en zonas previamente determinadas. Serrano levantó este plan en medio de una coyuntura internacional compleja, pues si bien el gobierno había logrado mejorar los respaldos internacionales, especialmente con la formación del Grupo de Países Amigos del Proceso de Paz, las presiones en materia de derechos humanos y otros factores, como la concesión, en diciembre de 1992, del Premio Nobel de la Paz a Rigoberta Menchú, el Premio Nobel Alternativo a Helen Mack y el inicio del retorno de los refugiados condicionaban fuertemente a su gobierno.

3. Haciendo la guerra

Los cambios en la cúpula del Ejército no representaron una reorientación sustancial en la política militar. Dio la impresión de que mientras los cargos oficiales eran ocupados por fieles seguidores de la tesis de la Estabilidad Nacional (incluso el equipo de guerra internacional y psicológica del Estado Mayor del ministro de la Defensa continuó sin muchos cambios), la práctica seguida por el Ejército era delineada por los acuerdos de la Junta de Comandantes.

En el primer semestre de 1991, tras la llegada del nuevo gobierno, estando aún fresco el impacto de la masacre de Santiago Atitlán (diciembre de 1990) y la comunidad internacional alertada por el carácter conservador del nuevo mandatario, se mantuvo la misma tónica. A pesar de las promesas del nuevo presidente de que emprendería una lucha abierta contra la impunidad, los puestos clave de la Policía Nacional siguieron bajo control militar, y se produjeron crímenes intimidatorios relevantes, como el de la dirigente política Dinorah Pérez y el religioso Moisés Cisneros. En el campo militar la guerrilla lanzó una ofensiva unitaria en sus frentes tradicionales, en la que destacaron los frecuentes ataques en el norte de Alta Verapaz y sur del Petén, al oleoducto entre Chisec y Fray Bartolomé de las Casas; una fuerte campaña de propaganda armada en Huehuetenango y un ataque en Villacanales, a sólo 36 kilómetros de la capital.

A partir de junio el Ejército retomó la iniciativa y lanzó una campaña militar contra las áreas Ixil e Ixcán y dio inicio en Petén el operativo Lacandona 91 contra el narcoterrorismo, dirigido por el general Roberto Perussina y apoyado por el coronel Homero García Carrillo desde el DIDE.

Este esfuerzo militar del Ejército contra los frentes tradicionales de la URNG no logró resultados espectaculares. Por otro lado, el uso intensivo de alto poder de fuego y el intento de controlar a la población en las áreas de conflicto aumentó las violaciones de los derechos humanos, que rápidamente atrajeron la atención de los observadores internacionales. Finalmente la guerrilla concentró efectivos seleccionados de todas sus organizaciones en el Frente Unitario Central, que operaba en la estratégica zona de la bocacosta. En la ciudad, en el segundo semestre de 1991, continuó agudizándose la campaña de crímenes intimidatorios. En agosto destacaron los ataques a la prensa internacional (NOTIMEX e IPS) y en octubre se terminó de perfilar el mecanismo de control militar de la Policía Nacional, con el nombramiento del teniente coronel Luis Fernández Ligorría como subdirector con control operativo.

Esta línea ofensiva militar del Ejército se vio acentuada cuando en enero de 1992 llegaron al Ministerio de la Defensa el general José Domingo García Samayoa y a la jefatura del EMDN el general Roberto Perussina.

Probablemente los mayores combates en los últimos diez años de guerra se dieron en la zona de la bocacosta y la costa sur durante 1992, donde el Ejército lanzó una fuerte ofensiva contra la retaguardia de la ORPA, precisamente en el momento en que esta organización concentraba su actividad militar en Escuintla y Palín. Esta táctica se desarrolló intensamente en el período del presidente Serrano Elías y logró afectar, aunque no desarticular, a las unidades militares de la ORPA. 
La campaña Victoria 93 estuvo al mando de los coroneles Víctor Manuel Argueta y Francisco Marín Golib en el norte de El Quiché y sur del Petén. Su propósito no era consolidar control territorial o instalar posiciones militares en el área de movimientos de la insurgencia, sino evitar que las fuerzas del EGP pudieran agruparse para emprender ataques guerrilleros de envergadura.

La guerrilla había mostrado durante el segundo semestre de 1992 una actividad relativamente baja. El desarrollo de las negociaciones y el creciente protagonismo de los sectores civiles, en el retorno de los refugiados y las campañas por la paz y contra la impunidad, introdujeron contradicciones en las organizaciones guerrilleras. La URNG unificó sus posiciones afirmando que la presión militar era la única que podía garantizar resultados en una negociación y que el desarme sólo se produciría en el momento en que se verificara el cumplimiento de todos los compromisos; pero, durante 1992, perdió buena parte de la capacidad ofensiva que había desarrollado en 1990 y 91, y empezó a mostrar problemas graves de reclutamiento.

Durante esta etapa destacó el intento del Ejército de someter y controlar el poder judicial, lo cual provocó un debate y un movimiento cívico contra la impunidad, que finalmente colocó a los militares a la defensiva. 

4. Un entorno inseguro

A partir de 1990 el entorno internacional se volvió, cuando menos, incierto. El desplome de los países socialistas europeos, la derrota electoral del Frente Sandinista, la derrota de la ofensiva de la guerrilla salvadoreña y las nuevas medidas de bloqueo contra el régimen de Cuba, alentaban a las posiciones más extremistas de la derecha sobre su triunfo histórico. Sin embargo también era previsible que estaba surgiendo un nuevo marco de relaciones internacionales, como comenzaron a indicar en septiembre los resultados de la cumbre de Malta, con el inicio de una nueva fase en las relaciones entre los Estados Unidos y la Unión Soviética.

Todo parece indicar que, aparte de las presiones internacionales para desactivar el conflicto armado en Guatemala, tanto el Ejército como el gobierno y en buena medida el sector empresarial valoraron erróneamente la situación de la guerrilla, considerando que sus propuesta de diálogo correspondían a una situación de aislamiento internacional y debilitamiento político.

Además, el tema de los derechos humanos comenzó a tomar un giro imprevisto. Pero fue en julio, cuando varias organizaciones de derechos humanos pidieron al ex presidente Carter que promoviera en los Estados Unidos la suspensión de toda la ayuda a Guatemala por la persistente violencia política, cuando el sector empresarial comenzó a comprender el costo que podía tener el empecinamiento del Ejército al intentar exterminar las posibilidades políticas de la guerrilla machacando al movimiento popular. A pesar de ello no hubo grandes iniciativas empresariales para intervenir en uno de los años más negros en materia de violación de los derechos humanos desde que llegara el gobierno civil.

Una de las hipótesis más confirmadas por la historia de la violencia en Guatemala es aquella que advierte que cuando el contexto internacional presiona excesivamente, el Ejército aprieta el lazo interno, en lugar de ceder a las presiones. Otro supuesto confirmado es que cuando se comienza a acercar el momento de la negociación más se endurecen las posiciones de las partes. Probablemente cruzando estas dos hipótesis podría hallarse una explicación de contexto para la inaudita violencia que se registró en el año 1990, en la que las fuerzas de la represión golpearon a diestra y siniestra pareciendo que pretendían crear una situación de pánico generalizado.

5. Llega la globalización 

El triunfo de Serrano Elías planteó inmediatamente a los grupos de poder (el Ejército y los empresarios) el problema de su debilidad política, que resultaba inapropiada para establecer objetivos a medio plazo en una coyuntura tan desafiante.

Frente a este peligro, el Ejército se presentaba como el único garante de la estabilidad política. Algunos sectores empresariales modernizantes empezaron a crear puentes con esta corriente militar (el término con que generalmente se les designó fue el de militares constitucionalistas). Pero estos sectores empresariales aportaban sus propios argumentos en el sentido de que también el Ejército debía entrar en la lógica del ajuste del sector público, suprimiéndose por ejemplo los gastos confidenciales y las transferencias presupuestarias que los militares usaban para extraer fondos públicos adicionales, o sacando a los militares de cargos en la administración publica.

6. Las otras sociedades civiles

Durante el mandato del presidente Serrano la sociedad civil experimentó un notable desarrollo. La lucha contra las violaciones de los derechos humanos, que hasta entonces mantenían en un perfil creciente pero controlable, experimentó un desarrollo impresionante al pasar de las denuncias y protestas de algunos grupos locales a acciones concertadas en el terreno internacional, demostrando mayor agilidad para percibir e incorporar los cambios en la geoestrategia regional. 

Las mismas propuestas formales del Presidente para acabar con la impunidad abrieron espacios a la lucha civil contra la impunidad, reflejada especialmente en el caso del asesinato de Myrna Mack. La actitud desafiante del Ejército en los casos de ciudadanos estadounidenses como Michael Devine y Dianna Ortiz, la respuesta agresiva a las propuestas de los Estados Unidos sobre desmilitarización y la evidencia de la implicación de los mandos militares en el narcotráfico, determinaron una posición más agresiva del Departamento de Estado de los Estados Unidos y de su representación diplomática en el tema de los derechos humanos. Tal posición se focalizaba directamente en el Ejército y con objetivos precisos: la desaparición del EMP y las PAC, y la desmilitarización de la Policía Nacional, recomendaciones señaladas en el informe del experto de las Naciones Unidas .

La sociedad civil comenzó también a ocupar espacios cada vez más significativos en la vida del país, desafiando el control del Ejército. Fenómenos como la salida a la luz pública de los desplazados, el retorno de los refugiados y las demandas de los sectores surgidos de la represión, motivaron una actitud más activa de otros sectores importantes –como la Iglesia católica y las ONG– y se convirtieron en una corriente que, aún sin suficiente articulación y coherencia, generaba una fuerte presión. El gobierno y el Ejército respondieron aumentando la represión y acusando al movimiento civil de formar parte de la guerrilla. Por último el movimiento indigenista irrumpió sorpresivamente en la vida política del país a raíz de la campaña por los 500 años de la invasión y se convirtió en poco tiempo en una nueva corriente social que exigía su propio espacio. En este contexto cobró especial auge un nuevo movimiento de ocupación de fincas en demanda de soluciones salariales o por la propiedad de la tierra.

Sin embargo el movimiento sindical histórico siguió experimentando un claro retroceso. La URNG presionó a las organizaciones populares para que tomaran una postura más agresiva, buscando el desgaste del gobierno, y éste golpeó en numerosas ocasiones a las organizaciones para debilitar las posiciones políticas de la guerrilla. La represión fue mucho más cruel contra la población en las zonas donde se desarrollaba el conflicto armado, o contra aquellas organizaciones que el Ejército vinculaba más directamente con la URNG.[image: image4]4
7. Relevos en los cuarteles

Con la llegada del nuevo presidente, se produjeron algunas presiones internacionales para que siguiera en el Ministerio de la Defensa el general Bolaños, al que le quedaban dos años de servicio, o bien que ascendiera el general Raúl Molina Bedoya. Sin embargo la Junta de Comandantes impuso al nuevo Presidente la salida de Bolaños y de Mata Gálvez, y el nombramiento del general Luis Enrique Mendoza, que ocupaba el cargo de subjefe del EMDN. Mendoza escogió como viceministro al general Humberto Ángeles. Con este movimiento la Junta de Comandantes intentó estabilizar el proceso de ascensos, al equilibrar las distintas corrientes mientras definía una nueva estrategia para enfrentar la difícil situación que atravesaba.

Sin embargo continuaron las tensiones internas. Reaparecieron los Oficiales de la Montaña acusando a la cúpula militar de los asesinatos nunca esclarecidos del general en retiro Anacleto Maza Castellanos y del capitán Jorge Méndez Barragán, ex jefe de la DIC en la Policía Nacional. 

El nuevo equipo de mando en el Ejército se centró especialmente en enfrentar de una manera más activa la campaña internacional por la desmilitarización. Aunque el presidente Serrano anunció medidas cosméticas, en realidad reforzó la militarización de Gobernación y de la Policía Nacional, y pronto el EMP comenzó a invadir funciones de la gestión presidencial, amenazando incluso a otros ministerios como el de Finanzas.

El Ejército endureció su postura frente a la embajada de los Estados Unidos y significativamente en enero no autorizó el aterrizaje en la zona militar del aeropuerto del avión que transportaba al subsecretario de Estado Bernard Aronson, que llegaba para la toma de posesión de Serrano. En abril el presidente rechazó públicamente una entrega de US$100,000 de ayuda militar estadounidense. En tanto, la embajada enviaba mensajes discretos sobre la implicación de militares en narcotráfico.

El debate del antimilitarismo, planteado en términos defensivos, perjudicó más que benefició al Ejército. La aceptación del diálogo con la guerrilla como excusa para desviar tensiones internacionales desconcertó a los militares, hasta el punto que el general Mario Enríquez llegó a hablar de borrón y cuenta nueva y afirmó que ninguna guerra terminaba con el rendimiento total: un punto de vista que no era compartido por casi ningún otro miembro de la Junta de Comandantes. 

La campaña nacionalista se enfrentaba con el sector empresarial modernizante, que estaba planteándose la globalización. Los planteamientos desarrollistas habían quedado definitivamente fuera de la agenda del nuevo gobierno, batalla que el Ejército perdió silenciosamente. En medio de estas tensiones, en julio de 1991 se produjeron nuevos cambios militares, que colocaron a los oficiales más militaristas de las promociones 67 y 68 en la línea de ascenso a la cúpula, y desplazaron a algunos de la línea de la Estabilidad (de la promoción 70), que habían sido ascendidos por encima de otros con mayor antigüedad .

Los nuevos reacomodos y ascensos no lograron detener la crisis interna, que estalló en diciembre cuando sorpresivamente el presidente cesó al ministro de la Defensa, Luis Enrique Mendoza, y al jefe de EMDN, Edgar Godoy Gaitán. Ya entonces el poder del jefe del EMP, general Francisco Ortega Menaldo, era asunto de opinión pública. Con estos cambios, José Domingo García Samayoa subió al Ministerio de la Defensa y Roberto Perussina al EMDN; Mario Enríquez quedó como subjefe de EMDN, y José Luis Quilo como viceministro. Pasaron a retiro los generales Edgar Godoy y Jaime Rabanales, y el coronel Byron Israel Lima.

Este nuevo movimiento en la cúpula de mando llevó definitivamente al poder a los señores de la guerra, quienes pensaban que en aquella coyuntura la clave para el Ejército era lograr una victoria militar contundente sobre la guerrilla, y que el alto mando debía estar formado por aquellos jefes que lograran éxitos en combate.

El debate en la opinión pública sobre la desmilitarización fue sustituido por el de la reconversión de los ejércitos. Y pronto la campaña se centró en el poder del jefe del EMP, Francisco Ortega Menaldo, a quien la opinión identificaba como el hombre fuerte de la nueva cúpula militar. La revista Crónica publicó un reportaje sobre el poder del EMP y el Ministerio Público sindicó a esta institución del crimen contra Myrna Mack.

Pero el marco internacional continuó ensombreciéndose para el Ejército en 1993, tras el movimiento de la sociedad civil. Ya entonces se perfilaron dos estrategias bien claras en el Ejército: la de los señores de la guerra y la de quienes se preparaban para manejar un proceso de paz. Mientras los primeros seguían apoyándose en el poder presidencial y su EMP, los segundos –entre los que destacaban el general Mario Enríquez, el coronel Otto Pérez y el mayor Mauricio López Bonilla– iniciaban aproximaciones a sectores empresariales, políticos y profesionales dispuestos a limitar la autocracia de Jorge Serrano. 

El dudoso éxito de la ofensiva Victoria 93 y el escandaloso intento del ministro de la Defensa por participar en los negocios de la privatización, como sucedió con el canal 9 de televisión, aumentaron la distancia entre la cúpula militar y el resto de la sociedad. Así se llegó al intento de golpe de Estado institucional de mayo, cuando el grupo de García Samayoa, Roberto Perussina y Francisco Ortega descubrieron que no contaban ya con el apoyo del resto de los comandantes militares, a pesar de que sus promociones controlaban los puestos clave .

CAPÍTULO OCTAVO
PREPARANDO LA POSGUERRA
1. El salto al vacío

El 25 de mayo de 1993 el presidente Jorge Serrano decidió sorpresivamente disolver el Congreso de la República, la Corte Suprema de Justicia, la Corte de Constitucionalidad y desconocer al Procurador General de la Nación y al Procurador de Derechos Humanos. A la vez decretó un sistema de censura y suspendió varios artículos de la Constitución que garantizaban los derechos personales. Serrano justificó el golpe de Estado en la necesidad de terminar con la mafia y la corrupción en el legislativo y el judicial, y prometió unas inmediatas elecciones legislativas para restablecer la constitucionalidad. Algunos observadores señalaron que inicialmente estas medidas lograron un relativo apoyo de la opinión pública, dado el descrédito del sistema de partidos políticos. Sin embargo la reacción inmediata del sector empresarial y de una parte de la cúpula militar, el papel de los medios de comunicación, las presiones internacionales y la reacción de los sectores organizados y los líderes de la sociedad civil, rápidamente crearon un cuadro desfavorable para el presidente. 

Aunque el jefe del Estado Mayor Presidencial (EMP), general Francisco Ortega, el ministro de la Defensa, José Domingo García, y el jefe del Estado Mayor de la Defensa Nacional (EMDN), Jorge Roberto Perussina, apoyaban a Serrano, el Consejo de Comandantes decidió dejar solo al presidente, para ver si lograba mantenerse a flote. Pero desde el primer momento del golpe se organizó una conspiración entre los sectores militares constitucionalistas, encabezados por el director de Inteligencia (D-2), coronel Otto Pérez Molina, y los empresarios modernizantes, que liberaron al Procurador de Derechos Humanos, Ramiro de León Carpio, y mantuvieron una intensa actividad de coordinación en las protestas ciudadanas.

Por parte de los sectores empresariales el objetivo principal parecía ser limpiar la mesa, de manera que el programa de modernización económica (fundamentalmente la privatización de las empresas del sector público) se realizara sin interferencias de los partidos ni los organismos del Estado. Adicionalmente estaban interesados en una posición más definida frente a las negociaciones de paz, convencidos de que ésta podría abrir las puertas financieras y comerciales en el mercado internacional. En este punto coincidían con los militares constitucionalistas que valoraban cómo la posición defensiva de los militares guerreristas no resolvía el problema del papel del Ejército en la posguerra.

El presidente de la Corte de Constitucionalidad, Epaminondas González, jugó un papel clave al desconocer las medidas de Serrano. Cinco días después del golpe el ministro de la Defensa, José Domingo García, informó que Serrano había renunciado. Éste aún intentó maniobrar para que el vicepresidente Gustavo Espina le sustituyera, pero ya entonces las fuerzas opositoras habían trazado su propio plan. Los partidos políticos se habían comprometido a la autodepuración del Congreso, y la Coordinadora de Sectores Civiles jugaba un importante papel de oposición cerca de líderes de la Iglesia Católica, la Universidad de San Carlos, Rigoberta Menchú, Helen Mack, y jóvenes empresarios como Lionel Toriello, Peter Lamport y José Rubén Zamora. Entonces se creó la Instancia de Consenso (CACIF, partidos, CGTG-CUSG) que logró incorporar al Foro Multisectorial Social (UASP, ONG, USAC, organizaciones indígenas). 

La Instancia de Consenso pidió la depuración del aparato Legislativo y el Judicial, y propuso una terna para elegir presidente. El 6 de junio el Congreso eligió como presidente a Ramiro de León. También fue elegido vicepresidente Arturo Herbruger, bajo presiones del general Perussina para entonces ministro de la Defensa. Aunque el nuevo presidente se apresuró a destituir a García Samayoa y Francisco Ortega, en el Ejército quedó una situación de difícil equilibrio, al ascender Perussina al Ministerio y pasar Quilo Ayuso del viceministerio a la subjefatura del EMDN.

Era la primera vez desde 1990 que se instalaba en la cúpula del Ejército un grupo de militares unificados en un propósito: diseñar una estrategia apropiada para enfrentar las negociaciones de paz y el futuro del Ejército en la posguerra. Era además un grupo amplio que permitía trazar una estrategia de mediano plazo al agrupar a oficiales de promociones que iban de la 62 (1968) a la 73 (1966), en la que destacaban los generales Mario Enríquez, Marco Antonio González Taracena y Julio Balconi Turcios; los coroneles Otto Pérez, Letona Hora, Mario Mérida, José Luis Fernández Ligorría y Benjamín Godoy Búrbano. A ellos se unían los tenientes coroneles Otto Noak y Rolando Díez; los mayores Mauricio López Bonilla, José Cabrera, Luis Alburez y Francisco García Cuyún, y el capitán Otto Spiegler. 

Pero este relevo tampoco significó una revisión de las líneas operativas del Ejército. De acuerdo con el análisis funcional de la tesis de la Estabilidad Nacional (de la que Otto Pérez era uno de los más completos expositores), dentro de la institución militar se pueden detectar vulnerabilidades (violación injustificada de los derechos humanos, corrupción, narcotráfico) que por diversas razones se convierten en inevitables, pues combatirlas podría desestabilizar a toda la institución y al Estado. La solución propuesta era manejar las vunerabilidades para impedir que se convirtieran en amenazas. Fue así que oficiales de La Cofradía siguieron, una vez más, controlando espacios vitales en los aparatos de seguridad y en la escala de mando, independientemente de las afinidades de promoción con otros oficiales de el Sindicato. 

La nueva cúpula militar logró consolidarse con relativa facilidad en una institución que desde 1990 carecía de liderazgo, pero no pudo evitar las presiones internas. El nuevo grupo que subió a la cúpula militar buscó la manera de preservar el poder de la institución frente a las presiones de otros poderes como el empresarial, las demandas de la sociedad civil o las exigencias de la URNG. Esto le llevó a desarrollar un discurso para la posguerra acompañado de reformas parciales, pero al mismo tiempo los organismos de seguridad e inteligencia mantuvieron una presión constante frente a los oponentes. El factor internacional, una vez más, se les escapó de las manos. En 1995, cuando las negociaciones de paz dieron un giro impredecible para el Ejército, esta nueva cúpula militar dirigida por Enríquez entró en un rápido desgaste, al intentar resolver temas como la depuración y la participación del Ejército en la privatización.

2. Ramiro de León y los empresarios

Quienes confiaron en que la llegada a la presidencia de Ramiro de León Carpio representaba finalmente la estabilidad política, no tardaron en sentirse frustrados. Las presiones empresariales, que hicieron fracasar los dos gobiernos civiles anteriores, sembraron también de incertidumbre el gobierno de De León, independiente de sus propias debilidades y vacilaciones. 

En los últimos tiempos de Serrano se produjo un acercamiento entre un sector renovador de la alta oficialidad y algunos elementos empresariales y políticos decididos a preparar un cuadro estratégico más favorable frente a una negociación de paz que preveían como inevitable a mediano plazo. El esquema político nacional resultaba ya infuncional para los dos principales grupos de poder: el militar y el económico. Con la resolución de la crisis provocada por el golpe, éstos fueron los grandes ganadores.

Durante 1995 la imagen del presidente llegó a los niveles más bajos de popularidad. En octubre, la revista Crónica afirmaba: Ramiro de León ha sido el gobernante que más daño ha hecho a Guatemala, al reforzar la estructura de control militar sobre el Ejecutivo. Desde el 22 de mayo el país fue gobernado por un llamado Comité de Crisis, formado por los ministros de la Defensa, Relaciones Exteriores y Gobernación, además del Fiscal General, el presidente de la Comisión de Paz (COPAZ), el presidente de la Comisión Presidencial de Derechos Humanos (COPREDEH) y el Presidente de la República. Sin embargo este Comité de Crisis fue manejado, de hecho, por el jefe del EMP, general Otto Pérez Molina.

3. Lucha de poderes

La cruzada por la depuración de los poderes judicial y legislativo emprendida por el nuevo presidente bajo fuertes presiones del sector empresarial se convirtió en una pelea que en vez de restablecer la credibilidad del sistema político lo mantuvo en una permanente crisis, que se trasladaría hasta el inicio de la campaña electoral en agosto de 1995, cuando Ríos Montt cuestionó la legalidad del proceso electoral. El sector empresarial presionó durante 1993 con fuerza para lograr una depuración arbitraria que aumentara su influencia sobre los legisladores, mientras éstos se atrincheraban en la legalidad institucional. En esta crisis, en la que el sector empresarial llegó incluso a proponer en noviembre de 1993 el anticipo de las elecciones presidenciales, las instancias de la sociedad civil –participantes en la crisis de mayo de 1993– fueron relegadas y terminaron desplazándose hacia la participación en el proceso negociador de paz a través de la Asamblea de Sectores Civiles. 

El presidente Ramiro de León, inicialmente próximo a los objetivos empresariales, terminó alejándose y acudió al EMP para reforzar su autoridad. En esta pugna de poderes, que se desarrolló especialmente en 1994, la presión de la corriente desarrollista en el Ejército jugó nuevamente un papel importante, ahora bajo la forma de planes de reconstrucción para la posguerra. Pero estas presiones terminaron en 1995, cuando esa corriente quedó bajo el asedio de la opinión pública internacional y las denuncias de la prensa local, replegándose a la defensa de los intereses corporativos de la institución.

Paralelamente se registró una sorda lucha entre empresarios y militares. Desde enero de 1991 un sector empresarial había comprendido que cualquier intento de reajustar o reducir el sector público toparía con los intereses económicos del Ejército, que se manifestaban en todos los niveles. Por otra parte el proceso de paz apoyado por las nuevas corrientes desmilitarizadoras en los Estados Unidos ofrecía una oportunidad para intentar desplazar a los militares del poder económico sin arriesgarse a enfrentamientos frontales.

El Ejército respondió inicialmente a este desafío agrediendo a los líderes empresariales más significativos (especialmente bajo el mandato de Serrano), fomentando la oposición a las privatizaciones entre sindicalistas y políticos y presionando para participar. Mientras la cúpula del Ejército parecía buscar un acomodo con el sector empresarial en este tema, de 1993 a 1995 se desató una ola de secuestros y acusaciones contra militares que participaban en negocios sucios. Este enfrentamiento no impidió que cierto sector empresarial siguiera yendo, como venía haciendo desde los años 70, a tocar la puerta de los cuarteles.

4. Los negocios de la paz

Uno de los temas de coincidencia entre los grupos empresariales y militares que impidieron el golpe de Serrano fue el diseño de un proyecto de posguerra, basado en la firma inmediata de los acuerdos de paz, a cambio de algunas concesiones políticas a la URNG, que atrajera inversiones al país y les permitiera manejar sus intereses prioritarios (la reestructuración interna del Ejército y el reordenamiento de la economía) al margen de presiones nacionales o internacionales. Para ello contaban con la excelente imagen internacional del nuevo presidente y la apariencia de que el movimiento contra el golpe respondía a un fuerte movimiento de toda la sociedad civil, que ahora estaría representada en el nuevo gobierno. 

En 1994 los sectores de poder económico quisieron convertir el proceso de negociaciones en un tren rápido, cuyo único fin fuera la finalización del enfrentamiento militar, el desarme y la desmovilización de la URNG y la llegada al país de financiamientos internacionales para la paz. Pero otro sector empresarial históricamente más poderoso pensó que difícilmente los acuerdos de paz se firmarían en 1994 y que en todo caso, no debía permitirse que las presiones internacionales o el curso de las negociaciones de paz impusieran transformaciones económicas que les pudieran hacer perder ventajas.

Las presiones para la depuración del Ejército provocaron nuevas corrientes internas en la institución, reavivando la lucha de poder que se venía desarrollando larvadamente desde 1991, aunque en el acercamiento entre oficiales constitucionalistas y empresarios modernizantes se había producido, desde 1992, una comunidad de intereses alrededor de buscar la manera de encontrar nuevos espacios económicos a los militares, sin que esto entorpeciera el desarrollo económico empresarial. Sin embargo, el descalabro financiero del gobierno provocado precisamente por el chantaje fiscal de los empresarios de línea dura, ensombreció cualquier proyecto en este sentido. 

En enero de 1994, con el auge de los secuestros de empresarios y el surgimiento de numerosos casos de militares implicados en actos delictivos, comenzó a hablarse en medios empresariales de una nueva división en el Ejército, entre los corruptos y los honrados. Para entonces, la mayoría de los oficiales que habían llegado al rango de tenientes coroneles y coroneles, encabezados por el coronel Otto Pérez Molina, estaban interesados en llegar a un acuerdo con el sector modernizante de los empresarios para participar en el proceso de privatización o en los proyectos económicos que surgieran del proceso de paz. Frente a estos, los miembros de promociones inferiores, liderados por algunos ex-oficiales que se habían lucrado con el patrimonio del Estado, anunciaban que las empresas a privatizar eran estratégicas y debían mantenerse bajo control del Estado.

5. La guerra sigue

Por otra parte, el movimiento popular no se recuperaba de los cambios políticos ocurridos en el último año. Fue hasta el 17 de mayo de 1994, al iniciar sus actividades la Asamblea de Sectores Civiles, con la ausencia del CACIF, cuando volvió a articular una presencia política. Pero en aquellos momentos la URNG se mostraba reacia a dar un protagonismo a la ASC en el proceso de negociaciones, después de la experiencia de mayo de 1993, cuando el sector empresarial logró manipular la reacción cívica. La URNG estaba muy interesada, sin embargo, en sostener conversaciones con la Democracia Cristiana, que ofrecía un programa populista y de concertación nacional bajo el cual la URNG podía desarrollar experiencias de participación política. 

En noviembre de 1994, la ASC terminó su mandato de preparar propuestas para la discusión de los temas sustantivos, pero elaboró un proyecto para dar continuidad a su trabajo. Sin embargo, trascendieron rumores de que la URNG podría canalizar su participación política en las elecciones de 1995 a través de la ASC cuando miembros de la URNG iniciaron consultas sobre la posibilidad de proponer al obispo Quezada como candidato presidencial. Alfonso Cabrera, que también estaba negociando el apoyo de la URNG en las elecciones presidenciales de 1995, reveló que Quezada podría ser candidato presidencial, con lo cual quedó frustrada esta iniciativa, al retirarse el obispo de la presidencia de la ASC. A partir de este momento, las organizaciones populares comenzaron a girar alrededor de las candidaturas electorales: el 22 de septiembre, miembros de la Asamblea y la Comandancia en pleno de la URNG se reunieron en la sede de Naciones Unidas en El Salvador para discutir sobre las elecciones y el proceso negociador, y para que los acuerdos logrados se incluyeran en el plan de gobierno del próximo presidente.

La propuesta de convocar una ASC que abría una puerta a la participación política de los sectores populares, pareció obedecer más al interés de la URNG de legitimar los acuerdos y conservar un margen de presión desde afuera sobre la mesa de negociaciones. De hecho, los temas que de antemano parecían estar abiertos a negociaciones eran una cierta modernización-depuración de algunas instituciones del Estado y una cierta modernización económica; únicamente en el terreno político el gobierno-Ejército parecía que dejaban abiertas las puertas de algunas concesiones. La cúpula militar valoraba el proceso de negociación como una oportunidad para legitimarse históricamente y preparar las bases de su hegemonía en el futuro; había elaborado una serie de propuestas, especialmente en torno al cese al fuego parcial y anticipado y se estaba preparando para lograr el control de la población afectada por el conflicto a través de los programas de ayuda y desarrollo.

El movimiento popular no elaboró una propuesta profunda que abarcara la reconciliación y el fin de la violencia como mecanismo para resolver los conflictos de la sociedad, ni propuestas sectoriales y comunitarias para la reinserción de los sectores afectados por el conflicto y la solución de los problemas que le dieron origen. Más bien pareció verse arrastrado por la dinámica de la URNG frente al proceso de negociación y perdió la posibilidad de incidir en espacios más amplios.

En este contexto social las luchas populares que se desarrollaron en el gobierno de De León siguieron la tónica imperante desde 1990. La lucha por la tierra, la presencia de los movimientos indígenas, las denuncias por violaciones a los derechos humanos y los movimientos de retorno o reubicación de los desplazados y refugiados, fueron las dominantes en el período 1993-95. 

Esta escasa actividad reivindicativa laboral no impidió que la represión prosiguiera. El Ejército siguió usando sus aparatos de seguridad para enfrentar el movimiento popular, amedrentar a la sociedad civil y oponerse a otros poderes reales como los empresarios o institucionales como los magistrados y políticos, ya que en esta etapa se encontró frente a un considerable aumento de las iniciativas de la sociedad civil que ya se venían desarrollando con fuerza desde 1992, muchas de las cuales afectaban además temas vitales como la impunidad y la desmilitarización. [image: image5]5
Pero fue en el campo donde, a pesar de los discursos de la batalla por la paz, siguió manifestándose el mayor hostigamiento a los grupos populares que pedían la desmilitarización y el fin de las PAC. El Ejército azuzó un mayor hostigamiento de los colonos asentados en el Ixcán y en el área Ixil contra los antiguos pobladores refugiados o desplazados, organizó una campaña de pánico contra la presencia de extranjeros en el país, y en menor medida siguieron apareciendo cadáveres de civiles en las áreas de expansión de la actividad militar guerrillera. Finalmente, se registraron asesinatos de policías que investigaban delitos en los que pudieran estar implicados militares o miembros de las PAC.

6. La URNG y la firma de la paz

Con una táctica conservadora la guerrilla calculó a partir de 1994 sus esfuerzos militares de manera que pudiera mantener una presión indefinida y difícilmente desarticulable. Concentró sus esfuerzos en una fuerza unitaria, ubicada cerca de la capital, a la que destinó recursos y efectivos seleccionados y mantuvo sus frentes tradicionales en actividades de hostigamiento y propaganda armada. De esta manera los plazos para preparar una estrategia política se alargaban a la espera de un mayor desgaste de las instituciones democráticas, y en tanto podía ensayar otras formas de presión social como las invasiones de fincas.

Aunque la URNG se resentía de un fuerte desgaste político desde el inicio del retorno de los refugiados, recurrió al planteamiento de una paz armada (firmar los acuerdos de paz, pero no desmovilizarse) que se prolongaría hasta que tuviera suficientes evidencias de que el gobierno estaba en capacidad de cumplir con los compromisos de paz. Por eso la URNG no mostró ningún interés en aceptar la salida honrosa que el gobierno de Ramiro de León le ofrecía.

En 1994 después de la firma del Tratado de Libre Comercio con México y la amenaza de la insurrección zapatista, el logro de la paz en Guatemala adquirió una nueva perspectiva geoestratégica para los Estados Unidos y la comunidad internacional, que aumentaron las presiones. Los acuerdos del 10 de enero de 1994 cambiaron totalmente la dinámica formal de las negociaciones, al asumir Naciones Unidas un papel de mediador y comprometerse las partes a un calendario preestablecido. 

El gobierno entró en una carrera por demostrar que estaba dispuesto a cualquier cosa con tal de evitar un solo día de conflicto; el Ejército comenzó a aplicar sus medidas de guerra por la paz y logró que se firmara un acuerdo sobre Derechos Humanos sin incluir el tema de la Comisión de la Verdad, lo cual le permitió aplazar las fuertes presiones internas que se habían reflejado en la conspiración del general Quilo Ayuso.

La URNG se sintió presionada también para lograr cuanto antes acuerdos que resultaran favorables a sus bases sociales. Sin embargo los primeros logrados, en especial el de Esclarecimiento Histórico, tuvieron un marcado carácter impositivo, que finalmente no satisfizo a ninguna de las dos partes. Por otro lado, el acuerdo sobre Derechos Humanos, si bien no incidió directamente en un cambio de la situación en esta materia, abrió una dinámica impredecible para el Ejército con la instalación de la Misión Verificadora de Naciones Unidas, ya que la URNG y las organizaciones populares podían hacer un uso amplio de las atribuciones de MINUGUA.

Para el Ejército, la contrapartida a estos primeros acuerdos era lograr al menos un cese al fuego, que le permitiera mostrar logros más concretos a su gente y centrar todos sus esfuerzos en conquistar espacios en la sociedad civil con la guerra para la paz. También el gobierno y los sectores empresariales necesitaban este logro para poder comenzar a capitalizar sus inversiones en el negocio de la paz. Sin embargo la URNG ya había trazado su propia estrategia, y no estaba dispuesta a repetir la experiencia de mayo de 1993, en que sus efectivos se desmoralizaron ante una tregua unilateral que no tenía mayor proyección. Por otro lado, las críticas de muchos sectores a la secretividad del proceso negociador y a los resultados del acuerdo sobre la Comisión de la Verdad, la pusieron a la defensiva. La negociación se empantanó nuevamente, y ambos bandos optaron por un esfuerzo militar. Hasta que el 22 de diciembre, el secretario general de Naciones Unidas exigió a ambas partes un plan en quince días para dinamizar las negociaciones, ya que en caso contrario podría retirar la misión verificadora.

En 1995, una nueva presión de la comunidad internacional sirvió para que el calendario de las negociaciones de paz se ajustara al calendario de las elecciones políticas, lo cual formalmente fue aceptado por la URNG, a cambio de que la discusión de los temas fundamentales no se desvirtuara. La URNG mantuvo su compromiso de participar en las elecciones aún sin tener una estrategia muy definida, pero el tema de la depuración del Ejército y la desmilitarización de la sociedad quedó en primer plano. Los Estados Unidos aumentó su presión sobre el Ejército, de tal manera que en junio de 1995 se llegó a una situación en que alcanzaron un nivel jamás conocido, y el liderazgo del general Mario Enríquez comenzó a disminuir de manera alarmante.

7. El triunfo de un candidato empresario

Las elecciones generales de 1995 tenían un especial significado: abrían la posibilidad de intentar una revitalización del proceso de institucionalidad política iniciado por los militares en 1984, después de que a partir de la crisis del gobierno de la Democracia Cristiana en 1989, el sistema político partidista y las instituciones clave de la estabilidad política (Presidencia, Congreso, Poder Judicial) entraron en una dinámica de creciente desprestigio popular. Del resultado de las elecciones de 1995 dependía la viabilidad de la reforma del Estado, condición imprescindible para el logro de la firma de la paz y el inicio de la modernización económica. El partido político que resultara ganador tendría que enfrentar estos dos desafíos. Así lo expresaba un análisis de la Fundación Myrna Mack:

El proceso electoral se perfila como el espacio para el reacomodo de las fuerzas políticas a fin de rediseñar la transición que quedó seriamente averiada con el autogolpe del mayo de 1993. Se trata de un juego de elites que disputan sus espacios en el período postbélico... Son grupos hegemónicos que se adhieren a la agenda internacional que promueve el fin del conflicto por la vía negociada, la reconversión del Ejército y la modernización de la economía...Las elecciones son el escenario, por excelencia, de los cambios de relaciones de fuerza en una coyuntura. Pero los comicios del 12 de noviembre tienen una carga especial: van a configurar el espacio y los actores políticos que acabarán dando la fisonomía al proceso de paz. Esto es, los alcances en las transformaciones de las estructuras económicas y militares.

Ante la crisis institucional con que se despidió el gobierno de Ramiro de León Carpio, el proceso electoral fue visualizado por los países interesados en las negociaciones de paz como una oportunidad para que el sistema político ganara mayores cuotas de credibilidad y, en este sentido, presionaron para que la URNG mostrara públicamente su apoyo al mismo e incluso para que participara indirectamente en él. Las presiones diplomáticas actuaron también de alguna manera sobre las autoridades electorales para que la candidatura presidencial de Ríos Montt no fuera aceptada.

A diferencia de lo que fueron los procesos electorales en Nicaragua y El Salvador en situación de negociaciones de paz o acuerdos postbélicos, la organización de las elecciones en Guatemala adoleció de mecanismos de institucionalización. La campaña de empadronamiento fue meramente formal y llena de irregularidades: un tercio de la población en edad de votar, la mayoría afectada por la guerra, no logró siquiera inscribirse, ni se le brindaron oportunidades para hacerlo; el gobierno tampoco aceptó un financiamiento de la Unión Europea para facilitar el transporte gratis el día de las elecciones. Guatemala carecía además de una legislación que controlara el financiamiento delictivo de los partidos, o que regulara el acceso de todas las opciones a los medios de comunicación. Y el Tribunal Electoral fue totalmente ineficiente para garantizar la libre emisión del voto y evitar la amenaza y el chantaje de los políticos contra las poblaciones del interior del país. MINUGUA se abstuvo de asumir el control del ejercicio democrático del voto como una de sus misiones de supervisión.

El PAN y el FRG triunfaron en la primera vuelta electoral; aunque el PAN no logró la mayoría absoluta en los conteos presidenciales, alcanzó la mayoría en el Congreso (47 escaños de 80) y un tercio de las alcaldías del país. La gran sorpresa fueron los resultados del Frente Democrático Nueva Guatemala (FDNG), al que los sondeos atribuían el 0.5% de la intención de voto, al colocar a seis diputados en el Congreso y convertirse en la tercera fuerza electoral.

Sin embargo, los panistas necesitaban un amplio margen de legitimidad para llevar adelante un programa de gobierno que podría, en el primer año de gestión, darles poder de negociación frente a los grupos influyentes de la empresa privada y el Ejército. Por ello, el no haber logrado la mayoría absoluta en la primera vuelta, como esperaban, resultó decepcionante. Pero más decepcionante les resultó el escaso margen con que lograron triunfar en la segunda vuelta.

El triunfo del PAN representó en cierta medida una salida a la crisis que atravesaron los sectores derechistas del país y a las ambiciones políticas de los empresarios después de la llegada de los gobierno civiles en 1985. El PAN es una fuerza política surgida después de que Álvaro Arzú lograra la municipalidad de Guatemala en 1985 y arrastrara a su partido a sectores de la clase media y profesionales decepcionados del gobierno de la Democracia Cristiana. Posteriormente el PAN logró aprovechar las disputas de políticos y grandes empresarios originadas durante el gobierno de Serrano, y amplió sus espacios de influencia jalando cuadros de los partidos políticos que entraban en crisis. Ya en la época de Ramiro de León, el PAN se convirtió en la opción electoral del gobierno y de aquellos grupos económicos y militares que se aprovechaban de él.

A través de un complejo y accidentado proceso de seis años (Arzú anunció por primera vez su candidatura presidencial en mayo de 1989), el nuevo presidente fue ganándose la confianza de algunos de los más poderosos grupos del sector empresarial. Su principal carta de presentación era un plan de obras de infraestructura vial y la estrategia para atraer financiamiento que apoyara los acuerdos de paz; pero ambos puntos exigían una nueva reforma fiscal. En cuanto al Ejército, los panistas no tenían antecedentes de relaciones con los militares, y tampoco habían elaborado una estrategia de aproximación, como hizo la DC.

Una vez conformado el gabinete, el presidente marcó prioridades. En primer lugar puso a caminar la reforma administrativa del ejecutivo, y envió cinco iniciativas de ley al Congreso: reformas al Código Municipal, Ley del Organismo Ejecutivo, Ley de Probidad, reformas a la Ley de Contraloría de Cuentas y Ley Orgánica de las Fuerzas de Seguridad. Después, marcó a los principales ministerios las líneas de actuación y unificó los mecanismos de funcionamiento administrativo del gobierno. En este marco, el nuevo gobierno estableció inmediatamente sus prioridades políticas, que se centraron en tres objetivos: la clausura del conflicto armado interno, la puesta en marcha de una depuración del Ejército y la negociación con el sector empresarial de un apoyo financiero para resolver el déficit fiscal.

8. La paz a pesar de todo

La negociación terminó en noviembre de 1995 y empezó la concertación entre la URNG y el equipo del que sería electo presidente en enero de 1996, Alvaro Arzú del PAN (Rosada, 1996). La dirigencia insurgente no ocultó su preferencia por Arzú y señaló que ese partido tenía un proyecto de largo plazo que les daba certeza para concluir las negociaciones e iniciar el período del posconflicto. Las reuniones informales se sucedieron en El Salvador, Italia y México.

Arzú nombró una nueva COPAZ dirigida por su principal asesor Gustavo Porras (ex-integrante del EGP) y compuesta por Raquel Zelaya, una intelectual con influencia en los tres últimos gobiernos civiles, directora ejecutiva de ASIES; Richard Aitkenhead, ex-ministro de Finanzas Públicas y cercano a los azucareros, y el general Otto Pérez Molina, Inspector General del Ejército y pieza clave de la transición del gobierno de Ramiro de León al de Arzú. Las nuevas comisiones comenzaron a trabajar inmediatamente los borradores del Acuerdo sobre Aspectos Socioeconómicos y la Situación Agraria, que finalmente fue aprobado el 6 de mayo de 1996. Desde principios de marzo, la URNG había decidido un cese al fuego, que fue seguido inmediatamente por Arzú.

En el ínterin, empero, la optimista dinámica que adquirió el proceso generó desconcierto en las filas de la URNG. La comisión político-diplomática de los insurgentes mantenía expectativas más altas que la misma comandancia general, lo que fue interpretado como un freno para las negociaciones. En consecuencia, los cuatro miembros de la comandancia insurgente decidieron disolver la comisión y trabajar solos en las negociaciones.

Las críticas al Acuerdo no se hicieron esperar. Se le calificó de neoliberal, se dijo que resumía el programa de gobierno del PAN sin que se tocaran aspectos estructurales como la desigualdad en la distribución de la riqueza. A pesar de ello fue importante la inclusión de un catastro nacional, el reforzamiento de los gastos sociales y la meta de aumentar la carga tributaria al 12% del PIB en el 2000.

Las negociaciones siguieron sin tropiezos aparentes hasta la firma del último acuerdo sustantivo, sobre el Fortalecimiento del Poder Civil y el papel del Ejército en una sociedad democrática, que fue suscrito el 19 de septiembre en México. En este acuerdo se describe un procedimiento para que la sociedad se acerque a las instituciones públicas y participe en su reactivación; se presenta un plan general de reforma de los aparatos de seguridad, que incluye la creación de una Policía Nacional Civil, la reestructuración de los aparatos de inteligencia (buscando reducir su alta discrecionalidad) y la reconversión del Ejército a las necesidades de un país en época de paz (la reducción de sus efectivos y presupuesto, y la reorientación de sus funciones exclusivamente a la defensa de la seguridad exterior).

Tras esa firma la cuestión fue cómo preservar el proceso de paz y llevarlo a su culminación a más tardar en diciembre de 1996, para que no saliera de la programación presupuestaria de la cooperación internacional. En ese propósito confluyeron el gobierno de Arzú, la Comandancia de la URNG y la comunidad internacional, en especial el grupo de países amigos (España, Estados Unidos, México y Noruega). 

La negociación llegó todavía a su punto más sensible: la definición de la figura que daría la visa de legalidad a los miembros de la URNG. Desde principios de 1996 surgió la inquietud en la comunidad de derechos humanos de que la supuesta concertación entre las partes los llevaría a avalar una amnistía general, una suerte de ley del perdón y olvido para todos los guerreros. Ello puso en estado de alerta a quienes trabajosamente habían empujado procesos en los tribunales contra los agentes del Estado y de aquellos que tutelaban el derecho de las víctimas de acceder a la justicia. 

Ante el riesgo decidieron, en junio de 1996, organizar una Alianza contra la Impunidad a fin de evitar que se promulgara una nueva ley de amnistía general. La estrategia de la Alianza consistió en proponer una amnistía limitada, en correspondencia con el objetivo de la negociación, que era la reinserción de los alzados en armas, excluyendo a los militares.

La Alianza enmarcó los términos del debate con una propuesta de ley exclusiva para la reinserción de los insurgentes, señalando como amnistiables los delitos políticos, no así los comunes conexos, una definición que los tribunales dudosamente tendrían fuerza para aplicar. Era la primera vez, desde que se iniciaron las negociaciones en abril de 1991, que un tema de la mesa adquiría una dinámica propia en la sociedad civil, acompañado de un debate público. Sólo era comparable a la discusión sobre los derechos de los pueblos indígenas, aunque los parámetros políticos eran diferentes, así como lo que específicamente estaba en juego. En el caso que nos ocupa se trataba de un instrumento ad hoc para desbloquear la tradicional exclusión política.

En octubre ocurrió un hecho inesperado que cambiaría el curso de los acontecimientos y de hecho el escenario del posconflicto. El gobierno se vio forzado a hacer público que la ORPA había secuestrado a Olga de Novella, de 86 años, integrante de una de las familias de negocios más influyentes de Guatemala. Según la versión oficial, el presidente se había visto obligado a canjear al guerrillero jefe del comando para salvar la vida de la octogenaria. Sin embargo pocos creyeron la versión y muchos criticaron la violación gubernamental de los procedimientos jurídicos establecidos (ver recuadro). Además se desató una ola de críticas contra la URNG que obligaron al retiro de la mesa de las negociaciones de Gaspar Ilom, el comandante en jefe de ORPA, y a introducir variantes en el orden de los acuerdos operativos pendientes. Así, se adelantó el acuerdo de cese al fuego y luego, en esas condiciones, se aprobó el acuerdo de reinserción.

El acuerdo reflejó al final los intereses de amnistía que los militares nunca ocultaron. Fue una amnistía más amplia para ellos que para los insurgentes. En medio de estas tormentas, finalmente se firmó el Acuerdo de Paz Firme y Duradera la tarde del 29 de diciembre de 1996. De ahí en adelante empezaría otro capítulo de la historia guatemalteca. 

	El último desaparecido del conflicto

(El caso Mincho) 

El domingo 25 de agosto de 1996 un comando urbano de la ORPA secuestró en la zona 6 de la capital a Olga de Novella. El grupo guerrillero, simulando un retén de la Policía Nacional, desarmó a la seguridad de Enrique y Olga Novella raptándola a ella.

Los primeros indicios que tuvo el comando antisecuestros del EMP apuntaban a la zona militar de Santa Lucía Cotzumalguapa, Escuintla, desde donde operaba una banda de secuestradores y roba vehículos. Sin embargo una fuente sostiene que la D-2 pudo haber estado al corriente de los hechos desde un principio a través de uno de sus agentes infiltrados en la célula guerrillera. Si esa versión fuera correcta, querría decir que la inteligencia militar dejó correr los acontecimientos buscando la amplificación del costo político para la ORPA, la fuerza insurgente mejor preparada en la URNG para el período del posconflicto.

Transcurrieron siete semanas hasta que el comando antisecuestros interceptó a la cabeza del comando guerrillero, Rafael Valdizón Nuñez (Isaías), jefe del Estado Mayor y miembro de la Dirección Nacional de la ORPA, incondicional de Rodrigo Asturias (Gaspar Ilom). En ese lapso se firmó el acuerdo de Fortalecimiento del Poder Civil y Función del Ejército en una Sociedad Democrática, y se programó el final de las negociaciones con una sucesiva firma de acuerdos operativos, incluyendo el de la reinserción.

Según la versión que admiten en privado algunos funcionarios del gobierno, el 19 de octubre el comando antisecuestros detectó a Valdizón Nuñez y a su escolta Juan José Cabrera Rodas (Mincho), un antiguo militante de base que ya tenía asignadas tareas en organismos legales. Sin embargo, de acuerdo a la versión del Frente Republicano Guatemalteco (FRG), el comando del EMP tomó por asalto la casa donde los guerrilleros mantenían secuestrada a Olga de Novella y ahí capturó a Isaías y Mincho liberando a la plagiada. El matiz es clave pues permite hablar o no de canje.

De acuerdo a las fuentes oficiales, el 20 de octubre se dio el canje entre Isaías y la señora de Novella en un lugar discreto contiguo a la Avenida Petapa zona 12. Los hechos hubieran quedado allí, bajo estricto secreto.

Pero menos de una semana después el FRG amenazó con hacer públicos los acontecimientos. El gobierno decidió adelantarse y el 28 de octubre dio una conferencia de prensa en la que enteró a la opinión pública sobre la responsabilidad de la ORPA en el secuestro de la señora Novella.

Hasta ese momento el nombre de Mincho no había salido en ninguna de las declaraciones. Miembros de ORPA dejaron mensajes a los familiares sugiriéndoles presentar una denuncia ante los organismos de derechos humanos. Ellos lo hicieron a finales de octubre. A su vez funcionarios de MINUGUA iniciaron una investigación de oficio. A partir de que los familiares se movilizaron, el caso Mincho comenzó a ser público, no obstante de que tanto el gobierno como la URNG negaron su existencia.

La prensa y la Alianza contra la Impunidad se encargaron de develar detalles del asunto. A los medios les fue filtrada la fotografía de un cadáver en descomposición encontrado en el basurero de la zona 3 a mediados de diciembre que había sido enterrado como XX en el cementerio La Berbena. La fotografía tenía respaldo en los archivos de la Policía. Los rasgos de la fotografía del cadáver desfigurado encajaban de una forma extraordinaria con los de un retrato de Mincho.

Entretanto el equipo de verificación de MINUGUA había encontrado varias pistas. Sin embargo por indicaciones del responsable de verificación en la Misión esas pesquisas fueron suspendidas y los archivos centralizados por el funcionario.

En el segundo trimestre de 1997 se desató una agria polémica entre la Alianza contra la Impunidad y Jean Arnault, como jefe de MINUGUA, por una parte, y entre la Alianza y el gobierno, por la otra. El tema de fondo era el encubrimiento de la desaparición forzada y una presumible ejecución extrajudicial. Al final la ex-guerrilla comenzó a admitir la existencia de Mincho y la MINUGUA, en un informe preliminar de sus investigaciones fechado el 20 de mayo, trasladó el balón al Ejecutivo: admitió que Mincho había sufrido una desaparición forzada y dijo tener elementos de convicción para señalar al EMP como responsable. Sólo el gobierno no dio marcha atrás y tuvo una respuesta iracunda ante el informe de la Misión.

De ahí en adelante el caso fue saliendo de los titulares de prensa. La secretaría general de la ONU envió un par de misiones discretas para investigar los alcances de una probable responsabilidad de encubrimiento de una Misión considerada hasta entonces exitosa. El caso Mincho sigue abierto. Todos los mecanismos de la impunidad volvieron a funcionar, irónicamente esta vez en nombre de los acuerdos de paz. 
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